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Introducción 

 

Cuando se presentó la crisis imperial en 1808 la América española brindó su 

apoyo y demostró su lealtad a la Corona sin evidenciar ningún deseo 

emancipador. Sin embargo el deseo de lograr una mayor autonomía al interior de 

sus territorios ya era evidente. 

 Varios fueron los factores que despertaron este deseo autonomista que ya 

tenía sus raíces desde la implantación de las reformas borbónicas que afectaron 

el sistema administrativo y político en América modificando así una estructura 

social y económica que resultaba en cierta forma armónica. 

 Algunos de estos factores fueron el establecimiento de una burocracia 

fiscal profesional, el establecimiento de intendencias y de nuevos consulados, 

junto a nuevas cargas fiscales y préstamos voluntarios y forzosos para las guerras 

españolas, los cuales coadyuvaron al malestar en la sociedad americana.1  

 Así a principios del siglo XIX el imperio español se enfrentaba a la lucha en 

la península en contra de la invasión francesa, a la revolución burguesa con las 

ideas liberales de la Ilustración y en poco tiempo tuvo que enfrentar también los 

movimientos insurgentes en América que estallaron a partir de 1810. 

 A la par de dichos movimientos, los diputados americanos que participaron 

en las Cortes, peleaban por sus propios intereses enmarcados en la construcción 

del estado nacional español incluyente, el cual dada las circunstancias y 

necesitando el apoyo de sus territorios ultramarinos para enfrentar la guerra 

                                                           
1
 Vázquez, Josefina Zoraida, De la crisis Monárquica a la Independencia 1808-1821, en Josefina Zoraida 

Vázquez coord. Interpretaciones de la Independencia de México, México, Nueva Imagen, 1997. p.15. 
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contra Francia, se había declarado en igualdad a los reinos americanos con los 

peninsulares por decreto del 22 de enero de 1809. 

 Por primera vez se tomó en cuenta a representantes novohispanos para 

legislar acerca de todo el imperio español. En los debates de las Cortes, dichos 

diputados plasmaron parte de la realidad americana en el marco de la 

construcción de un estado español. 

 Estos diputados decidieron servir a sus provincias durante una etapa no 

solo de lucha por independizar el imperio español del dominio francés, sino 

también durante su propia lucha para lograr que los individuos que representaban 

tuvieran mayor participación en el gobierno de sus provincias. 

 Por otra parte varios factores habían propiciado en América el desarrollo de 

un fuerte regionalismo, y la práctica política que les brindó  el liberalismo de la 

Constitución de 1812 fortaleció el poder de las elites de las capitales provinciales. 

 El resultado del trabajo de estas Cortes fue el texto constitucional gaditano 

de 1812; entre otros aspectos, en él se estableció la creación de dos instituciones 

de gobierno local de carácter representativo que tendrían una importancia 

fundamental en el ejercicio político dentro de las provincias: los ayuntamientos 

constitucionales y la diputación provincial. 

 Dichas instituciones abrieron un nuevo espacio de participación política 

para las elites novohispanas que simpatizaban con las ideas liberales y sobre 

todo autonomistas. Es en esta coyuntura donde dichas elites encontraron la forma 

de lograr un autogobierno que tanto habían anhelado. 

 Con la adopción del texto gaditano se dio principio al primer periodo 

constitucional español que tendría vigencia a partir de 1812 y duraría solamente 



 III 

hasta 1814 con el regreso de Fernando VII al trono español. Sin embargo el 

impacto que logró el constitucionalismo en América logró trastocar las estructuras 

políticas y administrativas vigentes hasta ese momento. 

 Entre los cambios importantes que se dieron en el nuevo sistema de 

gobierno que implantó la Constitución de 1812 estaba el hecho de que no se 

incluía un virrey. El jefe político era el único funcionario ejecutivo de toda la 

provincia o intendencia en que la diputación provincial tenía jurisdicción y era 

directamente responsable ante el ministro de asuntos de ultramar que residía en 

España. Para el caso novohispano el jefe político de la ciudad de México, que en 

efecto reemplazó al virrey, carecía de jurisdicción sobre el jefe político de San 

Luis Potosí. Por otra parte, cada provincia gozaba de una independencia 

completa con respecto a las demás.2 

 1814 marcó el fin de esta primera etapa del periodo constitucional español. 

A su regreso en mayo de ese mismo año Fernando VII abolió las Cortes, la 

Constitución de Cádiz y con ello la vida de la Diputación Provincial. Sin embargo 

el arraigo que había causado la experiencia política constitucional en el imperio 

español hizo que el regreso del sistema absolutista durara solo seis años. 

Durante esos seis años los sectores liberales trataron de sobrevivir la mayoría 

en agrupaciones clandestinas para el caso novohispano. El ambiente político 

durante estos años para la península lo explica bien el historiador Brian Hamnett: 

La experiencia del régimen absolutista de Fernando había ensanchado la base del 
liberalismo tanto en términos geográficos como sociales, a medida que las clases 
productivas de las zonas urbanas se unían para contribuir a la restauración.3 

                                                           
2
 Benson, Nettie Lee, La Diputación Provincial y el Federalismo Mexicano, México, El Colegio de México - 

Universidad Nacional Autónoma de México, 1994, p.17. 
3
 Hamnett, Brian, La política española en una época revolucionaria, 1790-1820, México, Fondo de Cultura 

Económica, 1985, p. 266. 
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Sin embargo la Revolución en 1820 que se dio en la península con las 

acciones de Rafael del Riego y Quiroga se perfiló la coyuntura perfecta para el 

retorno del sistema constitucional. Fernando VII se vio obligado a jurar la 

constitución de 1812. 

 Durante su segundo periodo de vida comprendido entre 1820 y 1823 

primero bajo el gobierno español y posteriormente en México bajo el breve 

régimen del emperador Agustín de Iturbide, la Diputación Provincial volvió a 

funcionar. Su sistema representativo y su corte liberal hizo que se convirtiera en el 

antecedente inmediato del sistema Federal Republicano que adoptaría en 1824 el 

recién nacido Estado Mexicano. 

 Estos acontecimientos fueron definiendo el escenario político de una 

revolución más amplia, ya que se constituyó como una etapa de transición de un 

gobierno absolutista, régimen heredado del pasado colonial borbónico, hacia la 

naciente representatividad que se adoptó en América desde principios del siglo 

XIX.4 

 El proceso de transformación política en América correspondió más a un 

carácter evolutivo que revolucionario. Los diputados americanos buscaron 

siempre conseguir la autonomía a través de su trabajo en las Cortes y no fue 

hasta que los intereses peninsulares frenaron tales pretensiones que optaron por 

la separación definitiva de la corona. 

                                                           
4
 García Gutiérrez, Blanca, La experiencia cultural de los conservadores durante el México independiente: un 

ensayo interpretativo, en Signos Históricos, no. 1, Universidad Autónoma Metropolitana, México, 1999, p. 

131. 



 V 

 No fue raro entonces que al momento de consumarse la independencia en 

el antiguo virreinato de la Nueva España, las elites de provincia no quisieran 

ceder la autonomía lograda. De esta manera, después del fracaso del imperio 

mexicano con Agustín de Iturbide como emperador, el federalismo se convirtió en 

el sistema político más viable para la nación mexicana, no por ser la única 

alternativa, sino porque ante el fracaso del sistema monárquico, se presentaba 

indispensable para lograr la cohesión del naciente país. Dicho federalismo había 

tenido su origen pues en la experiencia histórica que a lo largo de estos años 

adquirieron los políticos novohispanos. 

 Este periodo de la historia mexicana ha sido un tema de gran interés para 

los estudiosos pero se ha dado mayor importancia al movimiento insurgente que a 

la experiencia política de los americanos en España. 

 Sin embargo ambas vertientes fueron parte fundamental de un solo 

proceso. Se han hecho estudios de visiones de conjunto de este proceso visto 

principalmente desde la perspectiva del proceso emancipador. 

 Uno de los historiadores contemporáneos que han abordado este periodo 

de la historia mexicana ha sido Brian Hamnett, quien considera la invasión 

napoleónica, como una expresión del debilitamiento del absolutismo que se hizo 

más notable en los años noventa del siglo XVIII, en los cuales se aprecian 

cambios y transformaciones llevados a cabo por los grupos liberales en el 

gobierno español.5 

 Otro autor es Jaime Rodríguez quien con una visión de conjunto del 

proceso emancipador en territorios americanos señala que la independencia no 
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fue un movimiento anticolonial, sino parte de la revolución del mundo hispánico y 

la desintegración de la monarquía española como resultado de la invasión 

francesa a la península lo cual desencadenó una serie de acontecimientos que 

culminaron con el establecimiento de un gobierno representativo en todo el 

mundo hispánico.6 

 Uno de los pocos libros que ha tomado la Diputación Provincial como 

objeto de estudio es el de la autora Nettie Lee Benson , en donde desarrolló la 

historia de las diputaciones provinciales en la Nueva España desde su aprobación 

en 1812 hasta 1823, cuando éstas se convierten en legislaturas locales. La idea 

principal de la obra es presentar a la diputación provincial como el antecedente 

del Federalismo mexicano.  

 Los trabajos que abordan el tema de la historia política potosina durante los 

dos periodos constitucionales españoles son diversos. Estudios como los que 

realizaron Primo Feliciano Velázquez, Nettie Lee Benson, Rafael Montejano y 

Aguiñaga, Juan Ortiz Escamilla y Ma. Isabel Monroy y Tomás Calvillo Unna han 

aportado información importante que facilita sobre manera el trabajo de quienes 

nos abocamos a estudiar dicha etapa de la historia de México desde una 

perspectiva regional. 

 Queda sin embargo por explorar el proceso interno que se vivió en las 

diferentes regiones americanas inscritas en el contexto de los dos periodos 

constitucionales españoles. Cada una de ellas vivió dicha experiencia política de 

manera similar pero con sus características propias. 

                                                                                                                                                                                 
5
 Hamnett,  Op. cit., pp. 272-274. 
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 Para el territorio potosino dicho proceso no se desarrolló igual que en los 

que también hubo diputación provincial. La lógica del proceso tuvo sus propias 

particularidades, sobre todo porque  la intendencia de San Luis era la más 

extensa y los sistemas administrativos y judiciales de la época eran demasiado 

complejos. Asimismo la disposición en la Constitución de la Monarquía Española 

dejó fuera a un gran sector de la población para participar en cargos de 

representación y como integrantes de las dos instituciones que la encaraban: la 

diputación provincial y los ayuntamientos constitucionales. 

 Sobre la primera etapa constitucional española en San Luis que incluye la 

elección de los diputados a Cortes y la instalación de la diputación provincial, la 

poca información indica que la provincia careció de representación ante la 

Asamblea General en España, no obstante el proceso interno de la elección del 

diputado. Asimismo la instalación de la Diputación Provincial corrió la misma 

suerte y nunca se concretó. 

 La segunda etapa constitucional española en San Luis tuvo mejor suerte, 

ya que la información encontrada para estos años es más generosa y revela no 

solamente la instalación de la diputación provincial, sino también el proceso de 

elección de diputados que la conformaron. 

Ahondar la investigación de una región en particular se antoja 

indispensable para lograr una mayor comprensión acerca de la permanencia de 

una elite política con prácticas nuevas. ¿Quiénes accedieron a dichas prácticas 

                                                                                                                                                                                 
6
 Rodríguez O., Jaime E, La independencia de la América española, Fondo de Cultura Económica, México, 

1996, pp. 13-19. 
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plantadas por el sistema constitucional español en las regiones? y en ¿qué se 

sustentaba dicha participación?  

 La respuesta a estas preguntas arrojaría luz sobre los actores políticos de 

una oligarquía regional y su permanencia en el poder una vez consolidada la 

independencia americana, particularmente en este caso la mexicana. Partiendo 

de la hipótesis que el sistema constitucional español abrió un nuevo espacio de 

participación política para las elites de provincia a través de dos instituciones de 

carácter representativo: los ayuntamientos constitucionales y las diputaciones 

provinciales y que fueron éstas las que les permitieron su preeminencia hasta la 

construcción de un estado federado. 

 Poner la lupa en una de ellas, en este caso la diputación provincial de San 

Luis Potosí y tomando como referente de estudio la intendencia de San Luis 

Potosí, recrear el proceso político vivido en dicha región es la intención pues que 

anima el presente texto. 

 Para ello se ha dividido el trabajo en cuatro capítulos, en el primero titulado 

El territorio, abordo lo referente a las divisiones territoriales por las que pasó San 

Luis Potosí de 1776 a 1823, ello debido a que dos de los factores para la 

instalación de la diputación provincial se sustentaron en la cuestión poblacional y 

en la división geográfica del territorio. 

 En el segundo capítulo América en la concepción española peninsular 

plasmada en la Constitución de la monarquía española de 1812, hago un análisis 

somero principalmente en las cuestiones de representación, ciudadanía e 

identidad, lo cual limitaba la participación política de la sociedad novohispana.  
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 En el tercero nombrado Primera etapa constitucional española en San Luis 

Potosí, describo el proceso de elección a diputado a Cortes por San Luis Potosí, la 

elección de los candidatos para la primera Diputación Provincial potosina y su 

frustrada instalación. 

 Y en el cuarto y último capítulo, me refiero al ambiente político que se vivió 

en San Luis bajo el segundo periodo constitucional español y con ello la elección a 

diputado a Cortes por San Luis, los integrantes de la Diputación Provincial, sus 

funciones y desempeño. Para finalizar presento las conclusiones generales.  
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Capítulo I.  El territorio 
 

La cuestión territorial para los años que ocupa mi objeto de investigación es 

crucial. Ello debido a que la base de la instalación de las dos instituciones 

representativas del constitucionalismo español, la diputación provincial y los 

ayuntamientos constitucionales estuvo sustentada en la división territorial y el 

número poblacional de las provincias. 

 Para el caso específico de la diputación provincial el primer aspecto fue 

fundamental ya que en el capítulo II del Título VI de la constitución gaditana se 

estableció lo referente al gobierno político de las provincias y de las diputaciones 

provinciales. En los dos primeros artículos de este capítulo 324 y 3251 se acordó 

que el gobierno político de las provincias residiría en el jefe superior, nombrado 

por el rey en cada una de ellas y por otro lado que en cada provincia habría una 

diputación llamada provincial para promover su prosperidad, presidida por el jefe 

superior. 

 Sin embargo la comisión que redactó la constitución compuesta en su 

mayoría por peninsulares identificaba como provincias en América a los 

virreinatos, a los reinos y las capitanías generales, así como algunas intendencias. 

Fue así que solo le otorgaron seis diputaciones provinciales a América siendo San 

Luis Potosí un territorio distinguido con dicha instalación. 

 Dicha confusión se debía a la compleja nomenclatura de las divisiones 

territoriales: provincia, reino, colonia, partido, gobernación, capitanía general, 

                                                           
1
 Tena Ramírez, Felipe, Constitución Política de la Monarquía Española, en Leyes Fundamentales 

de México, 1808-1997, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1997, p. 97. 
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corregimiento, alcaldía mayor, etc., sin que hubiera una definición exacta de lo que 

comprendía cada una de ellas. Sin embargo se puede localizar de manera general 

una división del virreinato novohispano compuesta de distintas subdivisiones. 

 Es por ello que considero necesario realizar una descripción acerca de 

cómo se encontraba divido el territorio de la Nueva España bajo los dos periodos 

constitucionales españoles así como el de la Intendencia de San Luis Potosí, para 

poder ofrecer un panorama general de la situación en que dicha división afectó las 

estructuras vigentes de gobierno y las que la constitución gaditana implementó. 

 Para dicha tarea tomé como guía fundamental la obra de Edmundo 

O'Gorman Historia de las divisiones territoriales de México.2En dicho texto señala 

tres tipos de divisiones territoriales para el periodo virreinal de México: la 

eclesiástica que divide y subdivide el territorio en porciones sujetas a 

jurisdicciones correspondientes a la jerarquía de la propia Iglesia; la judicial 

administrativa, determinada por los distritos jurisdiccionales de las audiencias 

subdivididos a su vez en gobiernos, corregimientos y alcaldías mayores, y la 

administrativa fiscal referente al sistema de Provincias Internas e Intendencias.3 

 O'Gorman señala que estas tres formas de división territorial no formaron 

parte de un proceso evolutivo sino que se superponían una a la otra. Debo señalar 

que la división territorial sobre la que desarrollo el presente capítulo es la 

administrativa fiscal ya que el sistema de intendencias fue el que estuvo vigente 

durante los años que comprende mi objeto de estudio e impactó en más de una 

ocasión la situación territorial del virreinato. 

                                                           
2
 O'Gorman, Edmundo, Historia de las divisiones territoriales de México, México, Ed. Porrúa, 1973. 

3
 Ibid., pp.4-8. 
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 Para dicha tarea he dividido el presente capítulo en cuatro partes. En la 

primera describo de manera general el desarrollo de la división territorial de la 

Comandancia de Provincias Internas. En la segunda parte hago lo mismo pero con 

el establecimiento del sistema de Intendencias en Nueva España. En la parte 

tercera abordo lo referente a la Intendencia de San Luis Potosí y sus principales 

características. Y en la cuarta y última parte el territorio que abarcó la Diputación 

Provincial de San Luis Potosí y por qué el hecho de esta división y su relación con 

las divisiones anteriores. 
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COMANDANCIA DE PROVINCIAS INTERNAS. 

En 1765 José de Gálvez nacido en 1720 en Macharaviaya, Málaga en España fue 

nombrado visitador general de la Nueva España. Como resultado de su visita 

surgió la nueva división política de la Comandancia de Provincias Internas y el 

sistema de Intendencias. Gálvez fue un representante importante del "despotismo 

ilustrado" de Carlos III (1759-1788) para reorganizar el imperio español de 

ultramar.4 

 En 1768 representó a la Corte la necesidad de crear la Comandancia con 

un distrito que comprendiera toda la región norte del Virreinato en virtud de que 

requería atención especial y organización propia, porque se estimó imposible que 

el virrey gobernara con eficacia una extensión tan grande y sobre todo tan alejada 

de la capital.5 

 La Comandancia general de las Provincias Internas pasó por varias etapas 

divisorias que iniciaron en 1776, se entrelazaron con la creación del sistema de 

intendencias y se prolongaron hasta 1821. 

 Por real cédula de 22 de agosto de 1776 se expidió el nombramiento de 

Comandante General de las Provincias Internas independiente del virrey a 

Teodoro de Croix. Quedaron bajo la sujeción del Comandante (en materia de 

guerra) las provincias de Sinaloa, Sonora, Californias, Nueva Vizcaya, Coahuila, 

Texas, y Nuevo México, designándose como capital de la Comandancia el pueblo 

de Arizpe situado en la Provincia de Sonora.6 (Ver mapa 1). 

                                                           
4
 Bravo Ugarte, José, Instituciones Políticas de la Nueva España, México, Ed. Jus, 1968, p.61. 

5
 O'Gorman, Op.cit., p.16. 

6
 Ibid., p.17. 
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 Este sistema pronto resultó cuestionable. Ya que la nueva división quedaba 

independiente del virrey y las provincias que la formaban gozaron de cierta 

autonomía en relación con el poder metropolitano del mismo. Gálvez pronto se 

daría cuenta de ello y tomó la decisión de dividir este territorio en tres grandes 

porciones que hizo depender del gobierno virreinal. 
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Mapa 1. Comandancia y Capitanía General de las Provincias internas 
22 de agosto de 1776 

 
 

 

Comandancia y Capitanía General de las Provincias Internas. 22 de agosto de 1776. Tomado de: 
O’Gorman, Edmundo, Historia de las Divisiones territoriales de México, México, Ed. Porrúa, 1973. 
pp. 16-17. 
 

 

 Este cambio se efectuó en 1785 y O'Gorman presenta la manera en que 

estas tres porciones quedaron formadas: 

La primera, al mando de don Juan de Ugalde, comprendía las provincias de Coahuila, 

Tejas, Nuevo León, Santander y los distritos de Parras y Saltillo; la segunda, al mando de 

don José Rengel, estaba integrada por las provincias de la Nueva Vizcaya y el Nuevo 
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México, y la tercera, cuyo gobierno quedó encomendado a don Jacobo Ugarte, 

comprendía las provincias de Sonora, Sinaloa y ambas Californias.7 (Ver mapa 2).  

Mapa 2. Tres Comandancias. 1785. 

 

Tres Comandancias. 1785. Tomado de: O’Gorman, Edmundo, Historia de las Divisiones 
territoriales de México, México, Ed. Porrúa, 1973, p.17. 
 

 Sin embargo esta división tendría una vigencia de solo dos años. Por 

disposición del virrey Manuel Antonio Flores de 3 de diciembre de 1787 se 

redujeron estas tres porciones a dos. De esta manera quedaron divididas en las 

Provincias Internas de Oriente formadas por las provincias de Coahuila, Texas, 

Nuevo León, Santander y los distritos de Parras y Saltillo y por las Provincias 

Internas de Occidente formadas por las provincias de Nueva Vizcaya, Nuevo 

                                                           
7
 Idem. 
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México, Sonora, Sinaloa y las Californias. Al mando de las Provincias de Oriente 

quedó el coronel Juan Ugalde y de las de Occidente el brigadier Jacobo Ugarte.8 

(Ver mapa 3).  

Mapa 3. Dos Provincias Internas. 1787. 

 

Dos Provincias Internas. 1787. Tomado de: O’Gorman, Historia de las Divisiones territoriales de 
México, México, Ed. Porrúa, 1973. p.17-18. 
 

 A pesar de dicha disposición hubo dos cambios más en el sistema de 

Provincias Internas. Cinco años más tarde por real orden de 23 de noviembre de 

1792 se volvió a la primera organización de establecer una sola comandancia 

independiente del virrey. En ella quedaron englobadas las provincias de Coahuila, 

                                                           
8
 O'Gorman, Op.cit., pp.17-18. 
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Texas, Nueva Vizcaya, Nuevo México, Sonora y Sinaloa con los distritos de Parras 

y Saltillo. Por otro lado las provincias de las Californias, el Nuevo reino de León y 

la Colonia del Nuevo Santander se separaron de las provincias Internas para 

quedar supeditadas directamente al Virreinato.9 (Ver mapa 4). 

Mapa 4. Una sola Comandancia. 1792. 

 

Una sola Comandancia. 1792. Tomado de: O’Gorman, Edmundo, Historia de las Divisiones 
territoriales de México, México, Ed. Porrúa, 1973. p. 18. 
 

 El segundo cambio que se dio fue por real orden de 18 de mayo de 1804 en 

la cual se estableció el regreso a la forma que se había adoptado en 1787. Por 

esta disposición regresaron a formar parte de las Provincias Internas el Nuevo 

Reino de León, la colonia del Nuevo Santander y las Californias y con ello se 

                                                           
9
 Idem. 
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establecieron de nuevo las Provincias de Oriente y Occidente dependientes 

ambas del gobierno virreinal. 

 Para 1810 al iniciarse el movimiento de insurgencia existía esta división con 

la diferencia de que las Californias habían dejado de formar parte de la 

Comandancia de Occidente a la que pertenecían y habían quedado ambas 

dependientes del virrey. 

Para 1812 en la Constitución de Cádiz  se plasmó esta división de las 

Provincias Internas de Oriente y Occidente en el artículo 10º referente a la división 

territorial de América: 

...En la América septentrional, Nueva España con la Nueva Galicia y Península de 
Yucatán, Guatemala, provincias internas de Oriente, provincias internas de Occidente, isla 
de Cuba con las dos Floridas, la parte española de la isla de Santo Domingo y la isla de 
Puerto Rico con las demás adyacentes a éstas y al Continente en uno y otro mar...10 

 

A continuación presento un cuadro tomado del texto Instituciones Políticas de la 

Nueva España11de José Bravo Ugarte donde presenta de manera esquemática las 

formas que sucesivamente prevalecieron en la Comandancia de las Provincias 

Internas: 

 

1. Comandancia única e independiente del Virrey, Cédula de 22 de agosto 

de 1776. 

Sinaloa                                            Nueva Vizcaya 

Sonora                                            Coahuila-Texas 

Californias                                      Nuevo México 

                                                           
10

 Tena Ramírez, Op. Cit.,  p.61. 
11

 Bravo, Op.cit., pp.64-65. 
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2. Comandancia triple y dependiente del Virrey: Disposición del Virrey 

Conde de                    

         Gálvez, 1785. 

         I. Sinaloa                                III. Coahuila con Parras y Saltillo 

            Sonora                                       Texas 

            Californias                                 Nuevo León 

        II. Nueva Vizcaya                          Nuevo Santander 

            Nuevo México 

 

3. Comandancia doble y dependiente del Virrey: Disposición del Virrey 

Manuel A.                

         Flores, 3 de diciembre de 1787. 

         I. Provincias Internas de Occidente        II. Provincias Internas de Oriente 

            Sinaloa                                                     Coahuila con Parras y Saltillo 

            Sonora                                                      Texas 

            Californias                                                Nuevo León 

            Nueva Vizcaya                                         Nuevo Santander (Tamaulipas) 

            Nuevo México 

 

4. Comandancia única e independiente del Virrey: Real Orden de 23 de 

noviembre de 1792. 

         Sinaloa                                                       Nuevo México 

         Sonora                                                       Coahuila 



 12 

         Nueva Vizcaya 

NOTA: Nuevo León, Nuevo Santander y las Californias quedarían sujetas al 

Virrey. 

 

5. Comandancia doble dependiente del Virrey: Real Orden de 18 de mayo 

de 1810, urgida por las de 1º de mayo de 1811 y 24 de julio de 1812 y 

sostenida por la Constitución de 1812. Restableció la forma 3, de 1787. 

Dentro de la Comandancia quedaron las Intendencias de Durango y Arizpe. 

Además, cuatro partidos de la de San Luis Potosí formaban parte de la 

Comandancia de Provincias Internas de Oriente. 
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SISTEMA DE INTENDENCIAS 

El establecimiento de las intendencias en 1787 trastocó de manera importante la 

estructura administrativa y política vigente hasta ese entonces. Ello generó una 

división territorial del territorio novohispano en doce intendencias. Asimismo la 

figura del intendente vino a restar poder al virrey y a generar desavenencias en los 

diferentes ramos de la administración. Esta división permaneció de manera casi 

intacta hasta la consumación de la Independencia. 

 En 1776 José de Gálvez ocupó el Ministerio de Indias. Una de las primeras 

labores fue la de difundir el sistema de Intendencias. En ese año, y con tal 

propósito, ordenó diversas disposiciones: la creación del virreinato de Buenos 

Aires, la intendencia de Ejército y Hacienda de Caracas y la Comandancia General 

de Provincias Internas de la Nueva España. Años más tarde comenzó la 

implementación de intendencias en el territorio americano, ocho en Buenos Aires 

en 1782, siete en Perú en 1784, cinco en Filipinas, cuatro en Guatemala y una en 

Puerto Rico. En 1786 estableció las doce intendencias en Nueva España a las que 

siguieron una en Cuenca y tres en Chile.12 

 Las intendencias fueron una superestructura administrativa sobrepuesta al 

organismo de gobierno ya existente en la Metrópoli y en sus reinos de ultramar y 

tenía como objetivo principal la recuperación económica de la Monarquía 

española. 

 Este sistema administrativo ya había sido introducido en la península desde 

1718 por real Ordenanza de 4 de julio y que posteriormente sufrió reformas en 

1749 por ley el 13 de octubre. Sin embargo fue labor principal del visitador de 
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Gálvez promover su instalación en América. A pesar de que había opositores al 

sistema entre los que destaca el Virrey Bucareli, bajo el reinado de Carlos III se 

expidió la ley de 4 de diciembre de 1786 por la que se implementó el sistema de 

Intendencias en la Nueva España.13 

 Esta ley fue promulgada por bando en Nueva España el 30 de mayo de 

1787. La Real Ordenanza para el establecimiento e instrucción de Intendentes de 

Ejército y Provincia en el reino de Nueva España fue la redacción definitiva para 

su uso en toda América y estaba basada en la "Instrucción de Intendentes de 

Nueva España" que había compuesto Gálvez en 1782 para las Ordenanzas de 

Buenos Aires.14 

 Con la introducción de este sistema en Nueva España se hizo necesario 

hacer una división territorial que fijase las porciones sobre las que ejercían 

jurisdicción los intendentes, recibiendo cada porción el nombre de intendencia. 

 Así el territorio de la Nueva España quedó dividido en 1787 en doce 

intendencias: la de México, Puebla de los Angeles, Nueva Veracruz, Mérida de 

Yucatán, Antequera de Oaxaca, Valladolid de Michoacán, Santa Fe de 

Guanajuato, San Luis Potosí, Guadalajara, Zacatecas, Durango y Arizpe.15(Ver 

mapa 5).  

 

 

                                                                                                                                                                                 
12

 Ibid., p.68 
13

 O'Gorman, Op.cit., p.20 
14

 Bravo, Op.cit., p.68. 
15

 O'Gorman, Op.cit., p.21. 
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 Una gran cantidad de jurisdicciones previamente establecidas - 

gobernaciones,  y corregimientos - estarían supeditados a cada intendencia.16La 

intendencia de San Luis Potosí, según disponía la Real Ordenanza, se componía 

de las siguientes seis jurisdicciones, también llamadas partidos o 

subdelegaciones: 

 Cuatro alcaldías mayores: la ciudad de San Luis Potosí con la jurisdicción 

de su Alcaldía Mayor y de su agregado del Real y Minas de San Pedro de 

Guadalcázar; la Jurisdicción de la Alcaldía de la Villa de los Valles; la Jurisdicción 

de Charcas, con los pueblos de Venado y la Hedionda: y la Jurisdicción de las 

Salinas y del Peñol Blanco; un gobierno: el Gobierno y Jurisdicción del Nuevo 

reino de León; y una colonia: la colonia del Nuevo Santander.17 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
16

 Pietschman, Horst, Las reformas borbónicas y el sistema de intendencias en Nueva España. Un 
estudio político administrativo, México, Fondo de Cultura Económica, 1996, pp.123-124. 
17

 Commons, Aurea, Las Intendencias de la Nueva España, México, Instituto de Investigaciones 
Históricas - Instituto de Geografía - Universidad Nacional Autónoma de México, 1993, p.22. 
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Mapa 5. Sistema de Intendencias. 4 de diciembre de 1786. 

 

 

 El territorio que abarcaba comprendía el actual estado de San Luis Potosí, 

excepto una pequeña porción al noreste de la ciudad de San Luis que pertenecía 

a la Alcaldía de Sierra de Pinos de la Intendencia de Zacatecas; del estado de 

Veracruz ocupaba el territorio ubicado entre los ríos Tamesí y Pánuco, que 

formaba parte de la Alcaldía Mayor de Villa de los Valles. En esta Alcaldía también 

estaba comprendida una pequeña parte del nordeste del actual estado de Hidalgo. 

Además, la Alcaldía de Charcas se extendía hasta el límite actual entre los 
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estados de Zacatecas y Guanajuato, pasando entre las Alcaldías de Zacatecas y 

la de Sierra de Pinos. Finalmente, dentro de esta alcaldía estaba también el 

territorio de los actuales estados de Nuevo León y Tamaulipas, así como el 

sureste de Texas hasta el río de las Nueces.18 

 A lo anterior hay que añadir que los gobiernos de Coahuila y Texas no 

fueron asignados a ninguna intendencia. Esta omisión fue descubierta tras dos 

años de haber entrado en vigor la Ordenanza ante lo cual el virrey Revillagigedo 

mandó que los dos gobiernos antes mencionados fueran anexados a la 

Intendencia de San Luis Potosí.19 

 La Ordenanza daba a los intendentes funciones en cuatro causas: policía, 

justicia, hacienda y guerra. Para que llevasen a efecto todas estas tareas se les 

impuso la obligación de inspeccionar regularmente los negocios, mercados e 

instalaciones públicas de la capital, y el resto de la intendencia una vez al año.20 

 Entre las más importantes autoridades auxiliares se encontraban los 

subdelegados y los tenientes letrados. El nombramiento de éstos recaía en manos 

del intendente. A cada lugar en el que hubiese habido teniente de gobernador, 

corregidor o alcalde mayor, debía serle asignado como subdelegado un español 

que sería la autoridad en las cuatro causas. En cuanto al teniente letrado, era un 

abogado que ejercía la jurisdicción contenciosa civil y criminal. No obstante, el 

intendente de San Luis Potosí Díaz Salcedo, en una carta de 1790 dirigida al 

                                                           
18

 Ibid., p.64. 
19

 Pietschman, Op.cit., pp.121-122. 
20

 Commons, Op.cit., p.13. 
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virrey Revillagigedo, señalaba que los subdelegados no le prestaban ayuda 

suficiente.21 

 Sea como fuere, desde 1787 hubo subdelegados en Guadalcázar, 

Ríoverde, Santa María del Río, Valle de San Francisco y Villa de los Valles. Un 

año antes se había establecido otro en Peñol Blanco.22 

 Sin duda la alcaldía más influyente era la correspondiente a la ciudad de 

San Luis Potosí. El puesto de alcalde mayor lo ocupaba el intendente en turno, 

bajo el cual se encontraba un asesor teniente letrado. Además, había un 

ayuntamiento integrado por tres alcaldes ordinarios: de primer voto, de segundo 

voto y de la mesta. Generalmente, había ocho regidores y dos ministros, aunque 

el número de unos y otros varió durante el periodo de 1787 a 1810.23 

Cuando la Ordenanza llegó a Nueva España había allí un nuevo virrey interino, el 

arzobispo Alonso Nuñez de Haro a quien correspondió ya en 1787 dar posesión al 

nuevo intendente general Fernando José Mangino y luego a los intendentes de 

provincia. 

 La muerte de Gálvez en 1787, seguida al año siguiente por la del mismo rey 

Carlos III privó a la reforma de intendencias de sus impulsores principales. Esto se 

dio en el momento en que empezaba a tomar cuerpo la oposición señalando las 

imperfecciones reales o supuestas del nuevo sistema. 

 Debido a ello los sucesores de Gálvez se apegaron a las exigencias de sus 

opositores mutilándola en algunos aspectos claves con lo cual lograron hacer la 

                                                           
21

 Ibid., p.164. 
22

 Meade, Joaquín, Historia de Valles. Monografía de la Huasteca Potosina, San Luis Potosí, 
Sociedad Potosina de Estudios Históricos, 1970, p.89. 
23

 Meade Joaquín, El nobilísimo y muy ilustre Ayuntamiento de San Luis Potosí y concejos que lo 
precedieron, 1592-1971, San Luis Potosí, Sociedad Potosina de Estudios Históricos, 1971, s/p. 
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intendencia más tolerable pero también menos eficaz. En este contexto es que se 

desarrolló la última Ordenanza de intendentes de 1803, pero que no llegó a tener 

verdadera vigencia.24 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
24

 Navarro García, Luis, Las Reformas Borbónicas en América. El plan de Intendencias y su 
aplicación, España, Universidad de Sevilla, 1995, pp.94-95. 
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INTENDENCIA DE SAN LUIS POTOSI 

La intendencia de San Luis Potosí era la más extensa del virreinato. La dimensión 

del territorio que abarcaba había provocado que su gobierno se estableciera de 

una manera compleja. La intendencia de San Luis incluía parte de las Provincias 

Internas de Oriente, de las cuales dos dependían del virreinato y las otras dos de 

la Comandancia General de Oriente. 

 El barón Alejandro Von Humboldt lo explica de la siguiente manera: 

No se debe olvidar que la intendencia de San Luis no está directamente sometida al virrey 

sino por León, Santander y los distritos vecinos de su residencia, de Charcas, Catorce y 

Altamira. Los gobiernos de Coahuila y de Texas también forman parte de la intendencia 

de San Luis Potosí; pero pertenecen directamente a la Comandancia General de 

Chihuahua.25 

 La provincia de San Luis se extendía desde el río Pánuco hasta el de 

Santander y comprendía las importantes minas de Charcas, Potosí, Ramos y 

Catorce, las provincias internas del virreinato: el nuevo Reino de León y la Colonia 

del Nuevo Santander y las provincias internas de la Comandancia General de 

Oriente: la provincia de Coahuila y la provincia de Texas.26 

 El territorio en sí que abarcaba la Intendencia es el que corresponde al 

actual estado de San Luis Potosí, además de una parte del sureste de Zacatecas, 

de forma tal que dividía la Intendencia de Zacatecas en dos porciones. 

Igualmente, ocupaba una pequeña porción del sur del actual estado de 

                                                           
25

 Humboldt, Alejandro de, Ensayo Político sobre el reino de la Nueva España, México, Ed. Porrúa, 
1991, p.102. 
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Tamaulipas, una parte de Veracruz hasta el río Pánuco, y un fragmento del 

noreste del estado de Querétaro, limitaba al norte con Nuevo León y Tamaulipas; 

al sur con las Intendencias de Guanajuato y México; al oeste con la Intendencia de 

Zacatecas y al oriente con la de Veracruz.27 (Ver mapa 6). 

Mapa 5. Intendencia de San Luis Potosí 

 

 

 

 

                                                                                                                                                                                 
26

 Monroy Castillo, Ma. Isabel y Tomás Calvillo Unna, Breve Historia de San Luis Potosí, México, 
Fondo de Cultura Económica - El Colegio de México, México, 1997, p.139. 
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 A partir de que tomó posesión de su puesto el primer intendente, el 25 de 

octubre de 1787, la conformación del cabildo potosino fue la siguiente: Intendente, 

Teniente letrado asesor, Alcaldes ordinarios, Regidores, y Ministros. Para 1813 el 

intendente era corregidor y se le conoció también como intendente y jefe político. 

Este puesto desapareció en 1823, siendo sustituido por un jefe político, y más 

tarde, por cierto, sería el primer gobernador del Estado de San Luis Potosí.28 

 En 1787 Bruno Díaz Salcedo había sido asignado como intendente; como 

contador y tesoreros, "los de aquellas cajas", y Vicente Bernabeu como teniente 

letrado y asesor ordinario. Bruno Díaz Salcedo murió a mediados de 1799, por lo 

cual Bernabeu se hizo cargo de la Intendencia hasta el año de 1800. De 21 de 

agosto de 1801 al 22 de noviembre de 1803 tomó el puesto Onésimo Durán, quien 

fue seguido de Manuel de Ampudia, mismo que ejerció desde 1803 hasta el 3 de 

diciembre de 1804, cuando se ausentó con licencia por enfermedad. Lo sustituyó 

el teniente letrado José Ignacio Vélez hasta el 21 de febrero de 1809; de 1809 al 

28 de marzo de 1810 ocupó el puesto José Manuel Ruíz de Aguirre. Enseguida 

tomó posesión Manuel Jacinto de Acevedo.29 

 Sin embargo la elite tradicional comprendieron que la organización por 

intendencias de la Nueva España les representaba una amenaza, pues por 

ejemplo, los corregidores perdieron sus puestos. Por ello intentaron apoderarse de 

                                                                                                                                                                                 
27

 Commons, Op.cit., p.170. 
28

 Motilla Martínez, Jesús, La administración pública en la ciudad de San Luis Potosí a finales del 
siglo XVIII y principios de XIX, San Luis Potosí, H. Ayuntamiento de la ciudad de San Luis Potosí, 
1992, p.53 y 65. 
 
 
29

 Ibid., p.65. 
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los nuevos espacios políticos que habían sido abiertos por las reformas, es decir, 

trataron de controlar los cabildos, las milicias y los cargos de poder.30 

 De tal forma, en San Luis Potosí el intendente y el teniente letrado asesor 

se vieron afectados en lo político, pues la oligarquía potosina, que incluía a 

miembros del cabildo, abierta o discretamente trabajaba para desacreditarlos.31 

 Incluso había existido oposición a la creación de la Intendencia. En 1792 el 

intendente Bruno Díaz de Salcedo informó que muchos de los habitantes de su 

provincia veían las medidas de la Intendencia con desconfianza y hasta con 

rechazo, además de que algunos burgueses de la capital, que antes codiciaban el 

cargo de alcaldes mayores, le manifestaban un gran odio.32Cabe señalar que su 

puesto así como el de teniente letrado y asesor habían sido designados desde 

España. Cuando en 1799 Vicente Bernabeu reemplazó en el puesto a Díaz de 

Salcedo, fue hostigado abiertamente por Félix María Calleja y finalmente 

destituido.33Calleja era el segundo brigadier de los Reales ejércitos, subinspector y 

Comandante de la Décima brigada de milicias. Además tenía muy buenas 

relaciones con la elite potosina al punto que en 1807 contraería matrimonio con 

Francisca de la Gándara, hija de Manuel Jerónimo de la Gándara, rico hacendado. 

 Calleja encabezó las quejas que don Silvestre López Portillo, Estanislao 

Esnaurrizar y Toribio Cortina, todos miembros del cabildo, tenían contra Bernabeu. 

En 1802 se formó un comunicado que se envió al virrey. En este escrito se 

manifestaban diversas inconformidades con Bernabeu, y fue firmado por 

                                                           
30

 Carmagnani, Marcello, Territorios, provincias y estados: las transformaciones de los espacios 
políticos en México, 1750-1850, en Josefina Zoraida Vázquez coord., La formación del Estado 
Mexicano, México, Nueva Imagen, 1994, p.52. 
31

 Motilla, Op. cit., p.117. 
32

 Pietschamn, Op. cit., p.258. 
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miembros de ricas familias potosinas como Manuel de la Gándara, Juan de 

Gorriño -padre de Manuel María de Gorriño y Arduengo-, Manuel Silvestre del 

Conde, Lorenzo Montoya, José de Herrera y otros.34 

 Es importante señalar que en la ciudad de San Luis Potosí, estaba bien 

identificada la clase económicamente poderosa, la que fundaba su poder por el 

control de la minería, agricultura y comercio. Además, era común que estuvieran 

emparentados entre sí o coincidieran en negocios. Entre los mineros estaba Luis 

Vélez de las Cuevas. 

 Los hacendados formaban un grupo poderoso entre ellos estaban Manuel 

de la Gándara, Juan de Gorriño, Felipe Guillen, Juan de Mora y Luna, Angel Prieto 

de la Maza, José Serna, Antonio Arduengo, Silvestre López Portillo, Juan Gordoa, 

Manuel Díaz de León, José Florencio Barragán, entre otros. Como se aprecia, 

eran muchas las fuerzas o factores reales de poder que tenían influencia en la 

capital de la Intendencia potosina.35 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                                                                                                                                                 
33

 Motilla, Op.cit., p.118. 
34

 Ibid., p.119. 
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LA DIPUTACION PROVINCIAL DE SAN LUIS POTOSI 

 

La Diputación Provincial del mundo español fue resultado de los debates de las 

Cortes de Cádiz y fue institucionalizada a través de la Constitución de 1812. Junto 

con los ayuntamientos constitucionales establecieron por primera vez en territorio 

americano una nueva práctica política que desembocó en el primer sistema de 

representación para cargos públicos y de gobierno. 

 Sin embargo la Comisión que redactó la Constitución gaditana se encargó 

de limitar en lo posible el establecimiento de dichas entidades en América, los 

españoles peninsulares idearon una fórmula para dicho fin. Propusieron que se 

estableciesen diputaciones provinciales únicamente en aquellas provincias de 

ultramar nombradas de modo expreso en el artículo 10º del proyecto de 

Constitución. 

 En él, se enumera la división de la nación española, señalando 

individualmente a cada provincia peninsular, pero incluyendo a las americanas de 

forma conjunta y con base a un carácter de división territorial más general. 

 Según el artículo, la América septentrional estaba distribuida en seis 

regiones o divisiones: Nueva España, Nueva Galicia, Yucatán, las Provincias 

Internas de Oriente, las Provincias Internas de Occidente y Guatemala.36 

 Se autorizaron así seis diputaciones provinciales: dos en la Nueva España 

(una en la capital de las provincias o intendencias de México, Veracruz, Puebla, 

Oaxaca, Michoacán, Querétaro y Tlaxcala); y otra en San Luis Potosí (de las 

                                                                                                                                                                                 
35

 Ibid., p.92. 
36

 Tena Ramírez, Op.cit., p.61. 
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provincias o intendencias de San Luis Potosí y Guanajuato); una en Guadalajara 

de la Nueva Galicia y Zacatecas; una en Mérida, de las provincias de Yucatán, 

Tabasco y Campeche; una en Monterrey, de las Provincias Internas de Oriente 

(Nuevo León, Coahuila, Nuevo Santander y Texas); y una en Durango, de las 

Provincias Internas de Occidente (Chihuahua, Sonora, Sinaloa y las Californias). 

Asimismo la Constitución declaró a cada diputación políticamente independiente 

de las demás. 

 Esta división territorial no correspondía a la compleja realidad de los 

sistemas administrativos y judiciales en América, y mucho menos al número de 

provincias existentes que eran tan vastas como distintas. 

Dentro de la intendencia de San Luis Potosí se encontraba la provincia de 

San Luis Potosí propiamente dicha y abarcaba las jurisdicciones siguientes: la 

ciudad de San Luis Potosí que incluía: pueblo de Tlaxcalilla, pueblo de San 

Cristóbal Montecillo, Congregación de la Soledad de los Ranchos, pueblo de San 

Sebastián, Real de San Francisco de Pozos, San Miguel Mexquitic, barrio de San 

Miguel, barrio de Santiago del Río, barrio de Tequisquiapan y barrio de San Juan 

de Guadalupe.  

También las Salinas del Peñón Blanco que incluían: el pueblo de Santa 

María del Peñón Blanco. Santa María del Río que incluía: pueblo de Santa María 

del Río, pueblo de San Nicolás de Tierranueva y Valle de San Francisco. La 

jurisdicción de Venado: pueblo del Venado, y el pueblo de San Jerónimo Agua 

Hedionda. 

Y por último la jurisdicción de Villa de Valles que comprendía: pueblo de 

San Miguel Tancanhuitz, pueblo de San Antonio Tantzununtzen, pueblo de Santa 
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Ana Tanlajás, pueblo de San Francisco Cuayalab, pueblo de Santiago del Taquín, 

villa de Santiago de los Valles y Oxitipa, misión de San Nicolás de los Montes, 

pueblo de la Purísima Concepción del Valle del Maíz, pueblo de Santiago 

Tampamolón, pueblo de Nuestra Señora de la Asunción de Tampacán, pueblo de 

San Martín Chalchicuautla, pueblo de San Juan Bautista Tamazunchale, pueblo 

de Santa Catarina de Axtla, pueblo de San Juan Bautista Coxcatlán, pueblo de 

San Agustín de Xilitla, pueblo de San Diego Huehuetlán, pueblo de San Miguel 

Aquismón, misión de San Miguel Tamapache, misión de San Francisco La Palma, 

misión de Santa María Acapulco, misión de San Pedro Tanlaqu, y misión de San 

Antonio Guayabos.37 

Las diputaciones provinciales solo podían establecerse en cada una de las 

provincias expresamente designadas en el artículo 10º de la Constitución, más 

una adicional en Nueva España que era la de San Luis Potosí a la cual se 

agregaba la de Guanajuato. 

Hasta que se hiciese la nueva división de las provincias, no se 

establecerían diputaciones provinciales en todas las que eligiesen diputados a 

Cortes; de ahí que los miembros de esas diputaciones provinciales tuviesen que 

ser electos en las capitales de las provincias que compusieran la jurisdicción de 

cada diputación. 

Si el número de provincias fuese menor que siete, cada provincia elegiría 

un diputado y, después, comenzando por la más populosa, cada provincia elegiría 

uno más, y así sucesivamente, hasta completar el número requerido. 
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 Monroy, Ma. Isabel, Pueblos, Misiones y Presidios de la Intendencia de San Luis Potosí, Archivo 
Histórico del Estado, México, 1991, p.5 y 6. 
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Ahora bien, si el número de provincias fuese mayor que siete, para el primer 

bienio correspondería elegir a un diputado a las siete provincias con mayor 

población; en el segundo bienio, correspondería a las que no lo hubiesen hecho 

anteriormente, en el orden decreciente de su población, y así alternarían 

sucesivamente; teniéndose entendido, no obstante, que esta regla no regiría con 

la o las provincias cuyo número de habitantes excediese, al menos en la mitad, a 

la de menor población, en cuyo caso, las provincias más pobladas tendrían 

siempre el privilegio de elegir un diputado. 

Todos los partidos se turnarían en la elección de miembros de la diputación 

provincial, excepto en el caso del partido de la capital, que siempre tendría un 

diputado en ese cuerpo.38 

Por ello quedaron bajo la misma jurisdicción para la diputación provincial  

San Luis Potosí y Guanajuato. Se autorizó a la intendencia de San Luis Potosí 

para que nombrase tres diputados y un suplente a la de Guanajuato por su más 

numerosa población, para elegir cuatro diputados y dos suplentes a la Diputación 

provincial de San Luis Potosí, que tendría jurisdicción sobre esas dos provincias.39 

 

  

 

 

 

                                                                                                                                                                                 

 
38

 Ibid., pp. 34-35. 
39

 Benson, Nettie Lee, La Diputación Provincial y el Fedderalismo Mexicano, México, El Colegio de 
México – Universidad Nacional Autónoma de México, 1994, p.43. 
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A MANERA DE CONCLUSION. 

Como ya se pudo constatar la división del territorio novohispano era sumamente 

compleja. A pesar de las diferentes divisiones territoriales que se implementaron 

en los años de 1776 a 1804, definitivamente la que causó uno de los mayores 

impactos fue el establecimiento del sistema de Intendencias. 

 El sistema de intendencias vino a trastocar las estructuras políticas vigentes 

hasta entonces que de alguna manera resultaban armónicas. Para el caso de la 

región de San Luis, dicho establecimiento vino a poner de manifiesto a las familias 

que tenían de facto el control económico de la región a través de la inconformidad 

que presentaron ante los intendentes.  

 Por otro lado al ver afectados sus intereses comenzó a surgir ese 

“sentimiento” de rechazo por las designaciones directas de la península para los 

cargos de gobierno más relevantes, lo cual, a pesar de ello se hacía más atractivo 

ocupar los espacios que quedaban para ellos como por ejemplo como miembros 

del cabildo, para de esta manera seguir en la pugna por el control de sus 

intereses.  

 Aunado a ello las diferentes divisiones territoriales, las Comandancias y 

posteriormente las Provincias internas (Oriente y Occidente) generaban una gran 

confusión que permitía que no se tuviera claridad real por parte de la península en 

cuanto a la nomenclatura de las divisiones territoriales como provincia, reino, 

colonia, partido, gobernación, corregimiento, alcaldía mayor, etc; en sus territorios 

ultramarinos, lo cual afectó disposiciones por parte de la corona española.  

 Un ejemplo de ello fue el establecimiento de una de las instituciones de 

carácter representativo en América: la Diputación Provincial, que para el caso de 
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San Luis Potosí, el hecho de que parte de las provincias internas (manifestadas en 

el artículo 10 de la Constitución de Cádiz) en las cuales se permitía el 

establecimiento de diputación provincial estuvieran insertas en la Intendencia 

potosina, provocó que en San Luis hubiera diputación provincial.  

 En esta lógica podemos afirmar que la división territorial de San Luis Potosí 

en Intendencia y la extensión que abarcó fueran elementos fundamentales (más el 

factor poblacional), para el establecimiento de la diputación provincial en esta 

región. 

 Ello sin duda marcaría los derroteros que tendría en años posteriores la 

experiencia de nuevas prácticas políticas bajo los dos periodos constitucionales 

españoles al abrirse nuevos espacios de participación política: los ayuntamientos 

constitucionales y las diputaciones provinciales. Oportunidad que la elite de la 

región pronto sabría capitalizar y que serían elementos pioneros en la 

consolidación del poder regional que lograron obtener hasta la consumación de la 

independencia en 1821.  
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Capítulo II. La concepción de América en la Constitución 

española de 1812 

 

La situación administrativa y la división territorial establecida en América y en 

Nueva España como se  vio en el capítulo primero era sumamente compleja. Si 

para la mayoría de los novohispanos resultaba complicada su forma de gobierno 

la concepción que se tenía en la España peninsular de ella resultaba aún más. 

 Esto afectó directamente las disposiciones que se plasmaron en la 

Constitución de la Monarquía española de 1812, ya que a pesar de que 

participaron americanos en su elaboración la mayoría de los diputados que 

compusieron la junta para su redacción eran españoles peninsulares que no 

sabían a ciencia cierta la complejidad de los territorios americanos. 

 Así se suscitaron dos hechos de gran importancia, primero la participación 

de los americanos en un escenario político nuevo que implicaba establecer las 

bases de gobierno para todo el imperio español y segundo, que dicha situación se 

realizara en un ámbito en el que la mayoría de los que tuvieron esta 

responsabilidad no conocieran la realidad de América. 

 La intención de este capítulo es la de presentar América en la concepción 

española peninsular plasmada en la Constitución de la monarquía española de 

1812. Dicho ejercicio resulta indispensable para entender la manera en que la 

España peninsular concebía sus territorios ultramarinos y, por ende, las 

disposiciones que tomó y sus efectos en América. 
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Para ello he dividido el capítulo en cinco apartados. En el primero llamado 

contexto hago un recuento de los acontecimientos más relevantes en los cuales se 

insertó la producción del texto gaditano. En el segundo abordo lo referente a los 

problemas de representación, identidad y ciudadanía, la manera en que se 

plasmó; en este esfuerzo por construir un estado incluyente de sus territorios 

ultramarinos. 

 En el tercero apartado me aboco a los problemas concernientes a la nueva 

soberanía implantada por la Constitución de la Monarquía española, la cual 

residiría ahora en la nación española a través de sus representantes, los 

diputados. 

 En el cuarto apartado hago referencia al problema de reconocimiento de 

América por parte de los peninsulares, en ella describo de manera breve el 

número desigual de representación que se acordó en la reunión de las Cortes.  

 En el quinto abordo las funciones de gobierno y el establecimiento de las 

instituciones de gobierno representativas del constitucionalismo español: los 

ayuntamientos constitucionales y las diputaciones provinciales, haciendo hincapié 

en las funciones y estructura de ésta última.  
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CONTEXTO 

En 1807 Napoleón había sido autorizado a cruzar por España con el fin de ocupar 

Portugal. Una vez que sus fuerzas entraron al país, el emperador de los franceses 

decidió sustituir a los Borbones españoles. Utilizando como excusa la disputa en 

torno a la Corona española, Bonaparte atrajo a Francia a la familia real y allí la 

obligó a abdicar en su favor. Posteriormente otorgó a su hermano José el trono de 

España.  

Aunque las autoridades españolas, la burocracia imperial, la nobleza, el 

clero y el ejército aceptaron en principio a José Bonaparte como rey de España, el 

pueblo no lo hizo. El 2 de mayo de 1808 el pueblo de Madrid se levantó en contra 

de los franceses, iniciativa que fue seguida a lo largo de toda España. Estos actos 

dieron principio a una serie de acontecimientos políticos y militares que 

transformaron todo el mundo español.1 

Con la explosión juntera2 que se dio a partir de los acontecimientos 

suscitados en 1808 provocados por la invasión francesa se hizo indispensable 

conjuntar esfuerzos para mantener una autoridad legítima tanto en la península 

como en los territorios ultramarinos del imperio para enfrentar los embates de la 

guerra. 

                                                           
1
 Rodríguez O., Jaime E., La independencia de la América española, México, Fondo de Cultura 

Económica – El Colegio de México, 1996, pp. 72-73. 
2
 El término explosión juntera fue acuñado por Manuel Chust para referirse a los levantamientos de 

los reinos españoles en contra de la imposición de José Bonaparte. 
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Las noticias de que Napoleón había tomado como rehenes a los reyes de 

España y colocado en el trono a su hermano José T. Bonaparte y sobre el 

subsecuente levantamiento de las juntas provinciales de España, llegaron a 

mediados de 1808 a la ciudad de México.  

 En busca de una solución a la situación por la que atravesaba el imperio 

español el 25 de septiembre de 1808 se estableció la Junta Central Suprema y 

Gubernativa del imperio  la cual estaba compuesta por diputados o miembros de 

las diversas juntas españolas que se rebelaron en contra del ejército de Napoleón 

y la cual fue reconocida en ambos hemisferios del imperio. La Junta Central 

estaba compuesta por 35 representantes de las juntas provinciales y el presidente 

era el conde de Floridablanca.3  

Tocó al virrey de la Nueva España Pedro de Garibay (en sustitución de 

José de Iturrigaray) reconocer al Gobierno Superior de España y las Indias 

establecido por las juntas españolas rebeldes para gobernar España y las Indias a 

través de dicha Suprema Junta Central de España y las Indias con sede en 

Sevilla.4 

La Suprema Junta Central de España y las Indias promulgó un decreto en nombre 

de Fernando VII en el que se estipulaba que ya no debía pensarse en las colonias 

de América como tales sino como partes integrales e iguales del imperio. La Junta 

decretaba que los virreinatos de Nueva España, Perú, Nueva Granada y Buenos 

Aires, así como las Capitanías generales independientes de Cuba, Puerto Rico, 

                                                           
3
 Chust, Manuel, La Cuestión nacional americana en las Cortes de Cádiz, Valencia, Biblioteca 

Historia Social, 1999, pp. 31-32. 
4
 Benson, Nettie Lee, La Diputación provincial y el Federalismo Mexicano, México, El Colegio de 

México – Universidad Nacional Autónoma de México, 1994, p. 14. 
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Guatemala y las provincias de Venezuela y Filipinas debían aplicar la resolución 

mediante la elección de un diputado que representara a su respectivo distrito ante 

la Junta Central (con sede en Sevilla). En el decreto se explicaba cómo debían 

llevarse a cabo las elecciones en cada territorio específico y se añadía que la 

Nueva España, incluidas sus Provincias Internas, debían elegir a un diputado a la 

Junta Central de España y las Indias.5 

El 4 de abril de 1809 Garibay promulgó el llamamiento para que el concejo 

municipal de la ciudad de México, capital de la Nueva España, el del partido de la 

Nueva España y cada capital de intendencia de ésta y de las Provincias Internas 

efectuaran dicha elección. Las elecciones fueron llevadas a cabo el 4 de octubre 

de 1809 por doce consejos municipales de las intendencias existentes y dos 

provincias adicionales: la de Querétaro y la de Tlaxcala, que habían protestado por 

su omisión. Miguel de Lardizábal y Uribe, de la provincia de Tlaxcala fue el 

triunfador en la vuelta final para representar a la Nueva España y a las Provincias 

Internas ante la Junta Central del Gobierno Superior de España y las Indias y tomó 

posesión inmediatamente, pues ya se encontraba en Sevilla cuando fue electo.  

Todos estos acontecimientos provocaron una crisis juntera en la cual la 

mayoría pretendía reclamar para sí la soberanía. Por ese motivo la Junta Central 

decidió convocar una Regencia con el propósito de que ésta convocara a Cortes 

las cuales tendrían como objetivo principal desarrollar la forma en que se 

establecería el sistema de gobierno y de la administración pública ante la ausencia 

del monarca y en nombre de éste.  

                                                           
5
 Ibid., p. 15. 
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Así a finales de 1809, la Junta Central, que había estado discutiendo la 

convocatoria de unas Cortes, huyó a la isla de León, Cádiz ante los ejércitos 

franceses que amenazaban Sevilla. La Regencia convocada entró en posesión de 

su cargo el 31 de enero de 1810. En febrero, en medio de una gran confusión y 

temor, la Junta nombró una regencia de cinco miembros, incluido el conservador 

mexicano Miguel de Lardizábal y Uribe, con indicaciones para que convocara a 

una reunión de las Cortes españolas en septiembre de 1810 en la isla de León, en 

Cádiz.6 

 En ella se llamaba a todas las provincias españolas, incluyendo las de 

América a elegir diputados quienes deberían reunirse en España a la brevedad. 

Prevenía que cada provincia procediese a designar un diputado y que el 

nombramiento lo hiciese el ayuntamiento de la capital respectiva.7 El decreto, con 

las instrucciones para llevar a cabo las elecciones, llegó a la ciudad de México el 

16 de mayo de 1810 y fue publicado en el Diario Oficial el día 18 del mismo mes y 

año.  

 El procedimiento para la elección de diputados a Cortes era relativamente 

simple. Se estableció que cada consejo municipal de cada capital de las provincias 

debía reunirse y nombrar a tres hombres nativos de la provincia con las cualidades 

de integridad, talento y educación. Sus nombres debían ser colocados en un 

recipiente del que debía sacarse uno. El hombre cuyo nombre fuese sacado sería 

el diputado (por la provincia correspondiente) a las Cortes de España.8 Entonces, 

                                                           
6
 Idem.  

7
 Carmagnani, Marcello, Territorios, Provincias y Estados: las transformaciones de los espacios 

políticos en México, 1750-1850, en Josefina Vázquez Coord., La Formación del Estado Mexicano, 
México, Ed. Nueva Imagen, 1994, pp. 39-73. 
8
 Benson, Op.cit., p.16. 
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el concejo municipal debía certificar la elección y dar indicaciones al diputado 

sobre los asuntos que presentaría ante las Cortes. 

En mayo de 1810, actuando con la autoridad del virrey, la Audiencia de 

México ordenó que sin demora alguna efectuaran las elecciones los concejos 

municipales de las capitales de las provincias o intendencias de la Nueva España: 

México, Puebla, Veracruz, Yucatán, Oaxaca, Michoacán, Guanajuato, San Luis 

Potosí, Guadalajara, Zacatecas, Tabasco, Querétaro, Tlaxcala, Nuevo León y 

Nuevo Santander; y en todas ellas se llevaron a cabo. 

El comandante general Nemesio Salcedo de las provincias internas, recibió 

el mismo decreto y notificó a las provincias de su jurisdicción que llevaran a cabo 

inmediatamente las elecciones, mismas que fueron realizadas con entusiasmo por 

las provincias de Coahuila, Sonora y Sinaloa, Chihuahua, Durango, Nuevo México 

y Texas.9 

La instalación de las Cortes generales extraordinarias se verificó el 23 de 

septiembre de 1810 en la Real isla de León (ocho días después del inicio del 

movimiento insurgente en Dolores Hidalgo, en el virreinato de la Nueva España 

encabezado por el cura criollo Miguel Hidalgo y Costilla).  

Las celebraciones previas y solemnidades que se llevaron a cabo antes del 

juramento de los diputados revistieron la importancia del acontecimiento para el 

imperio español; así después de una misa de Espíritu Santo que acordó el 

Consejo de Regencia celebrada por el pontifical Cardenal de Sacala, Arzobispo de 

Toledo, las Cortes generales extraordinarias quedaron conformadas por los 

siguientes integrantes representantes de las provincias libres y suplentes por las 
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provincias ocupadas: D. Benito Ramón de Hermida diputado por el reino de 

Galicia, el Marqués de Villafranca, por el de Murcia, D. Felipe Amat por el 

principado de Cataluña, D. Antonio Ontiveros por la provincia de Extremadura, D. 

Ramón Povér por la isla de Puerto Rico, D. Ramón Sans por la ciudad de 

Barcelona, D. Juan Valle por Cataluña, D. Plácido de Montolni por la ciudad de 

Tarragona, D. Josef Alonso y López por la Junta Superior de Galicia, D. Josef 

María Suárez de Rioboo por la provincia de Santiago, D. Josef Cerero por la de 

Cádiz, D. Manuel Ros por la de Santiago, D. Francisco Papiol por Cataluña, D. 

Pedro María Rie por la Junta Superior de Aragón, D. Antonio Abadin y Guerra por 

la provincia de Mondoñedo, D. Antonio Payán por la de Coruña, D. Juan Bernardo 

Quiroga por la de Orense, D. Josef Ramón Becerra y Llamas por la de Lugo, D. 

Pedro Rivera y Pardo por la de Betanzos, D. Luis Rodríguez del Monte por la de 

Betanzos, D. Antonio Vázquez de Parga por la de Lugo, D. Manuel Valcárcel por 

la de Lugo, D. Francisco Morrós por Cataluña, D. Josef Vega y Sentmenat por la 

ciudad de Cervera, D. Félix Aytés por Cataluña, D. Ramón Urgés por Cataluña, D. 

Salvador Viñals por Cataluña, D. Jaime Creus por Cataluña, D. Ramón de Lledós 

por Cataluña, D. Josef Castellarnau por Cataluña, D. Antonio María de Parga por 

la provincia de Santiago, D. Francisco Pardo por la provincia de Santiago, D. 

Vicente Terrero por la de Cádiz, D. Francisco María Riesco por la Junta Superior 

de Extremadura, D. Gregorio Laguna por la ciudad de Badajoz, D. Vicente de 

Castro Lavandeyra por la provincia de Santiago, D. Domingo García Quintana por 

la de Lugo, D. Andrés Morales de los Ríos por la ciudad de Cádiz, D. Antonio 

Llaneras por la isla de Mallorca, D. Ramón Lázaro de Dou por Cataluña, D. Alonso 

                                                                                                                                                                                 
9
 Benson, Op. Cit., p. 16. 
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María de la Vera y Pantoja por la ciudad de Mérida, D. Antonio Capmany por 

Cataluña, D. José María Herrera por Extremadura, D. Manuel María Martínez por 

Extremadura, D. Alfonso Nuñez de Haro por la provincia de Cuenca, D. Pedro 

Antonio Aguirre por la Junta Superior de Cádiz, D. Joaquín Teneyro Montenegro 

por la provincia de Santiago, D. Benito María Mosquera por la ciudad de Tuy, D. 

Agustín Rodríguez Bahamonde por la de Tuy, D. Francisco Calvet y Rivacoba por 

la ciudad de Geróna, D. Josef Salvador López del Plan por la ciudad de Coruña, 

D. Josef María Couto, suplente por Nueva España, D. Francisco Munilla suplente 

por Nueva España, D. Andrés Savariego suplente por Nueva España, D. Salvador 

S. Martin suplente por Nueva España, D. Octaviano Obregón suplente por Nueva 

España, D. Máximo Maldonado suplente por Nueva España, D. Josef María 

Gutiérrez de Terán suplente por Nueva España, D. Pedro Tagle suplente por 

Filipinas, D. Josef Manuel Couto suplente por Filipinas, D. Josef Calcedo suplente 

por el virreinato de Santa Fé, Marqués de San Felipe y Santiago suplente por la 

isla de Cuba, D. Joaquín Santa Cruz suplente por la isla de Cuba, Marqués de 

Puñoenrostro, suplente por Santa Fé, D. Josef Mejía suplente por Santa Fé, D. 

Dionisio Inca Yupanqui suplente por el virreinato del Perú, D. Vicente Morales 

suplente por el virreinato del Perú, D. Ramón Feliu suplente por el virreinato del 

Perú, D. Antonio Suazo suplente por el virreinato del Perú, D. Joaquín Leyva 

suplente por Chile, D. Miguel Riesco suplente por Chile, D. Francisco López 

Lisperguer suplente por el virreinato de Buenos Aires, D. Luis Velasco suplente 

por el virreinato de Buenos Aires, D. Manuel Rodrigo suplente por el virreinato de 

Buenos Aires, D. Andrés de Llano suplente por Guatemala, D. Manuel de Llano 

suplente por Guatemala, D. Josef Alvarez de Toledo suplente por la isla de Santo 
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Domingo, D. Agustín Arguelles suplente por el principado de Asturias, D. Rafael 

Manglano suplente por la provincia de Toledo, D. Antonio Vázquez de Aldana 

suplente por la de Toro, D. Manuel Arostegui suplente por la de Avva, D. Francisco 

Gutiérrez de la Huerta suplente por la de Burgos, D. Juan Gallego suplente por la 

de Zamora, D. Josef Valcárcel suplente por la de Salamanca, D. Josef Zoraquin 

suplente por la de Madrid, D. Manuel García Herreros suplente por la de Soria, D. 

Josef de Cea suplente por la de Córdova, D. Juan Clímaco Quintano suplente por 

la de Palencia, D. Jerónimo Ruíz suplente por la de Segovia, D. Francisco de la 

Serna suplente por la de Avila, D. Francisco Eguía suplente por el señorío de 

Vizcaya, D. Evaristo Pérez de Castro suplente por la provincia de Valladolid, D. 

Domingo Dueñas suplente por la de Granada, D. Francisco de Sales Rodríguez de 

Bárcena suplente por la de Sevilla, D. Francisco Escudero suplente por la de 

Navarra, D. Francisco González suplente por la de Jaen, D. Esteban Palacios 

suplente por la de Caracas, D. Fermin de Clemente suplente por Caracas y D. 

Francisco Fernández Gofin diputado por Extremadura.10 

Un día después el 24 de septiembre de 1810 el Consejo de Regencia 

estipuló que los diputados que compusieron las Cortes representaban a la Nación 

Española, asimismo se reservaron el poder Legislativo para ellas en toda su 

extensión.  

 

 

                                                           
10

 AHSLP, Fondo de Ayuntamiento 1811, Libro de Acuerdos del Ayuntamiento año de 1811, 
Bando.  
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Por otro lado se estipuló que los individuos que componían el Consejo de 

Regencia ejercerían el poder ejecutivo. También se confirmó a todos los tribunales 

y justicias establecidos en el reino para que continuaran administrando justicia 

según las leyes.  

Por último se declaró que: “las personas de los Diputados son inviolables, y 

que no se puede intentar por ninguna autoridad ni persona particular cosa alguna 

contra los Diputados, sino en los términos que se establezcan  en el Reglamento 

General que va a formarse, y a cuyo efecto se nombrará una comisión”. 11 

 A estas Cortes se les conoce como las Cortes de Cádiz y en este primer 

periodo realizaron labores hasta 1813. Estas comenzaron a sesionar con la 

presencia de diputados americanos entre ellas ocupando puestos de prestigio y 

colaborando en la elaboración de la Constitución española de 1812. 

 La Constitución que expidieron las Cortes de Cádiz jurada en España el 19 

de marzo de 1812  lo fue en Nueva España  el 30 de septiembre del mismo año. A 

pesar de que su vigencia solo duró hasta mayo de 1814 debido a que el rey 

Fernando VII la derogó, fue restablecida en 1820. Los cambios que presentó dicha 

constitución tuvieron un impacto relevante en el territorio americano. 

 El propósito de este apartado es el de realizar un análisis grosso modo de 

la concepción de América en la Constitución gaditana, así como establecer las 

funciones que tendría una de las instituciones contempladas en ella: la diputación 

provincial. Por primera vez se tomó en cuenta a representantes novohispanos 

para legislar acerca de todo el imperio español. En los debates de las Cortes 

                                                           
11

 Idem. 
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dichos diputados plasmaron parte de la realidad americana en el marco de la 

construcción de un estado español. 

 La elaboración del texto constitucional de Cádiz se realizó en medio de 

varios procesos por los que atravesaba el imperio español en ese momento. Por 

un lado se enfrentaba a la revolución burguesa al interior de la península, por otro, 

a la invasión francesa y a los movimientos insurgentes en América. 

 Los debates de la constitución empezaron el 25 de agosto de 1811. Para 

ello se formó una comisión llamada así de "Constitución", la cual presentó el 

proyecto al resto de la Cámara para discusión. La comisión se formó por quince 

diputados de los cuales diez de ellos eran peninsulares y cinco americanos.12 

Los diputados por América fueron: Francisco Fernández de Leiva, diputado 

por Chile y alcalde del Crimen de la Audiencia de Lima; Antonio Joaquín Pérez, 

diputado por Puebla de los Angeles y canónigo magistral y secretario de Cámara; 

Vicente Morales Suárez, diputado suplente por Perú y abogado, catedrático y 

alcalde del Crimen de la Audiencia de Lima; Andrés Jáuregui, por la isla de Cuba 

que era teniente regidor y alguacil de La Habana y el abogado novohispano 

Mariano Mendiola, diputado por Querétaro.13 

A continuación presento los principales puntos que se debatieron para la 

elaboración del texto entre los diputados americanos y los peninsulares. 

 

 

 

                                                           
12

 Chust, Op.Cit., p. 127. 
13

 Ibid., p. 128. 



 43 

 PROBLEMAS DE REPRESENTACION, IDENTIDAD Y CIUDADANIA 

El primer problema suscitado en la elaboración de la constitución fue el de la 

definición de la Nación española, en el artículo 1º se señala, "La Nación española 

es la reunión de todos los españoles de ambos hemisferios".14 

 Dos puntos fueron esenciales para la discusión de dicho artículo. En su 

definición la nación la constituía la reunión de todos los españoles, esto en 

América suponía dejar de lado a toda la población de castas y más aún a la 

indígena. No paraba ahí el problema, en ese tiempo la población americana 

estaba calculada en unos 15 o 16 millones de habitantes, de los cuales 6 millones 

pertenecían a las castas y otros seis a los indígenas. 

 Para fines de representación en Cortes esto ocasionaba un gran problema, 

ya que dicha representación se sustentaba en una cuestión poblacional. Por otra 

parte el término "españoles" daba cabida a un solo tipo de nacionalismo, en este 

caso el español, lo cual no respondía a las aspiraciones novohispanas que al 

interior de sus territorios eran tan distintas como vastas.15 

 La solución se encontró de momento en al artículo 5º en su primer apartado 

al definir quienes eran españoles, "Son españoles: Todos los hombres libres 

nacidos y avecindados en los dominios de las Españas y los hijos de éstos".16Sin 

embargo el problema se volvería a plantear cuando se estableció la categoría de 

ciudadanos. 

                                                           
14

 Tena Ramírez, Felipe, Constitución Política de la Monarquía Española, en Leyes Fundamentales 
de México, 1808-1997, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1997, p. 60. 
15

 Chust, Op. Cit., p. 133. 
16

 Tena, Op. Cit., p. 60. 
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 En el capítulo IV referente a la calidad de ciudadanos españoles se plasmó 

una omisión de manera muy clara, la de las castas. El artículo 18º dice "son 

ciudadanos aquellos españoles que por ambas líneas traen su origen de los 

dominios españoles de ambos hemisferios, y están avecindados en cualquier 

pueblo de los mismos dominios". De esta manera quedaban fuera las castas ya 

que éstas suponían una mezcla con los africanos. 

 Sin embargo esta exclusión de castas, suscitó un debate importante en las 

Cortes. Dicha exclusión no solamente afectaba al número de representantes de 

diputados por América, la cual siguiendo una cuestión censual llegaría el momento 

en que superaría a la peninsular. Sino que también quedó fuera su participación 

en los puestos de representación y cargos públicos. 

 En el artículo 22º se estableció una división entre derechos civiles y 

políticos para señalar la frontera entre españoles y ciudadanos, decía: 

"A los españoles que por cualquier línea son habidos y reputados por originarios del 

Africa, les queda abierta la puerta de la virtud y del merecimiento para ser ciudadanos: en 

su consecuencia, las Cortes concederán carta de ciudadano a los que hicieren servicios 

calificados a la patria, o a los que se distingan por su talento, aplicación y conducta, con la 

condición de que sean hijos de legítimo matrimonio de padres ingenuos, de que estén 

casados con mujer ingenua, y avecindados en los dominios de las Españas, y de que 

ejerzan alguna profesión, oficio o industria útil con un capital propio".17 

 El siguiente artículo el 23º señala: "sólo los que sean ciudadanos podrán 

obtener empleos municipales, y elegir para ellos en los casos señalados por la 

                                                           
17

 Tena, Op. Cit., p. 63. La cursiva es mía. 
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ley".18Con estas condicionantes una gran parte de las castas en América quedaba 

excluida de los cargos públicos, ya que condicionaba cualquier mezcla con 

originarios de África. Con razón señala Chust, que se estaba conformando una 

clase política, en la cual las castas quedaban fuera al igual que de la base de la 

representación nacional.19 

 Dicha representación nacional se estableció que fuera la misma para 

ambos hemisferios y se sustentó en el aspecto poblacional en el artículo 29º, "esta 

base es la población, compuesta de los naturales que por ambas líneas sean 

originarios de los dominios españoles, y de aquellos que hayan obtenido de las 

Cortes carta de ciudadano..."20 

 En el artículo 31º se estableció que "por cada setenta mil almas de la 

población, compuesta como queda dicho en el artículo 29º, habrá un diputado de 

Cortes".21El artículo 33º decía que en el caso de las poblaciones que no superaran 

los sesenta mil habitantes, se unirían a la provincia más inmediata para completar 

el número propuesto de setenta mil. 

 En este caso la preocupación de los diputados americanos fue en este 

sentido. Según Chust, se basó en el temor a las rivalidades provinciales. Ellas 

tenían su justificación en los distintos intereses económicos y políticos de la clase 

dominante criolla por establecer un Estado centralista, federal, o incluso 

confederal.22Sin embargo el artículo fue aprobado con los requisitos ya expuestos. 
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 Idem.,  
19

 Chust, Op. Cit., p. 167. 
20

 Tena, Op. Cit., p. 64. 
21

 Idem. 
22

 Chust, Op. cit., p.176. 
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 Posteriormente se abordó lo referente al nombramiento de diputados de 

Cortes, para lo cual se estableció que se celebraran juntas electorales de 

parroquia, de partido y de provincia, así se reglamentaron las fases de las 

elecciones a realizar en cada una de ellas. En cuanto a la primera se abordó en el 

artículo 35º y subsecuentes hasta el 58º. 

 En ellos se establece el siguiente sistema. Las juntas electorales se 

componían de todos los ciudadanos avecindados y residentes en el territorio de la 

parroquia y comprendían los eclesiásticos seculares. En estas juntas se nombraba 

por cada doscientos vecinos un elector parroquial. En las parroquias cuyo número 

de vecinos no llegase a doscientos, con que tuviera ciento cincuenta, se nombraba 

ya un elector, y en aquellas en que no había este número, se reunían los vecinos 

a las de otra inmediata para nombrar el elector o electores correspondientes. 

 La junta parroquial elegía a pluralidad de votos, once compromisarios, para 

que éstos nombrasen el elector parroquial. Para ser nombrado elector parroquial 

se requería ser ciudadano, mayor de veinticinco años, vecino y residente en la 

parroquia.23 

 Las juntas electorales de partido, se componían a su vez de los electores 

parroquiales. Su fin era el de nombrar el elector o electores que habrían de 

concurrir a la capital de la provincia para elegir los diputados a Cortes. Para ser 

elector de partido se requería ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos, 

mayor de veinticinco años y vecino y residente en el partido ya fuera del estado 

seglar o del eclesiástico secular.24 
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 Ibid., pp.64-65. 
24

 Ibid., pp.67-68. 
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 Por último las juntas electorales de provincia estaban formadas por los 

electores de todos los partidos de ella y su finalidad era la de nombrar los 

diputados correspondientes - por ella - para asistir a las Cortes como 

representantes de la Nación. 

 Para ser diputado a Cortes se requería ser ciudadano en el ejercicio de sus 

derechos, mayor de veinticinco años, bien sea del estado seglar o del eclesiástico 

secular. Se requería además tener una renta anual proporcionada, procedente de 

bienes propios.25 

 Esta última disposición en principio no fue puesta en vigor, sino hasta que 

los diputados establecieran la cuota de la renta y la calidad de los bienes de que 

provenían. Sin embargo ya establecía cierta disposición en cuanto a una postura 

económica, para acceder a este cargo. 

 En el capítulo siguiente de la Constitución se legisló acerca de la 

celebración de las Cortes. Se acordó que fueran anuales, y que se reunirían en la 

capital del reino. También se decidió en cuanto a la renovación de los diputados, 

la cual sería cada dos años. 

 De las funciones de las Cortes quizá la más importante era la de proponer y 

decretar las leyes, interpretarlas y derogarlas según fuera necesario y por otra 

parte el establecer las aduanas y aranceles de derechos. Con ello la facultad de 

las Cortes tenía injerencia fundamental en cuanto a la regulación comercial de 

ambos hemisferios. 

 Los siguientes artículos se aprobaron sin objeción alguna. Sin embargo la 

discusión se retomaría al llegar al artículo 147º, el cual establecía que el Rey tenía 
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el poder de negar la sanción a algún proyecto de ley y ésta no podría ser discutida 

de vuelta sino hasta al año siguiente. Aún más, en el artículo siguiente se señaló 

que podría hacerlo por segunda vez, pero no ya en una tercera. 

 Algunos diputados americanos mostraron su descontento, sobre todo 

porque justificaban que el cambio que la Constitución tendría en América sería 

muy radical, ya que en muchos aspectos modificaba el sistema colonial. Por ello 

su necesidad de tratar algunos asuntos que requerían soluciones rápidas. Sin 

embargo su queja no tuvo mayor resonancia y los artículos quedaron así 

manifestados. 

 La labor de las Cortes se señaló que tendría vigencia durante tres meses al 

año. Sin embargo se legisló acerca de una diputación permanente de Cortes y de 

la reunión de unas Cortes extraordinarias. Sin embargo ésta ultima solo se podría 

dar bajo tres condiciones, primero cuando se encontrase vacante la corona; 

segundo, cuando el rey se imposibilitare de cualquier modo para el gobierno y por 

ultimo cuando en circunstancias críticas y por negocios arduos tuviere el rey por 

conveniente que se congreguen. 

 Con ello, la labor de las Cortes se establecía de una manera permanente, 

sobre todo para los casos con carácter de urgencia y que reclamaran una pronta 

solución. Los diputados aseguraban así su injerencia en el poder político junto al 

rey. 
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 Ibid., pp.69-72. 
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 Por otra parte en el capítulo I del título IV se establecieron las facultades y 

las restricciones del rey. Entre las facultades que el rey tenía se contemplaba la de 

hacer ejecutar las leyes, de sancionarlas y promulgarlas, señalados en los 

artículos 170º y 171º.26 

 Sin embargo una de las disposiciones que mayor debate causó, fue la 

tercera parte del artículo 171º en donde se señalaba que el rey tenía la facultad de 

"declarar la guerra, y hacer ratificar la paz, dando después cuenta documentada a 

las Cortes.27Los diputados en contra argumentaron que esta disposición restaba 

importancia a la labor de las Cortes, ya que daba todo el poder a una sola persona 

para poner en juego la tranquilidad de todo el imperio español. 

 Pero fueron los argumentos a favor los que triunfarían ante esta situación. A 

pesar de que se manifestó una desconfianza hacia el sistema monárquico y más 

aún, hacia el rey Fernando VII.28De esta manera el artículo no tuvo modificación 

alguna. Por otra parte las restricciones del rey eran casi igual de numerosas que 

sus atribuciones, e hicieron contrapeso a este tipo de medidas. En ellas se 

estableció que no podía impedir, bajo ningún pretexto, la celebración de las Cortes 

en las épocas y casos señalados por la Constitución.  

 Asimismo no podía ceder ni enajenar los bienes nacionales sin 

consentimiento de las Cortes, "ni tomar propiedad de algún particular ni 

corporación, ni turbarle en la posesión, uso y aprovechamiento de ella".29Más 
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 Tena, Op.cit., p.80. 
27

 Idem 
28

 Chust, Op.cit., p.190. 
29

 Tena, Op.cit., p.82. 
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adelante en el artículo 213, se señaló que las Cortes señalarían al rey la dotación 

anual de su casa.30 

 Todas estas medidas restaban poder al rey. Por una parte ahora tendría 

que compartir el poder legislativo con las Cortes, el judicial con los Tribunales y 

por si fuera poco el patrimonio ahora era de la nación representado por dichas 

Cortes. De esta manera quedaba fuera de la monarquía el absolutismo. No era 

pues de extrañar que a su regreso al trono, Fernando VII derogara la Constitución, 

pero años más tarde pagaría muy caro no haberse adecuado a los cambios 

propuestos. 

 Para atender los diferentes asuntos que el imperio español requería se 

formaron siete secretarías de Despacho contempladas en los artículos del 222º al 

230º. Dichas secretarías eran: Despacho de Estado, Despacho de la Gobernación 

del reino para la península e islas adyacentes, Despacho de la Gobernación del 

reino de ultramar, Despacho de Gracia y Justicia, Despacho de Hacienda, 

Despacho de Guerra y Despacho de Marina.31 

 La función de éstos era la de formar los presupuestos anuales de los gastos 

de la administración pública, cada uno de su ramo, y serían responsables ante las 

Cortes de las ordenes que hubieren autorizado contra la Constitución o las leyes, 

sin poderse excusar en mandato real.  

 Asimismo se formó un Consejo de Estado. Este estaría formado por 

cuarenta individuos. Entre ellos cuatro eclesiásticos de los cuales dos debían ser 

obispos, "cuatro Grandes de España", y el resto elegido entre sujetos distinguidos 
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 Ibid., p.86. 
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 Ibid., p.87. 
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por su ilustración, conocimientos y servicios en alguno de los principales ramos de 

la administración y gobierno del Estado. La función de dicho Consejo era la de 

fungir como único consejo del monarca.32 

 El problema de este artículo fue una vez más el de la representación. En el 

mismo artículo se señaló que de los cuarenta, solamente doce serían nacidos en 

provincias americanas. La desigualdad provocó un gran descontento entre los 

diputados americanos, sin embargo los españoles no cedieron y el artículo se 

quedó de dicha manera. El argumento de los diputados peninsulares era simple, 

pues decían que el rey no iba a aceptar un Consejo de Estado formado ya no en 

su mayoría, sino en igualdad, por naturales de sus colonias, es decir por sus 

antiguos vasallos.33 

 La preocupación de la facción americana era evidente. Los habitantes de 

los territorios americanos estaban calculados en unos 15 o 16 millones de los 

cuales seis suponían a las castas como ya se mencionó. Esto afectaba de manera 

directa varias cuestiones, por ejemplo las electorales, la instalación de 

instituciones y otra serie de factores sustentadas en la cuestión poblacional que 

coadyuvarían al deseo autonomista novohispano y esta exclusión era una manera 

de frenar esas pretensiones de momento. 
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 Ibid., p.88. 
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 Chust, Op.cit., p.203. 
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 PROBLEMAS DE SOBERANIA 

 Otro tema fundamental fue el referente a la Soberanía. El artículo 3º 

constitucional establecía que "la soberanía reside esencialmente en la Nación, y 

por lo mismo pertenece a ésta  exclusivamente, el derecho de establecer sus 

leyes fundamentales".34Dicha disposición suponía que la soberanía recaía en la 

Nación, es decir, según el artículo 1º en la reunión de todos los españoles de 

ambos hemisferios. 

 Esta soberanía sería ejercida a través de la representación por parte de los 

diputados pero no fue realmente eso lo que provocó la problemática sino el 

derecho de establecer las leyes fundamentales sin hacer alguna referencia a la 

figura monárquica, lo cual se podría prestar a confusión y ser considerado incluso 

como un acto de traición al monarca. 

 La solución la plasmaron en el capítulo II referente al Gobierno. En el 

artículo 14º se especifica que el gobierno de la Nación española es una monarquía 

moderada hereditaria. También establece que la potestad de hacer las leyes 

reside en las Cortes con el rey y éste tiene la potestad de hacerlas ejecutar. De 

esta manera se confirmó la soberanía compartida de ambos, a pesar de que el 

artículo tercero establece que la soberanía reside esencialmente en la Nación. Así 

lograron mantener un equilibrio que fuera acorde con el sistema de gobierno que 

se había elegido. 
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 PROBLEMAS DE RECONOCIMIENTO DE AMERICA POR PARTE DE LOS 

PENINSULARES 

 Otro tema preocupante entre los diputados y que despertó polémica por 

parte de peninsulares y americanos fue el referente a la división territorial del 

imperio que se hizo en la constitución. En el título II, capítulo I en el artículo 10º de 

la Constitución se dividía a las Españas de la siguiente manera: 

El territorio español comprende en la Península con sus posesiones e islas 

adyacentes, Aragón, Asturias, Castilla la Vieja, Castilla la Nueva, Cataluña, 

Córdoba, Extremadura, Galicia, Navarra, Provincias Vascongadas, Sevilla y 

Valencia, las islas Baleares y las Canarias con las demás posesiones de Africa. 

En la América septentrional, Nueva España con la Nueva Galicia y Península de 

Yucatán, Guatemala, provincias internas de Oriente, provincias internas de 

Occidente, isla de Cuba con las dos Floridas, la parte española de la isla de Santo 

Domingo y la isla de Puerto Rico con las demás adyacentes a éstas y al 

Continente en uno y otro mar. En la América meridional, la Nueva Granada, 

Venezuela, el Perú, Chile, provincias del Río de la Plata y todas las islas 

adyacentes en el mar Pacífico y en el Atlántico. En el Asia, las islas Filipinas y las 

que dependen de su gobierno.35 

 Esta disposición del territorio molestó a los diputados americanos por varias 

razones. Primero porque no reflejaba la realidad territorial de las regiones 

americanas, segundo porque se suprimían un gran número de provincias que para 
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 Idem. 
35

 Tena, Op. Cit., p. 61. 
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efectos de instalación de instituciones como los ayuntamientos constitucionales y 

las diputaciones provinciales afectaría de manera directa a los casos omitidos. 

 De la misma manera esta situación chocaba con los deseos autonomistas 

de los novohispanos a través de dichas instituciones y otros mecanismos que 

estaban supeditados a esta división territorial. La solución momentánea la 

plasmaron en el artículo 11º  en el cual se estableció "se hará una división más 

conveniente del territorio español por una ley constitucional luego que las 

circunstancias políticas de la Nación lo permitan".36 

 En el siguiente artículo se hace referencia a la religión de la Nación 

española. En él, se especifica de manera contundente la preeminencia de la 

religión católica, apostólica y romana como única y verdadera. "La Nación la 

protege por leyes sabias y justas, y prohibe el ejercicio de cualquier otra".37 

 La protección otorgada a la religión católica resulta obvia, ya que ésta, era 

considerada como el elemento de adhesión a la corona por parte de los reinos 

ultramarinos. Por otra parte la Iglesia tenía una función fundamental para aplacar 

entre los indios americanos las revueltas insurgentes. 
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 FUNCIONES DE GOBIERNO E INSTITUCIONES NUEVAS 

 Otro de los principales debates que suscitó la elaboración del texto gaditano 

fue referente al del Gobierno interior de las provincias y de los pueblos. El primero 

de ellos se refirió al de los ayuntamientos. El artículo 309 puntualizó "para el 

gobierno interior de los pueblos habrá ayuntamientos, compuestos de alcalde o 

alcaldes, los regidores y el procurador síndico, y presididos por el jefe político, 

donde lo hubiere, y en su defecto por el alcalde...".38 

 También se estableció que en los territorios que superasen las mil almas y 

no lo hubiere se estableciera. El número de individuos por el cual estarían 

compuestos los ayuntamientos quedó supeditado al número de habitantes del 

vecindario. Los alcaldes, regidores y procuradores síndicos se nombrarían por 

elección en los pueblos, de esta manera quedaron abolidos los oficios perpetuos 

en dichos cuerpos. 

 Sin embargo el problema más fuerte se estableció en el artículo 317, en 

donde se condicionó que para ser alcalde, regidor o procurador síndico, además 

de ser mayor de veinticinco años, con cinco a lo menos de vecindad y residencia 

en el pueblo, debía ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos.39 

 Ya se mencionó con anterioridad que la condición de ciudadano dejaba 

fuera a las castas americanas. En esta ocasión y con esta medida las dejaba fuera 
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también de toda posibilidad de ejercer algún tipo de cargo en el ayuntamiento. El 

desacuerdo de los diputados americanos se dejó sentir una vez más. 

 En esta ocasión utilizaron principalmente dos argumentos. El primero 

relacionado con la cuestión poblacional, es decir, se dejaban fuera a seis millones, 

de los quince en los que estaba calculada la población americana. Por otro lado 

arguyeron que varios pueblos en América, por lo menos cuarenta, estaban 

poblados por castas.40 

 Un argumento más, los movimientos insurgentes aseguraban la igualdad de 

castas, mientras que la constitución los relegaba. Este sería motivo suficiente para 

que se unieran a dichos movimientos y aún más al deseo independentista. A pesar 

de que por un momento los diputados peninsulares titubearon ante este último 

argumento, el artículo no tuvo modificaciones. 

 Sin embargo las facultades otorgadas a los ayuntamientos fueron amplias: 

Auxiliar al alcalde en todo lo que pertenezca a la seguridad de las personas y 

bienes de los vecinos, y a la conservación del orden público... La administración e 

inversión de los caudales de propios y arbitrios conforme a las leyes y 

reglamentos... Hacer el repartimiento y recaudación de las contribuciones, y 

remitirlas a la tesorería respectiva... Cuidar de todas las escuelas de primeras 

letras, y de los demás establecimientos de educación que se paguen de los 

fondos del común... Formar las ordenanzas municipales del pueblo, y presentarlas 

a las Cortes para su aprobación...41 

 Entre otras. Sin embargo los ayuntamientos desempeñarían todos estos 

cargos bajo la inspección de otra institución establecida y que provocaría otra 
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 Chust, Op. Cit., p. 205-218. 
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serie de debates: la diputación provincial, a quien rendiría cuenta justificada cada 

año de los caudales públicos que hubieren recaudado e invertido. 

 En el capítulo II de la constitución se estableció lo referente al gobierno 

político de las provincias y de las diputaciones provinciales. En los dos primeros 

artículos de este capítulo 324 y 325 se acordó que el gobierno político de las 

provincias residiría en el jefe superior, nombrado por el rey en cada una de ellas y 

por otro lado que en cada provincia habría una diputación llamada provincial para 

promover su prosperidad, presidida por el jefe superior.42 

 El artículo siguiente 326º establecía "se compondrá esta diputación del 

presidente, del intendente y de siete individuos elegidos en la forma que se dirá, 

sin perjuicio de que las Cortes en los sucesivo varíen este número como lo crean 

conveniente, o lo exijan las circunstancias, hecha que sea la nueva división de 

provincias de que trata el artículo 11".43 

 En cuanto a la elección se estipuló en el artículo 328º, "la elección de estos 

individuos se hará por los electores de partido al otro día de haber nombrado los 

diputados de Cortes, por el mismo orden con que éstos se nombren".44Para ser 

individuo de la diputación provincial se requería ser ciudadano en el ejercicio de 

sus derechos, mayor de veinticinco años, natural o vecino de la provincia con 

residencia a lo menos de siete años, y que tuviera lo suficiente para mantenerse 

con decencia. 
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 Con la finalidad de la instalación de la diputación provincial el virreinato de 

la Nueva España se estructuró en seis diputaciones, México, Durango, 

Guadalajara, Mérida, San Luis Potosí y Monterrey. Dicho establecimiento provocó 

que los jefes políticos perdieran todas sus competencias fuera de sus provincias, 

al mismo tiempo que el virrey vio disminuido su poder.45 

 Uno de los problemas resultantes de la instalación de dicha institución 

resulta un dato curioso en los debates de las Cortes. Señala Chust que los 

diputados americanos interpretaban que la comisión Constitucional identificaba la 

denominación provincia con partido o incluso con intendencias. Así, tras un cálculo 

somero el número de diputaciones provinciales podía llegar a sobrepasar las 

cuarenta. 

 Sin embargo estaban equivocados. Por su parte los peninsulares 

identificaban como provincias en América a los virreinatos, a los reinos y las 

capitanías generales, así como algunas intendencias, por lo que el número se 

reducía a quince, estas eran, los territorios citados en el artículo 10º del proyecto 

constitucional.46 

 Los siguientes meses algunos diputados como Miguel Ramos Arizpe 

pugnarían por conseguir un mayor número de diputaciones en territorio americano. 

Los diputados americanos veían en la diputación provincial el camino hacia sus 

deseos autonomistas, mientras que los peninsulares el camino en América hacia 

el Federalismo. 

 A pesar de ello las facultades de la Diputación Provincial fueron amplias: 

                                                           
45

 Chust, Op. Cit., p. 221. 
46

 Ibid., pp. 229-230. 
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Primero: Intervenir y aprobar el repartimiento hecho a los pueblos de las 

contribuciones que hubieren cabido a la provincia. 

Segundo: Velar sobre la buena inversión de los fondos públicos de los pueblos y 

examinar sus cuentas, para que con su visto bueno recaiga la aprobación 

superior, cuidando de que en todo se observen las leyes y reglamentos. 

Tercero: Cuidar de que se establezcan ayuntamientos donde corresponda los 

haya... 

Cuarto: Si se ofrecieren obras nuevas de utilidad común de la provincia o la 

reparación de las antiguas, proponer al Gobierno los arbitrios que crea más 

convenientes para su ejecución, a fin de obtener el correspondiente permiso de las 

Cortes. 

Quinto: Promover la educación de la juventud conforme a los planes aprobados; y 

fomentar la agricultura, la industria y el comercio, protegiendo a los inventores de 

nuevos descubrimientos en cualquiera de estos ramos. 

Sexto: Dar parte al Gobierno de los abusos que noten en la administración de las 

rentas públicas. 

Séptimo: Formar el censo y la estadística de las provincias. 

Octavo: Cuidar de que los establecimientos piadosos y de beneficencia llenen su 

respectivo objeto, proponiendo al Gobierno las reglas que estimen conducentes 

para la reforma de los abusos que observaren. 

Noveno: Dar parte a las Cortes de las infracciones de la Constitución que se noten 

en la Provincia. 

Décimo: Las diputaciones de las provincias de Ultramar velarán sobre la 

economía, orden y progresos de las misiones para la conversión de los indios 



 60 

infieles, cuyos encargados les darán razón de sus operaciones en este ramo, para 

que se eviten los abusos: todo lo que las diputaciones pondrán en noticia del 

Gobierno. 

 Sin embargo el establecimiento de la diputación provincial quedó 

supeditado en territorio americano a las seis diputaciones establecidas para dicho 

fin, entre ellas la de San Luis Potosí. Así pues quedó establecido para el primer 

periodo constitucional español, pero ya para el segundo los diputados americanos 

lograron un considerable aumento en su número. 
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A manera de conclusión 

Las disposiciones que se concretaron en la Constitución de la Monarquía española 

de 1812 fueron el fiel reflejo de lo que el constitucionalismo español significó para 

los americanos y para los españoles de la península. 

 En ella se plasmó por primera vez el cambio hacia un nuevo sistema de 

gobierno que incluía prácticas políticas nuevas  que desembocaron en una 

incipiente representación en los cargos públicos y de gobierno, algo desconocido 

hasta entonces en América. 

 Sin dejar de ser una monarquía se optó por el abandono del absolutismo 

para dar pie a una nueva soberanía para el imperio español. La soberanía 

radicaba ahora en la nación y por ende podía establecer la forma de gobierno que 

considerase conveniente para sus habitantes.  

 Nunca más el rey junto con su burocracia podría reglamentar de manera 

total el rumbo de los territorios que componían el imperio. El constitucionalismo 

plasmó así el poder de legislar a través de la representación acerca de todos los 

asuntos concernientes con la reglamentación que definiría el destino de la 

incipiente nación española. 

Sin embargo el mismo texto dejó de lado a la mayor parte de la población 

americana que estaba conformada por castas y a la población indígena para poder 

acceder a dicha representación. Con ello condicionaba desde su origen la 

formación de una nueva clase política a través de dos puntos esenciales, el de 

identidad y ciudadanía. 
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 A través de eso los españoles peninsulares trataron de establecer una 

continuidad en los cargos públicos y de gobierno, esto es, la continuidad de la 

mayoría de ellos en las altas esferas políticas. Sin embargo en América un sector 

de la población criolla escapaba a la exclusión que se había planteado; 

principalmente porque poseía un gran poder económico de facto y varios 

formaban parte de las oligarquías regionales. 

 Para que el nuevo sistema planteado por la constitución gaditana 

funcionara se crearon dos instituciones (las primeras de carácter representativo en 

América) los ayuntamientos constitucionales y las diputaciones provinciales. 

 De esta manera se abrieron nuevos espacios de participación política que 

las oligarquías regionales en América pronto supieron capitalizar. Su participación 

en ellos les permitía acceder al poder sin llegar a un rompimiento con la corona 

española y más aún con su propio consentimiento. 

 De esta manera lograban en parte desahogar los deseos de una mayor 

libertad para el control no sólo político sino económico de las regiones en las 

cuales estaban de por medio sus intereses pero sin lograr aún una autonomía 

total. 

 Para ello tenían que seguir un proceso complejo que se vivió de manera 

similar pero con sus particularidades en las distintas regiones de América. Para el 

caso novohispano se vivió en un contexto de insurgencia y de formas distintas 

dependiendo del lugar ya que el levantamiento no tuvo una cohesión unitaria en 

todo el territorio de la Nueva España y dependió en gran parte de las milicias con 

que contaban y de la postura que las oligarquías regionales adoptaron al respecto. 
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 Como fuere el proceso se llevó a cabo y el resultado varió en las distintas 

diputaciones establecidas. Para el caso de San Luis Potosí el proceso de la 

elección de diputado a Cortes se celebró pero sin llegar a participar en España, 

más aún sin lograr siquiera salir del territorio novohispano ante los embates de los 

levantamientos insurgentes. 

 El establecimiento de la diputación provincial en San Luis Potosí tuvo peor 

suerte, ya que no logró establecerse en el primer periodo constitucional español. 

 Sin embargo la reconstrucción de dicho proceso (como se verá en el 

siguiente capítulo)  explica en gran parte como se vivió al interior de las regiones 

la experiencia que brindaba el nuevo sistema de gobierno y sienta las bases de la 

conformación de una nueva elite política que lograría sobrevivir una vez 

consumada la independencia de la Nueva España.     
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Capítulo III. Primera etapa constitucional española en San Luis 
Potosí 
 

El colapso de la monarquía española en 1808 provocado por la invasión francesa 

desencadenó una serie de acontecimientos al interior del imperio que para el caso 

americano culminó con la separación definitiva de la corona y el establecimiento 

de varios estados nacionales. 

 Ello se dio a través de un complejo proceso durante los años de 1808 a 

1821 para el caso novohispano y se desarrolló principalmente en dos vertientes: el 

movimiento insurgente y la participación política de representantes novohispanos 

durante los dos periodos españoles constitucionales. 

 La formación de juntas de gobierno locales tanto en España como en 

América en respuesta a la imposición de José Bonaparte en el trono español unió 

sus esfuerzos en la creación de un Parlamento imperial, las Cortes, que plasmó su 

trabajo en la Constitución de Cádiz de 1812 en la cual se establecía un gobierno 

representativo para la nación española. 

 Esta última experiencia tuvo como consecuencia en América la formación 

de una tradición liberal expresada a través de una monarquía constitucional y 

representativa que había surgido pues, en las Cortes de Cádiz.1 

 De esta manera nacía un liberalismo peninsular condicionado por las 

aspiraciones de una parte del criollismo autonomista cuyos intelectuales orgánicos 

estaban en Cádiz en medio de un contexto ideológico y político convergente que 

                                                           
1
 Rodríguez O., Jaime E., La independencia de la América española, México, Fondo de Cultura 

Económica - El Colegio de México, 1998, p. 14. 
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significaba construir un estado nacional español que permitiera la cohesión del 

imperio para combatir la guerra contra sus invasores.2 

 Este criollismo había surgido en Nueva España gracias al desarrollo que 

habían logrado en diferentes ramos de la economía como la minería, agricultura, 

industria y el comercio. Ello consolidó en su interior fuertes lazos fomentados por 

el contacto, las redes administrativas y comerciales y la creación de intereses 

semejantes. 

 Sin embargo en el sentimiento criollo también estaban incluidos aspectos 

culturales y sociales de identificación como bien lo explica la historiadora Josefina 

Zoraida Vázquez:  

Es natural que ese gran desarrollo social y económico viera aparecer un 
criollismo que a menudo se ha descrito en forma simplemente racial, pero que 
era más bien un sentimiento de arraigo por la tierra natal y una conciencia de ser 
diferente gracias a la participación en un pasado indígena y a los derechos que 
sentían sobre su tierra.3 

 

Al momento de la crisis imperial en 1808 la América española brindó su 

apoyo y demostró su lealtad a la Corona sin evidenciar ningún deseo 

emancipador. Sin embargo el deseo de lograr una mayor autonomía al interior de 

sus territorios ya era evidente. 

 Varios fueron los factores que despertaron este deseo autonomista que ya 

tenía sus raíces años atrás debido a la implementación de las reformas 

borbónicas que afectaron el sistema administrativo y político en América 

                                                           
2
 Chust, Manuel, La Cuestión nacional americana en las Cortes de Cádiz, Valencia, Biblioteca 

Historia Social, 1999, p. 16. 
 
3
 Vázquez, Josefina Zoraida, De la crisis Monárquica a la Independencia 1808 - 1821, en Josefina 

Zoraida Vázquez  coord. Interpretaciones de la Independencia de México, México, Nueva Imagen, 
1997, p.11. 
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modificando así una estructura social y económica que resultaba en cierta forma 

armónica. 

 Algunos de estos factores fueron el establecimiento de una burocracia 

fiscal profesional, el establecimiento de intendencias y de nuevos consulados, 

junto a nuevas cargas fiscales y préstamos voluntarios y forzosos para las guerras 

españolas, los cuales coadyuvaron al malestar en la sociedad americana.4  

 Así a principios del siglo XIX el imperio español se enfrentaba a la lucha en 

la península en contra de la invasión francesa, a la revolución burguesa con las 

ideas liberales de la Ilustración y en poco tiempo tuvo que enfrentar también los 

movimientos insurgentes en América que estallaron a partir de 1810. 

 Los movimientos insurgentes se extendieron rápidamente, el 22 de mayo 

estalló en Buenos Aires, el 25 de mayo en Perú, el 20 de julio en Santa Fe de 

Bogotá, el 16 de septiembre en Nueva España, y el 18 de septiembre en Chile.5 

 A mediados de 1809, el Arzobispo Francisco Xavier Lizana sustituyó a 

Garibay como virrey, empeñándose en recaudar fondos para enviar a España. El 

arzobispo-virrey tuvo que hacer frente a la primera conspiración criolla, 

organizada en Valladolid por José María Obeso y José Mariano Michelena en 

1809, con los que mostró cierta benevolencia para acallar las inquietudes. Pero el 

capitán Ignacio Allende había trasladado ya la conspiración a San Miguel el 

Grande y a Querétaro. 

                                                           
4
 Ibid., p.15. 

5
 Chust, Op. Cit., p. 40. 
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 En 1810 el arzobispo Lizana había sido relevado del cargo de virrey y 

sustituido por don Francisco Xavier Venegas, quien habría de llegar justo al 

tiempo que estallaba el movimiento insurgente. 

 La conspiración había cobrado forma en Querétaro, el centro del Bajío y 

próspero cruce de caminos, donde el corregidor, don Miguel Domínguez, y su 

esposa, con pretexto de tertulias literarias se reunían con oficiales como Ignacio 

Allende y Juan Aldama, el padre José María Sánchez y una dos docenas de 

individuos entre los que se encontraba don Miguel Hidalgo, el cura de Dolores, 

hombre ilustrado, ex rector del colegio de San Nicolás de Valladolid. Las juntas 

hacían planes para iniciar una insurrección en el mes de diciembre, al tiempo de 

la feria de San Juan de los Lagos. 

 No faltó quien denunciara la conspiración y el intendente de Guanajuato, 

José Antonio Riaño, ordenó  hacer detenciones. La corregidora pudo avisar a 

Aldama y Allende, quienes se reunieron en Dolores el 15 de septiembre de 1810 

con el cura. Después de calcular las alternativas, decidieron adelantar la 

insurrección y aprovechando que era domingo, don Miguel en lugar de misa, incitó 

a sus feligreses a emprender la lucha contra el mal gobierno. La respuesta fue 

inmediata y campesinos, peones, artesanos y mayordomos aprestaron hondas, 

palos, instrumentos de labranza o armas, si las tenían. 

 San Miguel el Grande fue ocupado esa misma noche, y el 21 aquella 

muchedumbre heterogénea estaba en Celaya y nombraba a Hidalgo generalísimo 

y a Allende, teniente general. En el santuario de Atotonilco, el cura dio a aquel 

ejército su primera bandera: una imagen de la Virgen de Guadalupe que se puso 

en una pica.  
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 A doce días de iniciada la marcha, los insurgentes estaban a las puertas de 

la rica Guanajuato e Hidalgo intimaba a rendirse a su amigo, el intendente Riaño. 

Este, decidido a resistir, se atrincheró con los españoles y sus caudales en la 

Alhóndiga de Granaditas, pero la muchedumbre logró invadir el recinto y acto 

seguido realizó una matanza y un saqueo que duró dos días. Este hecho iba a 

generar temor en gran parte de los criollos y retardaría la Independencia, pues 

logró que la casi totalidad del ejército y las milicias criollas permanecieran fieles a 

la Corona. 

 De pronto, por todo el territorio de la Nueva España hubo levantamientos 

semejantes. José María Morelos, cura de Carácuaro, ex alumno de don Miguel, 

se le presentó y recibió el encargo de tomar  Acapulco. José Antonio Torres logró 

vencer a las tropas del intendente de Guadalajara y algo semejante sucedió en 

otras partes. Las huestes no supieron discernir entre españoles americanos y 

peninsulares, y las propiedades de todos empezaron a sufrir saqueos. 

 El progresista obispo de Valladolid, Abad y Queipo, tan identificado con los 

problemas sociales, no tardó en excomulgar a su amigo Hidalgo. No obstante, 

Valladolid se entregó ante la aproximación de 80 mil insurgentes, para evitar la 

triste suerte de Guanajuato, el cabildo catedralicio le levantó la excomunión a don 

Miguel. 

 Apenas llegado, el virrey Venegas había tenido que organizar la defensa. 

Don Félix María Calleja recibió órdenes de avanzar hacia la capital y se hizo traer 

a la Virgen de los Remedios para protegerla de las tropas de Hidalgo. 

 Toda aquella muchedumbre heterogénea, donde los uniformes de los 

oficiales se perdían entre trajes de rancheros, indios, mestizos y hasta algunos 
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españoles, se encontró frente a frente a los mil criollos del ejército realista el 30 

de octubre. 

 El Monte de las Cruces presenció la más grande victoria insurgente, 

aunque muy costosa. La ciudad se sobrecogió; pero, súbitamente, el cura dio 

orden de retiro. ¿Fue la falta de apoyo de los indios del Valle de Toluca? ¿Temió 

que se repitiera el triste suceso de Guanajuato o verse acorralado por las tropas 

de Calleja, que marchaban hacia la capital? No lo sabemos, pero sí que muchos 

insurgentes desertaron y a los pocos días, los insurgentes se encontraban con las 

tropas realistas y eran derrotados en Aculco. Allende, inconforme, marchó rumbo 

a Guanajuato, mientras Hidalgo se dirigió a Guadalajara. 

A la par de dichos movimientos, los diputados americanos que participaron 

en las Cortes, peleaban por sus propios intereses enmarcados en la construcción 

del estado nacional español incluyente, el cual dada las circunstancias y 

necesitando el apoyo de sus territorios ultramarinos para enfrentar la guerra 

contra Francia, se había declarado en igualdad a los reinos americanos con los 

peninsulares por decreto del 22 de enero de 1809. 

 Por primera vez se tomó en cuenta a representantes novohispanos para 

legislar acerca de todo el imperio español. En los debates de las Cortes, dichos 

diputados plasmaron parte de la realidad americana en el marco de la 

construcción de un estado español. 

 Estos diputados decidieron servir a sus provincias durante una etapa no 

solo de lucha por independizar el imperio español del dominio francés, sino 

también durante su propia lucha para lograr que los individuos que representaban 

tuvieran más participación en el gobierno de sus provincias. 
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 La historiografía mexicana de los últimos años coincide en señalar que en 

las primeras décadas de vida independiente, tuvo lugar en el país una 

regionalización intensa del territorio nacional que ya venía desarrollándose desde 

la época de la implementación de las reformas borbónicas.  

 Una de las manifestaciones más claras de dicha regionalización fue el afán 

de los grupos de hombres prominentes locales por acceder al control político de la 

región en la que estaban arraigados. San Luis Potosí no fue la excepción, de 

manera que en esta ocasión describiré la lucha de los potosinos por 

autogobernarse y la defensa que hicieron de la institución que les sirvió para lograr 

ese fin. 

Todo ello se dio durante el primer periodo del constitucionalismo español 

en el cual los diferentes territorios americanos vivieron de manera similar pero con 

sus especificidades las prácticas nuevas en materia de política y asumieron las 

disposiciones que en la Constitución de la monarquía española se implementaron. 

La descripción de la forma en cómo se vivió dicho proceso en San Luis 

Potosí, es el objetivo del presente capítulo. Para dicho fin se ha divido en tres 

partes. En la primera presento el proceso de elección de diputado a Cortes por 

San Luis Potosí.  

En la segunda presento a manera de resumen la creación de la diputación 

provincial y las facultades que tenía. Y en tercer y último lugar presento  algunos 

elementos de la frustrada instalación de la diputación provincial de San Luis 

Potosí. 
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DIPUTADO A CORTES POR SAN LUIS POTOSI 

Con la decisión que habían adoptado las Cortes Generales y Extraordinarias -que 

permanecían en la Real Isla de León- de aumentar el número de representantes 

en  territorios de ultramar, bajo el argumento de que los dominios españoles en 

ambos hemisferios formaban "una sola y misma monarquía, una misma y sola 

nación y una sola familia, y que por lo mismo los naturales que sean originarios de 

dichos dominios europeos ó ultramarinos son iguales en derechos a los de esta 

península",6 se abría la oportunidad para que San Luis tuviera un representante 

ante la máxima instancia política del reino. La medida concedía derechos iguales a 

peninsulares y americanos, y posibilitaba que representantes directos de cada una 

de las provincias pudieran plantear ante la máxima autoridad sus problemas y 

necesidades.       

La oportunidad trató de ser capitalizada por las autoridades y los poderes 

económicos de la región,  por lo que el Ayuntamiento de San Luis procedió a 

nombrar el primer diputado a Cortes. La responsabilidad recayó en el capitán del 

ejército realista José Florencio Barragán -rico hacendado de Río Verde-,7 

mediante una elección indirecta según decreto de 16 de mayo de 1810, que 

                                                           
6
 AHESLP, fondo Intendencia 15 de octubre de 1810, exp. 11, exp. 2.  

7
 Márquez, Enrique y Sánchez Unzueta, Horacio, "Fraccionamiento de las tierras de Felipe 

Barragán en el Oriente de San Luis Potosí, 1797 - 1905", en Después de los latifundios, la 
desintegración de la gran propiedad agraria en México, Heriberto Moreno García (coord.), México, 
El Colegio de Michoacán, 1981, p. 50.        
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señalaba que los ayuntamientos designarían una terna de la cual por sorteo 

saldría el diputado en Cortes.8 

Ante su nueva encomienda, Barragán viajó a la ciudad de México para de 

ahí trasladarse al puerto de Veracruz donde se embarcaría para la península; sin 

embargo, en su estancia en la ciudad de México falleció súbitamente dejando 

vacante su lugar en Cortes.  

 Con la muerte del diputado, el Ayuntamiento de San Luis, en 

correspondencia de mediados de diciembre de 1810, pidió al virrey Francisco 

Javier Venegas su aprobación para celebrar una nueva elección con la finalidad 

de sustituir al desaparecido Barragán. La respuesta del virrey no se hizo esperar y 

en carta fechada el 20 de diciembre de ese año señaló que podía llevarse a cabo 

la nueva elección con arreglo de lo dispuesto por su majestad 9 en el decreto de 16 

de mayo de ese año.  

 Así, el Ayuntamiento procedió a realizar un nuevo proceso electoral para 

llevar a cabo tal empresa. El 5 de junio de 1811 se presentó una lista de 

candidatos para ocupar la diputación vacante,10 entre cuyos personajes se 

encontraban Félix María Calleja del Rey, brigadier y jefe de la décima brigada 

establecida en San Luis Potosí; Bernardo Villamil, teniente coronel y primer 

ayudante de la décima brigada; Mariano Espinosa, conde de Santa María de 

Guadalupe del Peñasco; Manuel María de Gorriño y Arduengo, sacerdote y 

                                                           
8
 Castellanos Hernández, Eduardo, Formas de gobierno y sistemas electorales en México, México, 

Centro de Investigación Científica Jorge L. Tamayo. 1996, p. 57.   
9
 AHESLP, fondo Ayuntamiento, 20 de diciembre de 1810, exp. 1.   

10
 AHESLP, fondo Ayuntamiento, 5 de junio de 1811, exp. 34.  
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filósofo; Tomás Vargas, cura del real de Guadalcazar; José Ignacio Solano, vecino 

de Mexquitic, y; el licenciado Antonio Frontaura y Sesma.  

Uno de los factores principales para el caso de San Luis Potosí en la 

conformación del grupo de candidatos a éstos cargos de representación, fue la 

presencia de Félix María Calleja en dicho territorio. En 1792 obtuvo el grado de 

teniente coronel y a partir de 1793 le correspondió inspeccionar los puertos de 

Tampico y Pánuco. Un año después (1794) Calleja fue nombrado comandante de 

la 1ª división de milicias de la Nueva España.  

En 1795 se convirtió en inspector de las compañías veteranas del Nuevo 

Santander y de Nuevo León. Con ello las visitas de Calleja a la Intendencia y 

provincia de San Luis Potosí se hicieron por demás continuas, ello provocó que 

rápidamente establecería estrechos lazos con la elite potosina.  

Ejemplo de ello fue la implementación del sistema de intendencias en la 

Nueva España, para la elite tradicional potosina dicha implantación les representó 

una amenaza, pues los corregidores y alcaldes mayores perdieron sus puestos. 

Cuando en 1799 Vicente Bernabeu reemplazó en el puesto de intendente a Díaz 

Salcedo, fue hostigado abiertamente por Félix María Calleja. Asimismo encabezó 

las quejas que don Silvestre López Portillo, Estanislao Esnaurrizar y Toribio 

Cortina, todos miembros del cabildo, tenían contra Bernabeu.  

En 1796 Calleja fue nombrado comandante de la décima brigada de milicias 

con sede en San Luis Potosí. Ello lo aprovecharía para consolidar sus lazos con la 

elite potosina, otro ejemplo de ello fue su matrimonio en 1807 con Francisca de la 

Gándara, hija de Manuel Jerónimo de la Gándara, uno de los más ricos 

hacendados en San Luis Potosí.  
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Durante estos años Félix María Calleja junto con miembros de la elite 

potosina intentaron apoderarse de los nuevos espacios políticos que habían sido 

abiertos por las reformas, es decir, trataron de controlar los cabildos, las milicias y 

los cargos de poder. Tarea que pronto rendiría frutos, para 1810 el intendente en 

San Luis era el teniente letrado José Ruíz de Aguirre, promovido por supuesto, por 

Félix Ma. Calleja.  

La lista de posibles substitutos de Barragán fue importante, tanto por la 

calidad intelectual, el poder económico y el carácter militar de algunos de los 

señalados. Se trataba de elegir "en función de una dignidad y de unas cualidades 

intelectuales reconocidas por todos".11 El proceso no era una elección entre 

candidatos, sino entre servidores de la nación.   

Así, la elección se realizó de entre los tres personajes con mayores 

preferencias como Félix María Calleja, con seis votos; Bernardo Villamil, con 

cuatro; Manuel María Gorriño y Arduengo, con cuatro, y; Antonio Frontaura con un 

voto. Posteriormente, de acuerdo con el procedimiento, los candidatos con 

mayores sufragios fueron sorteados, depositando en una urna papeles con sus 

respectivos nombres escritos, “después del cual se hizo entrar a don José Mateo 

Torán, niño de siete años a quien se le hizo sacar uno de los papeles, lo que 

ejecuto” y desenvuelta la boleta se encontró que tenía el nombre del señor 

teniente coronel don Bernardo Villamil".12 La designación del nuevo diputado en 

Cortes se había concretado, por lo que el propio Ayuntamiento, para el 9 de junio 

                                                           
11

 Guerra, François-Xavier, "El soberano y su reino, reflexiones sobre la génesis del ciudadano en 
América Latina", en Ciudadanía política y formación de las naciones, perspectivas históricas de 
América Latina, Hilda Sabato (Coord.), México, Fondo de Cultura Económica y El Colegio de 
México, Fideicomiso para Historia de las Américas, p. 55. 
12

 AHESLP, fondo ayuntamiento 5 de junio de 1811, exp. 54.  
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de 1811,13 procedió a notificar a Villamil su nuevo cargo como diputado substituto 

en Cortes del fallecido José Florencio Barragán.     

No obstante la importancia que significaba el nombramiento como diputado 

en Cortes, un día después de que fue electo el coronel Villamil rechazó su 

nominación argumentando que "la admitiría desde luego, si las circunstancias de 

mi carácter de militar y de hallarme sirviendo en el ejército que se halla al frente de 

esta injusta revolución me la permitiera".14  

    La decisión que había adoptado el diputado Villamil planteaba una pregunta 

sumamente importante para el marco institucional que comenzaba a implantarse 

en la práctica política de la nación: ¿qué era más importante en ese momento, 

representar a la Nación o, bien, defenderla con las armas?  

 No obstante de su rechazo a la diputación, el 31 de octubre de 1811 Villamil 

se dirigió al Ayuntamiento para notificar que quedaba a su disposición para cumplir 

con dicha tarea.15  

La renuncia y posterior reconsideración de Villamil para ocupar la 

diputación, se puede explicar a partir de que efectivamente ante los difíciles 

momentos que se vivían en el país, era necesario pacificar el territorio - 

considerando que su nombramiento fue realizado en los momentos más álgidos 

de la insurrección - y que en segundo lugar, estaba la encomienda de representar 

a la provincia en la Asamblea General. La respuesta pudiera reforzarse si se 

atiende la excusa que expone el propio Villamil cuando señaló que no había 

                                                           
13

 AHESLP, fondo ayuntamiento 9 de junio de 1811, exp. 57.  
14

 AHESLP, fondo ayuntamiento 10 de junio de 1811, exp. 57.  
15

 AHESLP, fondo ayuntamiento 31 de octubre de 1811, exp. 57. 
 



 76 

partido hacía Cádiz 16 porque se encontraba participando como militar en el sitio 

de Zitácuaro. Sin embargo, más allá de esas consideraciones, la interrogante 

tendría una respuesta futura en la Constitución Política de la Monarquía Española 

en su artículo 55, en donde se señalaba que ningún ciudadano podría excusarse 

de estos encargos, por motivo o pretexto alguno. 

Con la reconsideración, para el 10 de marzo de 1812 Bernardo Villamil 

notificaba al Ayuntamiento que estaba por salir a Cádiz y que solamente esperaba 

la anuencia del virrey para partir, pues hasta esa fecha "no ha tenido a bien (...) 

comunicarme su superior determinación".17     

Aprovechando el retardo en la partida de su diputado, la intendencia de San 

Luis, a través del Ayuntamiento, le hacía a Villamil una serie de recomendaciones 

para que las expusiera ante las Cortes: que se aprobara la siembra y cultivo de 

tabaco, y; que se habilitara un puerto para mejorar el comercio con la parte norte 

de la Nueva España. Asimismo, se le pedía que señalara que la insurrección en la 

Nueva España se debía a la "introducción de extranjeros".18 

 Las peticiones que hacían las autoridades de la provincia para ser 

expuestas en Cortes dejaban ver parte de la inconformidad de la elite económica - 

que se había manifestado violentamente en algunos sectores que apoyaron la 

insurrección -, sobre todo en lo referente a la prohibición que hacía la corona para 

que en los reinos de ultramar se desarrollaran algunas actividades productivas 

como el cultivo del tabaco, por ejemplo; pero también, denotaba el descuido que 

                                                           
16

 AHESLP, fondo ayuntamiento 19 de febrero de 1812, exp. 185. 
17

 AHESLP, fondo ayuntamiento 19 de abril de 1812, exp. 57.  
18

 AHESLP, fondo Ayuntamiento, 19 de abril de 1812, exp. 33.  
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tenían estos territorios por parte de la monarquía al no fomentar suficientemente el 

comercio.  

 Para el 4 de junio de 1812, después de tres meses de aprobada la 

Constitución de la Monarquía Española, en carta remitida al Ayuntamiento, 

Bernardo Villamil informaba que aún se encontraba en la Ciudad de México, dado 

que no había podido salir a Veracruz para embarcarse hacia la península “porque 

hace seis meses que no salen cargas ni pasajeros para aquel puerto".19       

El hecho de que la provincia haya carecido de un diputado en Cortes en la 

primera etapa de formulación y aprobación de la Constitución de Cádiz -por los 

documentos consultados-, se explica por las circunstancias adversas que se 

fueron presentando a lo largo de casi dos años desde la muerte de Florencio 

Barragán a finales de 1810, hasta la frustrada partida de Bernardo Villamil en 

1812.  

La segunda oportunidad para que la provincia de San Luis tuviera un 

diputado en  Cortes no tardo en llegar, la renovación de los diputados en 1813 

abría esa oportunidad.  

Con base en lo dispuesto en el artículo 31 de la Constitución20 aprobada el 

19 de marzo, la provincia tenía derecho a un diputado electo mediante votación 

indirecta en tres grados21 -de parroquia, de partido y de provincia-. Para tal efecto, 

                                                           
19

 AHESLP, fondo Ayuntamiento, 4 de junio de 1812, exp. 43.   
20

 La parte correspondiente a formas y procedimientos de elección se toman del compendio titulado 
La Legislación Electoral Mexicana, 1812 1973, integrado por el Periódico Oficial y la Secretaría de 
Gobernación, México, 1973.    
21

 Constitución de Cádiz de 1812, artículo 34, capítulo II, Del nombramiento de los diputados de 
Cortes.  
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durante el segundo trimestre de 1813, reunidos los ocho electores22 de partido en 

la capital de la provincia de San Luis se procedió a designar al diputado, cuya 

responsabilidad recayó en el licenciado Antonio Frontaura y Sesma.  

La coyuntura para que la provincia tuviera un diputado en Cortes, en un 

primer momento se vio empañada por la renuncia que presentó el propio 

Frontaura, aduciendo que su constitución era delicada y débil,23
 para lo cual se 

procedió a nombrar como suplente al licenciado "José Vivero, Canónigo de la 

Santa Iglesia Catedral de Monterrey, Capital del Nuevo Reino de León; segundo, 

el doctor Don Luis Obispo Mendizábal y Zubialdea, originario de esta provincia".24       

 Es importante señalar que, con respecto a la renuncia de Frontaura y 

Sesma para participar como diputado a Cortes, François-Xavier Guerra señala que 

este personaje "había hecho todo lo posible para ser elegido, para luego 

renunciar. Una manera de mostrar su preeminencia".25 Sin embargo, por la 

relación de méritos que presenta este personaje en octubre de ese año, en la que 

a través de Manuel de María de Torres suplica al virrey  "que lo haga Auditor de 

Guerra de esta provincia (...) para que con ello asegure su decente 

subsistencia",26 tal parece que ese ánimo de preeminencia no era tal y, 

efectivamente Frontaura padecía alguna enfermedad que lo mantenía en una 

"constitución débil y delicada", como había anotado en su renuncia a la diputación.    

                                                           
22

 Los ocho partidos con los que se integraba la provincia de San Luis eran: Villa de Valles, Valle 
del Maíz, Catorce, Venado, Río Verde, Santa María del Río, Guadalcázar y Salinas del Peñón 
Blanco.     
23

 "Relación de méritos del Licenciado Antonio Frontaura y Sesma", documento número 37, en 
Rafael Montejano y Aguiñaga, Relación de Documentos para la Historia de la Guerra de 
Independencia en San Luis Potosí,  San Luis Potosí, México, 1981, p. 177.   
24

 Idem.  
25

 Guerra, François-Xavier, Op.cit. 1999, p. 55.      
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No obstante que el nombramiento de José Vivero como diputado en Cortes 

parecía que finalmente se aseguraba la representación de la provincia en la 

Asamblea General, nuevamente la poca fortuna se hacía evidente y diez meses 

después "cuando Fernando VII volvió al gobierno de España en mayo de 1814, y 

abrogó la Constitución de 1812 y con ello todos los actos de las Cortes de 1810 a 

1814";27 así, con esa decisión del rey disolvía toda posibilidad de que la provincia 

se viera representada en las Cortes durante esa primera etapa constitucional. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                                                                                                                                                 
26

 "Relación de méritos del Licenciado Antonio Frontaura y Sesma", documento número 37, en 
Rafael Montejano y Aguiñaga, Relación de Documentos para la Historia de la Guerra de 
Independencia en San Luis Potosí,  San Luis Potosí, México, 1981, p. 177.   
27

 Benson, Nettie Lee, La diputación provincial y el federalismo mexicano, México, El Colegio de 
México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1994, p. 53.    
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LA CREACION DE LA DIPUTACION PROVINCIAL 
 
Las demandas de los representantes americanos cristalizaron en la Constitución 

de 1812 elaborada por las Cortes de Cádiz al crearse la diputación provincial. Esta 

institución junto con el jefe político y el intendente, estarían a cargo del gobierno 

local. La diputación provincial estaría integrada por siete vocales, sería presidida 

por el jefe político y también participaría el intendente; además se elegirían tres 

suplentes. Los vocales se renovarían cada dos años, cuatro la primera vez y 

después los tres restantes. La elección de estos individuos se haría por los 

electores de partido al otro día de haber nombrado los diputados de Cortes.  

 Para ser individuo de la diputación provincial se requería ser ciudadano en 

el ejercicio de sus derechos, mayor de veinticinco años, natural o vecino de la 

provincia con residencia al menos de siete años, y que tuviera lo suficiente para 

mantenerse con decencia. Para que una persona pudiera ser elegida por segunda 

vez a la diputación provincial, deberían pasar al menos cuatro años después de 

haber cesado en sus funciones. 

 Cuando el jefe superior de la provincia no pudiere presidir la diputación, 

ésta sería presidida por el intendente, y en su defecto el vocal que fuere primer 

nombrado. El tiempo de sesiones de las diputaciones cada año se contemplaba a 

lo más de noventa días de sesiones, distribuidas en las épocas que fueran más 

convenientes para la provincia. 

 Sería obligación de la diputación provincial encargarse de la distribución del 

uso de las contribuciones recaudadas en la región. También se responsabilizaría 

de la inversión de los fondos públicos. Estaría al pendiente del establecimiento de 

los ayuntamientos. Estaría encargada de proponer la ejecución de las obras 
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públicas; en el caso de las diputaciones americanas, cuando fuera urgente, 

podrían elaborar las obras con la sola aprobación del jefe político. 

 Las diputaciones deberían fomentar el desarrollo de la agricultura, la 

industria, el comercio, la educación y las misiones en su provincia. Debería 

denunciar los abusos sobre las rentas públicas y elaborar censos y estadísticas. 

En noviembre de 1812, se emitió un decreto para ultramar en el que se 

especificaba que las diputaciones provinciales podían distribuir los bienes de las 

misiones, en especial las tierras, para fomentar la agricultura. 

 En caso de que alguna diputación abusare de sus facultades, el Rey podía 

suspender a los vocales que la compusieren dando parte a las Cortes de dicha 

disposición y de los motivos para la determinación que correspondiera. Durante la 

suspensión entrarían en funciones los suplentes.  
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LA FRUSTADA INSTALACION DE LA DIPUTACION PROVINCIAL DE SAN 

LUIS POTOSI 

Con la aprobación de la Constitución de Cádiz en marzo de 1812 se adoptaron 

una serie de medidas que modificaron radicalmente las estructuras políticas de la 

monarquía. Así, se dispuso una nueva organización de la cosa pública, como la 

integración y funcionamiento de las Cortes y la formación de diputaciones 

provinciales en cada una de las provincias Españolas.  

Entre las funciones asignadas a estos cuerpos colegiados destacan 

aquéllas referentes a la administración de los bienes de la Corona, la promoción 

económica de sus circunscripciones territoriales y la supervisión de la “buena 

marcha de las misiones establecidas para la conversión de los indios, previo 

permiso del jefe de la provincia".28 Con base en la disposición que ordenaba la 

integración de estos cuerpos colegiados, la Junta Preparatoria - responsable de 

desarrollar los comicios- el 27 de julio de 181329 procedió a celebrar la votación de 

diputados para la provincia, resultando electos por San Luis los licenciados 

Antonio Frontaura y Sesma30, Manuel María de Gorriño y Arduengo31 y el capitán 

Jacobo María Santos como propietarios y, como suplente Andrés Pérez Soto.      

La designación se había desarrollado con base en las reglas establecidas 

en el marco institucional. Las candidaturas se habían presentado bajo la lógica de 

                                                           
28

 Ferrer Muñoz, Manuel, La Constitución de Cádiz y su aplicación en la Nueva España, México, 
Universidad Nacional Autónoma de México, 1993, p. 227.   
29

 Montejano y Aguiñaga, Rafael, Op.cit. 1981, p. 177.   
30

 Realizó estudios en la Real y Pontificia Universidad de México, recibiéndose como abogado, ver 
Montejano y Aguiñaga, Op.cit. 1981, 112.    
31

 Arduengo estudió en la Universidad de México y en el Colegio Mayor de Santa María de todos 
los Santos, ver a Schlittler, Kaiser, Biografías de San Luis Potosí, San Luis Potosí, México, 
Gobierno Constitucional del Estado de San Luis Potosí, Instituto de Cultura, Archivo Histórico del 
Estado, Kaiser Editores, 1997, p. 63. 
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que los posibles diputados tenían los méritos suficientes para convertirse en 

servidores de la nación, no eran candidatos con ambiciones de ocupar una 

posición política. El prestigio de los propuestos estaba a toda prueba. Cabe 

recordar que tanto Frontaura como Arduengo formaban parte de ese grupo de 

personajes letrados que se habían formado en las instituciones académicas de la 

época.  

Cabe mencionar que el lic. Antonio Frontaura y Sesma fue abogado de la 

Real Audiencia de México, individuo de ese ilustre y real Colegio, asesor de la 

subinspección y comandancia de la Décima Brigada de Milicias, así como juez 

comisional de ella.32Aparte de la estrecha relación que guardaba con Félix María 

Calleja.  

Por su parte Manuel María de Gorriño y Arduengo fue un personaje por 

demás importante, su capacidad e imagen pública fueron creciendo y su 

participación política también, especialmente a partir de la segunda década del 

XIX; sobre todo cuando el 27 de enero de 1809 se dio una real orden, en la que la 

Suprema Junta Central solicitaba al Ayuntamiento potosino, se nombraran 

diputados por elección a los que instruiría promovieran actividades de interés 

público y fomento económico.  

Acatando dicha instrucción, el Ayuntamiento libró oficios a sacerdotes de 

rangos diferentes, a funcionarios públicos destacados y a cultos habitantes de 

reconocido prestigio en la comunidad para que opinaran sobre requerimientos 

urgentes para el bienestar de interés nacional. De las respuestas destacó, sin 
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duda la ofrecida por el doctor Gorriño y Arduengo.33Pertenecía al grupo de 

intelectuales que estaban al tanto de los acontecimientos políticos que se 

suscitaban en Europa, principalmente Francia y España.  

Con el nombramiento de los diputados de San Luis el siguiente paso era el 

establecimiento de la Diputación con la llegada de los diputados de Guanajuato. 

Se estipuló que a la diputación provincial de San Luis Potosí se anexara 

Guanajuato, ello estaba sustentado en el factor poblacional. En su obra, Nettie Lee 

Benson deja el interrogante sobre el futuro de la Diputación cuando anota que 

"son pocos los datos que se han hallado sobre la posible instalación o sobre las 

actividades de este cuerpo".34  

La respuesta la encontramos en el informe que presenta al Ayuntamiento 

de San Luis el 12 de febrero de 181435, al referir que la Diputación no se había 

instalado porque los diputados de Guanajuato no habían hecho acto de presencia 

en la sede del organismo. La posibilidad de la instalación finalmente se vio 

frustrada cuando Fernando VII desconoció la Constitución de Cádiz en mayo del 

mismo año.  Con ello para el primer periodo constitucional español San Luis no 

logró concretar el establecimiento de la diputación provincial, sin embargo la 

experiencia de estas nuevas prácticas políticas de representación dejó precedente 

para el segundo periodo constitucional español en el cual si se concretó la 

instalación de la diputación provincial como se verá en el siguiente capítulo. 

                                                                                                                                                                                 
32

 Vizcaya, Isidro, En los albores de la independencia. Las provincias internas de Oriente durante la 
insurrección de don Miguel Hidalgo y Costilla 1810-1811, Gobierno del Estado de Nuevo León, 
1976, p.36. 
33

 Motilla Martínez, Jesús, La Administración Pública en la Ciudad de San Luis Potosí, a finales del 
siglo XVIII y principios del XIX, 2ª Edición, Universidad Autónoma de San Luis Potosí, 1997, p.147. 
34

 Benson, Nettie Lee, op. cit., p. 49.    

35
 AHSLP, fondo ayuntamiento, 12 de febrero de 1814, exp. 46. 
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 A manera de Conclusión.  

La insurgencia y la primera etapa constitucional en San Luis Potosí no obstante 

que son sucesos que van ligados a fenómenos generales, no se pueden explicar 

únicamente a partir de éstos; por el contrario, ello sólo puede ser posible a partir 

de una revisión minuciosa de lo que ocurre en la región.   

El movimiento insurgente y la conformación de una elite en prácticas 

políticas nuevas que brindaba el constitucionalismo español en la provincia de San 

Luis Potosí estuvieron marcados por una serie de hechos y circunstancias que le 

dieron una fisonomía propia. Aunque el levantamiento insurgente fue intenso, 

estuvo marcado por las circunstancias, lo que le dio una forma intermitente 

durante los años que van de 1810 a 1814.  

Con el establecimiento de la Suprema Junta Central en la península, se 

abría paso a nuevas formas de participación política para los americanos. A partir 

de la convocatoria de diputados americanos a Cortes, San Luis Potosí tuvo la 

oportunidad de tener una representación en la península.  

 La elite supo capitalizar la oportunidad que brindaba la situación, ¿quiénes 

fueron los que tuvieron acceso a esta nueva forma de participación política? Los 

personajes con mayor poder económico en la región encabezados por  Félix María 

Calleja.  

Revisemos los candidatos para diputado a Cortes: primero estuvo José 

Florencio Barragán rico hacendado de la región, pero ante su repentina muerte en 

la ciudad de México, se presentó una nueva lista de candidatos para dicha 
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encomienda, ésta estaba encabezada por Félix María Calleja del Rey brigadier y 

jefe de la décima brigada, Bernardo Villamil teniente coronel y primer ayudante de 

la décima brigada, o sea de Calleja, el licenciado Antonio Frontaura y Sesma 

colaborador de años atrás de Calleja, el presbítero Manuel María de Gorriño y 

Arduengo y Tomás Vargas cura de Guadalcazar.  

Ya se revisó en el presente capítulo que el candidato electo fue Villamil sin 

embargo nunca llegó a España. Asimismo para 1813 el candidato elegido fue 

Frontaura y Sesma quien arguyendo motivos de salud dejó el cargo al canónigo 

José Vivero quien tampoco pudo llegar a España por las circunstancias y el 

regreso de Fernando VII al trono español.  

Por otra parte la conformación de los integrantes de la diputación provincial 

de San Luis Potosí, estuvo compuesta por el lic. Antonio Frontaura y Sesma, el 

prebítero Manuel María de Gorriño y Arduengo y Jacobo María Santos. ¿Cumplían 

estos candidatos con los requisitos planteados para ser miembros de la diputación 

provincial? La respuesta es afirmativa, aunque queda de manera evidente que su 

participación estuvo también muy ligada a su pertenencia a la oligarquía regional y 

a sus nexos con Félix María Calleja.  

Como se puede apreciar el establecimiento de la diputación provincial en 

San Luis Potosí, y la elección de diputado a Cortes, abrió nuevos espacios de 

participación política que pronto fueron capitalizados por la elite de la región. Ello 

vino a hacer más evidente las dos vertientes que se habían suscitado para estos 

años en pos de una autonomía con respecto a la metrópoli: la insurgencia y la 

participación política de americanos bajo los lineamientos del constitucionalismo 

español. 
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Para el caso de San Luis y una vez más, condicionado por la presencia de 

Félix María Calleja, la elite potosina participó con mayor presencia en la segunda 

vertiente. Esta experiencia política vino a consolidar el poder de la oligarquía 

regional. A pesar de la derogación de la constitución gaditana al regreso de 

Fernando VII, la experiencia política adquirida marcaría los derroteros políticos de 

la entidad, sobre todo ante el regreso de la constitución de Cádiz en 1820 y el 

comienzo con ello del segundo periodo constitucional español.  
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Capítulo IV. Segunda Etapa Constitucional española en San Luis 
Potosí 

 
 

Tras el tratado de Valencia el 11 de diciembre de 1813, Napoleón reconoció a 

Fernando VII como Rey. A partir de esa fecha el monarca sólo pensó en derrocar 

al régimen constitucional, tanto por la vía política como por la militar. Lo logró el 4 

de mayo de 1814 con el triunfo de un golpe militar en Valencia. 

El rey derogó el régimen constitucional y volvió a restaurar el absolutismo 

con el sistema de los consejos, las capitanías generales que sustituyeron a los 

jefes políticos en las provincias, las audiencias y la cancillería. De la 

administración hacendística se volvieron a encargar los intendentes y los 

subdelegados de rentas, mientras que en la administración local, los alcaldes 

constitucionales fueron obligados a dimitir y sustituidos por corregidores y los 

alcaldes mayores recuperaron sus atribuciones anteriores a 1808. 

Con el triunfo del absolutismo, las pretensiones autonomistas americanas 

van a quedar truncadas. Es más, la represión fue efectiva, tanto en la península 

como en Nueva España. Brillantes políticos e intelectuales fueron desterrados, 

otros confinados, y unos más encarcelados durante los seis años de absolutismo 

como fue el caso de Ramos Arizpe. El diputado por Coahuila fue sometido a un 

riguroso juicio en la cárcel de la Inquisición, acusado de traición al rey. Resulta 

importante su mención dado que Coahuila pertenecía a la Intendencia de San Luis 

Potosí. Después de más de un año de encarcelado en Madrid fue trasladado al 

monasterio de Porta-Coeli en Bétera, a veinte kilómetros de Valencia. Fue puesto 
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en libertad en 1820 por los revolucionarios valencianos tras la proclamación de la 

Constitución. 

El estado absoluto se enfrentó a un persistente problema que era la crisis 

de la Hacienda Real, casi en bancarrota, con los créditos bloqueados y con el 

problema americano agravado por las guerras de independencia. Problemática 

que bloqueaba los ingresos. 

Sin embargo el pronunciamiento liberal del teniente coronel Rafael del 

Riego en Cabezas de San Juan el 1 de enero de 1820 va a culminar en marzo con 

la proclamación de la Constitución de 1812 por numerosas ciudades peninsulares. 

Finalmente, Fernando VII se vio obligado a jurarla, por vez primera.  

Con ello se reiniciaba un periodo de libertades políticas con la abolición de 

la Inquisición, la libertad de los presos políticos, la libertad de imprenta, la vuelta 

de los exiliados, la reposición de los ayuntamientos constitucionales, de las 

diputaciones, y la creación de una junta provisional consultiva que el 22 de marzo 

de 1820 convocó a elecciones a Cortes, al tiempo que, a instancias de la propia 

Junta, el rey nombró a un nuevo gabinete ministerial con Antonio Porcel como 

secretario de Ultramar.1 

Con ello se reinició el segundo periodo constitucional español, que para el 

caso de la Nueva España se insertó en una serie de acontecimientos políticos 

importantes como la consumación de la independencia en marzo de 1821 

encabezada por el ejército trigarante al mando de Agustín de Iturbide.  

                                                 
1
 Chust, Manuel, Federalismo Avant La Lettre en las Cortes Hispanas, 1810-1821, Universidad 

Jaume I. Castellón, en prensa, p. s/n.  



 90 

Todos estos sucesos más aparte los internos de las regiones, en nuestro 

caso San Luis Potosí son los que animan la estructura del presente capítulo; así 

como la instalación de la diputación provincial. Para tal fin lo dividí en tres 

apartados, en el primero hago una revisión del restablecimiento del 

constitucionalismo español en Nueva España, las disposiciones de las Cortes 

respecto a la Nueva España y el proceso electoral en el virreinato; en el segundo 

recreo el proceso que se vivió en San Luis Potosí durante los años de absolutismo 

y la insurgencia; y en el tercero abordo lo referente al proceso interno de 

elecciones para diputados y el establecimiento de la diputación provincial de San 

Luis Potosí en este periodo.  
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El RESTABLECIMIENTO DEL CONSTITUCIONALISMO ESPAÑOL EN NUEVA 

ESPAÑA 

Durante casi todos los años de absolutismo de Fernando VII a su regreso al trono 

español logró sofocar las revueltas anuales contra su tiranía, sin embargo el 

descontento se había generalizado tanto por toda España hacia 1820 que todas 

las ciudades se unieron para exigir la restauración del gobierno constitucional 

según las normas de la Constitución de 1812. La insurrección de las tropas 

mandadas por Rafael del Riego y Antonio Quiroga dio inicio a un movimiento tan 

poderoso, que el 7 de marzo de 1820, el monarca creyó prudente acceder a la 

demanda. Dos días más tarde, ante una junta provisional que él mismo estableció 

con el propósito de que lo aconsejara hasta que pudieran reunirse las Cortes, juró 

guardar la Constitución.2 

Las noticias de esos acontecimientos empezaron a llegar a México a finales 

de abril, pero los que tenían la autoridad se mostraban renuentes a publicarlas. No 

obstante el cabildo de la ciudad de Campeche, uno de los primeros de México en 

jurar adhesión a la reinstaurada Constitución sí las publicó el 8 de mayo de 1820, 

y al día siguiente instaló su ayuntamiento constitucional. Tan sólo cinco días más 

tarde, el 13 de mayo, Yucatán, la primera provincia en instalar la diputación 

provincial, fue la primera en reinstalarla.  

                                                 
2
 Benson, Nettie Lee, La Diputación Provincial y el Federalismo Mexicano, México, El Colegio de 

México – Universidad Nacional Autónoma de México, 1994, p. 55. 
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En la ciudad de México, el virrey Juan Ruiz de Apodaca, conde de 

Venadito, tuvo un acuerdo el 4 de mayo de 1820 por el cual resolvió aguardar 

instrucciones oficiales de España antes de tomar alguna decisión; pero, cuando el 

30 de mayo llegó la noticia de que la Constitución había sido proclamada en 

Veracruz, Apodaca se vio forzado a actuar y, el 31 de mayo, sin esperar órdenes, 

la juró él también.3 

Durante los meses siguientes, varias ciudades y poblados de todo el 

virreinato informaron que habían jurado adhesión a la constitución en ceremonias 

formales y que habían establecido o restaurado los ayuntamientos 

constitucionales. 

Puesto que la Constitución permitía el establecimiento de ayuntamientos en 

áreas urbanas con una población de mil o más individuos, la Carta dio pie a una 

ampliación radical del número de ciudades y poblaciones en la Nueva España que 

podían tener municipalidades.  

Los dirigentes principales del virreinato de la Nueva España también 

restituyeron las diputaciones provinciales, que eran el segundo peldaño del 

gobierno local. Durante el primer periodo constitucional fueron fundadas seis 

diputaciones provinciales: Nueva España, Nueva Galicia, Yucatán, San Luis 

Potosí, Provincias Internas de Oriente y Provincias Internas de Occidente. Dos de 

ellas reinstalaron sus antiguas diputaciones en 1820: Yucatán el 13 de mayo, y 

Nueva España, el 20 de julio.  

Como ya había ocurrido antes, en 1812-1813, la Nueva España estableció 

una junta preparatoria para organizar las elecciones. Procesos similares tuvieron 

                                                 
3
 Ibid., pp. 56-57. 
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lugar en otras regiones en 1820: Yucatán y Nueva Galicia celebraron elecciones 

en agosto, Nueva España y San Luis Potosí, en septiembre; las Provincias 

Internas de Oriente, en octubre, y las Provincias Internas de Occidente, en 

noviembre. De modo que, para fines del año, había seis diputaciones provinciales 

de reciente elección funcionando en el antiguo virreinato de la Nueva España.4 

Las elecciones para las seis diputaciones provinciales del virreinato de la 

Nueva España tuvieron lugar entre agosto y noviembre. Se llevaron a cabo por 

separado dos elecciones para diputados a cortes: la primera, para las cortes de 

1821-1822, se celebró de manera rápida en el otoño de 1820, y la segunda, para 

la sesión parlamentaria de 1822-1823, comenzó en diciembre de 1820. Así, de 

junio de 1820 a marzo de 1821, las campañas electorales y las elecciones fueron 

la principal preocupación de la población novohispana políticamente activa, la cual 

tal vez alcanzó en número los cientos de miles.5 

La junta preparatoria electoral de la Nueva España, convocada por el virrey 

Juan Ruíz de Apodaca, expidió el 11 de julio un bando en el que exponía los 

arreglos electorales. El territorio de la jurisdicción de esta junta fue descrito como 

el correspondiente a la Audiencia de la Nueva España, con excepción de la 

provincia de Yucatán y de las Provincias Internas de Oriente, cada una de las 

cuales fue autorizada por las instrucciones reales del 24 de marzo para tener su 

propia junta preparatoria electoral. Las divisiones electorales de la Nueva España 

fueron declaradas idénticas a las de 1812 y 1813 y todos los partidos electorales, 

                                                 
4
 Rodríguez O., Jaime E., La transición de Colonia a Nación: Nueva España, 1820-1821, en 

Historia Mexicana, Vol. XLIII, núm. 2, 1993, pp. 271-272. 
5
 Ibid., p. 276. 
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con pocas excepciones, tendrían los mismos límites de los subdelegados o 

corregimientos.  

El artículo 8 del mismo bando trataba del nombramiento de diputados a la 

Diputación provincial. En él se indicaba que serían restaurados dos de esos 

cuerpos en la Nueva España y que tendrían su sede, uno, en la ciudad de México 

y, el otro, en la intendencia de San Luis Potosí; se disponía además que el lunes 

18 de septiembre, una vez terminada la elección de diputados a Cortes, los 

electores de partido, reunidos en las capitales de las intendencias de México, 

Puebla, Oaxaca, Michoacán y Veracruz y de las provincias de Querétaro y 

Tlaxcala, debían proceder a nombrar un diputado (México, Puebla y Oaxaca 

nombrarían también un suplente cada una) a la Diputación provincial de la Nueva 

España; y los electores de partido que se reunieran en la capital de la intendencia 

de San Luis Potosí y los que se reunieran en la capital de la intendencia de 

Guanajuato debían nombrar a tres diputados y un suplente y a cuatro diputados y 

dos suplentes, respectivamente, a la Diputación provincial de San Luis Potosí.6 

El 4 de octubre de 1820, Ramos Arizpe y José Mariano Michelena 

presentaron a las Cortes una iniciativa en la que solicitaban en el punto 5º que la 

diputación provincial de San Luis Potosí tuviera jurisdicción sobre la provincia e 

intendencia de Zacatecas. Cuando se leyó por tercera vez la propuesta el 2 de 

noviembre de 1820, las comisiones unidas sobre Diputaciones provinciales y 

Asuntos de ultramar que habían estudiado el asunto, informaron respecto al punto 

5º el traspaso de la intendencia de Zacatecas a la jurisdicción de la Diputación 

                                                 
6
 Benson, Op. Cit., pp. 58-59. 
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provincial de San Luis Potosí.7Sin embargo esta disposición nunca se llevó a cabo 

y se tuvo que implementar como se había contemplado en el bando con la de 

Guanajuato. 

Hacia el 1º de marzo de 1821 cuando se reunieron las Cortes generales de 

1820-1821 en su segundo periodo de sesiones, los diputados americanos habían 

ganado apoyo considerable a favor de su demanda de más diputaciones 

provinciales en la Nueva España. Uno de los principales argumentos de dichos 

diputados fue que las intendencias del virreinato cumplían con los requisitos 

legales para que en ellas se establecieran diputaciones provinciales, hay que 

recordar que el territorio estaba dividido en doce intendencias.  

Así el decreto en que se ordenaba la creación de diputaciones provinciales 

en todas las intendencias ultramarinas en las que tales cuerpos no hubieran sido 

establecidos fue expedido el 9 de mayo de 1821. Ejemplares impresos del mismo 

fueron enviados a los jefes políticos de las provincias americanas y doscientos de 

ellos fueron distribuidos el 17 de mayo entre los diputados a Cortes.8 

El 1º de marzo el virrey Apodaca envió un informe a la Diputación provincial 

(de la Ciudad de México) en el que daba cuenta de la actitud que adoptó con el 

ayuntamiento de la Ciudad de México cuando supo por el arzobispo y el regente 

de la audiencia sobre el proyecto de Iturbide de independizar a México de la 

monarquía española.  

El 5 de marzo Apodaca envió un nuevo informe a la Diputación en que 

afirmaba que Iturbide se aproximaba a la ciudad capital y que estaba adoptando 

                                                 
7
 Ibid., p. 62. 

8
 Benson, Op. Cit., pp. 67-69. 
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todas las precauciones para impedir su entrada; asimismo convocaba a ese 

cuerpo a cumplir con sus deberes.  

El 5 de julio de 1821, con Iturbide haciéndole frente, las instituciones 

políticas bajo su mando desafiándolo y los militares también bajo su mando 

presionándolo para que adoptase medidas más severas, Apodaca que en 1816 

había recibido de Félix María Calleja el virreinato de la Nueva España, decidió que 

estaba harto. Dirigió entonces una carta a la Diputación provincial de la Nueva 

España en la que le notificaba que ese día había acordado con el mariscal de 

campo Francisco Novella que, por el bien de la nación, había entregado a éste los 

mandos militar y político de esos reinos.9 

Mientras todo ello ocurría en la Nueva España, en la metrópoli Fernando VII 

y en las Cortes los diputados, en particular los mexicanos, llevaban a cabo otras 

actividades relacionadas con ese territorio de ultramar. Entre ellas, el 16 de enero 

de 1821, el nombramiento de Juan O’Donojú, primero como capitán general en 

sustitución de Juan Ruíz de Apodaca y, después el 24 del mismo mes, como jefe 

político de la Nueva España.  

O’Donojú llegó al puerto de Veracruz el 30 de julio, a la 1:15 de la tarde, y 

casi inmediatamente se trasladó al castillo de San Juan de Ulúa. Veracruz estaba 

todavía en manos del gobierno español; sin embargo, se encontraba sitiado desde 

el 7 de julio y toda comunicación con el interior había sido cortada.  

O’Donojú envió un mensaje a Iturbide el 6 de agosto en el cual le señalaba 

que había sostenido correspondencia y tenía relaciones de amistad con los 

americanos más distinguidos del imperio y que a las insinuaciones y estímulos de 

                                                 
9
 Ibid., pp. 74-77. 
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éstos se había debido que aceptara el cargo. O’Donojú terminaba su carta 

diciendo a Iturbide que estaba en las manos de éste el que pudiera llegar a salvo a 

la ciudad de México para hacerse cargo de su puesto y lograr la conciliación. 

Iturbide, que entonces se encontraba en Puebla, aprovechó 

inmediatamente la oportunidad para legalizar su movimiento. Respondió a 

O’Donojú el 11 de agosto y arregló una reunión con él en Córdoba, donde el 24 de 

agosto firmaron el tratado que lleva el nombre de esa ciudad. 

En los 17 artículos del tratado se reconocía a México como una nación 

independiente y soberana que debía ser gobernada por un sistema monárquico 

constitucional moderado, encabezado de preferencia por Fernando VII o, si éste 

renunciaba a ello, por uno de los príncipes españoles. Incluía la mayoría de las 

cláusulas del Plan de Iguala y disponía el establecimiento inmediato de una junta 

de gobierno provisional, de la que O’Donojú sería miembro, o una regencia que 

ejerciera el poder ejecutivo hasta la llegada de Fernando VII o uno de los 

príncipes. 

O’Donojú prometió valerse de su cargo y autoridad para ver que las tropas 

que tenían el dominio de la ciudad de México salieran de la capital sin que hubiese 

un derramamiento de sangre innecesario, para después permitir el establecimiento 

del nuevo gobierno provisional.10 

Mediante la firma del tratado, O’Donojú logró abrirse paso, al menos por el 

momento, a través de la región de México que se encontraba bajo el dominio de 

las fuerzas independentistas. Ahora tendría que sortear aquella que dominaba 

Novella. Pudo haberlo logrado con la ayuda de las instituciones constitucionales 

                                                 
10

 Ibid., pp. 83-85. 
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establecidas en la ciudad de México, en particular la Diputación Provincial de la 

Nueva España y el ayuntamiento de la ciudad, pues ninguno de esos cuerpos 

reconocía la autoridad de Novella para ejercer el gobierno político y estaban 

ansiosos por colaborar con O’Donojú, la autoridad nombrada por el rey. 

El 13 de septiembre Novella se entrevistó con O’Donojú y al día siguiente 

en una sesión de la Diputación provincial y el ayuntamiento, Novella les anunciaba 

que había aceptado obedecer las órdenes de O’Donojú, el capitán general y jefe 

político de Nueva España.  

O’Donojú entró a la ciudad de México el 26 de septiembre a las cinco de la 

tarde y fue recibido como capitán general por salvas de artillería. El ayuntamiento 

de la ciudad de México lo agasajó con una cena en la que corrió el vino, la 

Diputación provincial y otras corporaciones lo felicitaron como colaborador a la 

independencia mexicana y fue hospedado en la casa del conde de Jaral de Berrio. 

Al día siguiente, el capitán general Juan O’Donojú y los miembros de la 

Diputación provincial de la Nueva España dieron la bienvenida a Agustín Iturbide 

al antiguo palacio virreinal de la ciudad de México donde fue recibido con gran 

entusiasmo. México se hizo independiente en ese momento.  

Así bajo todos estos acontecimientos políticos en 1821 quedaron 

constituidos en territorio mexicano las siguientes diputaciones provinciales e 

intendencias: Nueva Vizcaya, Sonora y Sinaloa, Provincias internas de Oriente, 

San Luis Potosí, Zacatecas, Guadalajara, Guanajuato, Valladolid de Michoacán, 

México, Puebla, Veracruz, Oaxaca, Yucatán y Chiapas.11 

 

                                                 
11

 Ibid., p.70. 
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SAN LUIS POTOSI DURANTE LOS AÑOS DE ABSOLUTISMO Y LA 

INSURGENCIA 

 

Ya se abordó en el aparatado anterior lo referente al contexto general para los 

años del periodo del presente corte. A continuación presento en primer lugar un 

resumen acerca de lo que pasaba en la región de San Luis Potosí, para 

posteriormente pasar a la implementación de la Diputación Provincial de San Luis 

en noviembre de 1820. 

 Es difícil pensar en San Luis Potosí como un territorio de cambios drásticos, 

sobre todo en sus costumbres, tradiciones y filiación política de la población. 

Durante todo el virreinato el territorio que ahora corresponde a la zona de San Luis 

Potosí, estaba íntimamente relacionado con poblaciones de otras regiones, 

constituyendo una red de relaciones, las cuales establecieron y consolidaron 

núcleos de poder mayoritariamente de ascendencia española que mantenía filias 

estrechas con la corona y la iglesia; por eso siempre actuaron en protección de 

sus intereses y mantuvieron una posición de apoyo al gobierno monárquico del 

imperio mexicano. 

 Esto se puede constatar al observar el apoyo que brindaron los potosinos al 

ejército de Calleja, para después convertirse en las fuerzas de Iturbide y, 

posteriormente, ante la presencia de Santa Anna, se mantuvieron a favor de la 

monarquía sin adherirse a la propuesta republicana del Plan de Casa Mata. 

 En otro de los aspectos en el cual se puede constatar esta situación es 

dentro del proceso de independencia y después durante los primeros años de vida 
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independiente, los potosinos adquirieron un interés cívico por los asuntos políticos 

y de gobierno, los cuales no abandonarían hasta la actualidad, estando siempre 

presentes en la vida nacional.  

 Es durante este periodo que con los procesos electorales, primero para 

elección de diputados en las cortes españolas y miembros en ayuntamientos; 

después para las diputaciones provinciales y los dos congresos constituyentes, 

que entre la sociedad potosina hubo mayor participación dando continuidad a los 

que posteriormente conformarían los grupos de poder local. Sin olvidar que 

durante este periodo ya existían ciertas familias con marcada influencia en el 

gobierno, la que ejercían a través de su poder económico y sus relaciones con las 

autoridades civiles, militares y religiosas. 

 Aunque para la historiografía nacional la segunda etapa de la Insurgencia 

ha sido considerada a partir de 1814 concluyendo en 1821; para el caso de San 

Luis Potosí, tocar los primeros años de esta segunda etapa resulta irrelevante 

porque al parecer, de acuerdo con las noticias que refieren los autores potosinos, 

después de los levantamientos de los legos Herrera y Villerías, la toma de San 

Luis por don Mariano Jiménez y algunos otros sucesos ocurridos antes de 1814 en 

el territorio potosino, se sobrevino una etapa de paz solo interrumpida por los 

esporádicos ataques de pequeñas partidas de rebeldes de poca importancia, en el 

Valle de San Francisco hasta los límites con Guanajuato.12 

 No fue sino hasta 1815 cuando la tranquilidad potosina se vio nuevamente 

alterada, ya que le brigadier insurgente Fernando Rosas, quien fuera el primer 

                                                 
12

 Velázquez, Primo Feliciano, Historia de San Luis Potosí, San Luis Potosí, Archivo Histórico del 
Estado, 1968, tomo III, pp.81-93. 
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Comandante General Insurgente en esta provincia tuvo un encuentro con los 

realistas en el rancho Redondo, donde fue tomado prisionero y remitido a la cárcel 

de San Luis, la cual dejó solo para ser fusilado el 22 de agosto después del juicio 

sumario que se le siguió a él y a los dos oficiales que con él habían sido 

apresados.  

 Fernando Rosas, quien dijo tener 26 años y ser natural del Real de Xichú, 

declaró también haber participado en la toma de Granaditas, las Cruces, Aculco, 

Guanajuato, Salamanca, Quinteros, Puente de Nieto, Fuerte de Mellado, Dolores, 

San Pedro, San Felipe, San Miguel el Grande, Ciénega de Mata, Jaral, Ojuelos y 

Juríca. Sustituyó al doctor Cos y recibió el título de jefe de provincia. Era ahijado 

del Cura Hidalgo y por algún tiempo actuó en calidad de Comandante; antes de 

morir le escribió a su padrino informándole de su muerte y encomendándole a su 

familia.13 

 Después de la muerte de Rosas, en San Luis todo pareció volver a la calma 

durante dos años más como si la insurgencia hubiera quedado totalmente 

dominada. En realidad no era que los insurgentes se hubieran acabado en el 

territorio, sino que habían quedado sin líderes y por ello se habían dispersado 

buscando refugio en las sierras y lugares apartados de la capital donde se 

encontraba el grueso de los realistas. 

 Cuando llegó el español Francisco Javier Mina a Soto la Marina en 1817, la 

inquietud volvió a sentirse entre la población potosina. Mina se encaminó hacia el 

interior en busca de grupos insurgentes. Se dirigió a Ciudad del Maíz que estaba 

defendida por el realista Cristóbal Villaseñor, con quien tuvo su primer encuentro 

                                                 
13

 Idem. 
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en un lugar conocido como el pueblecito de Lobos. Después, cerca del Valle de 

San José, donde seis años antes el lego Herrera y el brigadier habían combatido 

contra el realista García Conde, Mina derrotó a Villaseñor de tal manera que pudo 

entrar al pueblo y descansar sus tropas.14 

 El 10 de junio de 1817, el grueso de las tropas de Mina salió rumbo a San 

Luis, aunque él salió un día después con un grueso de 60 hombres dejando solo 

ocho para observar los movimientos del realista Benito Armiñán, que los perseguía 

con tropas realistas que venían desde Altamira. Antes de llegar a San Luis se 

detuvo en la hacienda de Peotillos. El día 15 llegaron allí las tropas de Armiñán 

dándole alcance y se enfrentaron con Mina, quien derrotó nuevamente a los 

realistas.15 

 Mina salió de Peotillos el día 16, dejando solo a los heridos de ambos 

bandos y se encaminó con sus tropas hacia la Hedionda, la actual Moctezuma. 

Armiñán entonces ocupó la Hacienda de Peotillos, pero dándose cuenta que Mina 

había quemado todos sus bagajes para marcharse rápidamente, desistió de 

perseguirlo pero en cambio, alteró los hechos y las noticias de la batalla 

declarando que la acción de Peotillos había resultado una derrota para Mina. 

 Aunque Peotillos queda relativamente cerca de la capital potosina, Mina 

siguió una marcha zigzagueante evitando tocar la ciudad de San Luis Potosí, pasó 

por la Hacienda de Bocas, al norte, se dirigió a la Hedionda y de allí a Pinos, 

siempre buscando el núcleo más considerable de insurgentes que era el que 

operaba por la Sierra de Comanja bajo las órdenes del padre Torres.  

                                                 
14

 Montejano y Aquiñaga, Rafael, El Valle del Maíz, San Luis Potosí, Archivo Histórico del Estado 
de San Luis Potosí, 1989, p.209.  
15

 Velázquez, Op.cit., p.89. 
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 Mina tuvo algunas victorias y también fracasos hasta que, el 11 de 

noviembre de 1817 en la cumbre del Cerro del Bellaco fue apresado y fusilado a 

los 29 años de edad. Después de la muerte de Mina, no solo en San Luis Potosí, 

sino en todo México16, parecía que la causa de la Independencia había quedado 

aniquilada, pues muertos sus principales líderes, solo Guerrero continuaba con la 

lucha a través de guerrillas en las sierras del Sur, pero sin avances considerables 

porque ni los realistas subían a buscarlo ni él se alejaba mucho de su refugio en la 

sierra.  

 En los primeros meses de 1818, el virrey Ruíz de Apodaca por conducto del 

Brigadier Torres, comandante de la Brigada de San Luis, ordenó que se 

disolvieran las fuerzas realistas de Pueblos, Haciendas y cualquier lugar de la 

provincia. La vigilancia sería cubierta por el Regimiento de Zamora en los límites 

con Guanajuato, mientras que para la ciudad, se formarían dos compañías, una de 

comerciantes y otra de artesanos, las cuales no obtendrían ninguna remuneración. 

Aunque en realidad estas compañías no llegaron a formarse.17 

 En general, las consecuencias de la lucha de Independencia en San Luis se 

aprecian en la falta de movilidad económica. Los comercios estaban cerrados, la 

industria paralizada al igual que la minería y la agricultura.18Los habitantes fueron 

diezmados porque de esta provincia salieron muchos de los hombres que 

formaron las fuerzas armadas para combatir a los insurgentes.  

                                                 
16

 Rodríguez Barragán, Nereo, Historia de San Luis Potosí, San Luis Potosí, Sociedad Potosina de 
Estudios Históricos, 1969, pp.53-56. 
17

 Muro, Manuel, Historia de San Luis Potosí, San Luis Potosí, Imprenta, litografía y 
encuadernación M. Esquivel y Cía. 1910, tomo I, pp.168-169. 
18

 Peña, Francisco, Historia de San Luis Potosí, San Luis Potosí, 1965, p.26. 
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 En fin, estos años EN lo que respecta a la provincia de San Luis se vivió 

una paz relativa, hay que recordar también que la presencia de Félix María Calleja 

en la entidad influyó para que se dieran o no determinados acontecimientos, sobre 

todo siendo el virrey de la Nueva España de 1813 a 1816. 
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LA DIPUTACION PROVINCIAL DE SAN LUIS POTOSI 

Entre tanto, la lucha se libraba en el terreno legislativo. El 1 de julio de 1820, 

acatando las disposiciones de la Constitución monárquica, se eligió y se instaló en 

San Luis Potosí el primer Ayuntamiento Constitucional. La provincia de San Luis 

eligió diputados en las Cortes Españolas durante el bienio de 1821-1822, 

resultando electos don Matías Martín de Aguirre y el doctor don José María 

Vargas, a quienes se les proveyó de viáticos para su viaje.  

 Pero antes de que los diputados pudieran embarcarse para España y entrar 

en funciones, el coronel Agustín de Iturbide proclamó el Plan de Iguala en 1821, 

con el cual la Nueva España quedaba separada de la metrópoli española, tanto en 

lo político como en lo económico y se invitaba a Fernando VII a venir 

personalmente o a enviar algún descendiente para que gobernara en estas tierras 

y, a menos que ninguno aceptara, el país buscaría un régimen propio.19 

 No consta como fue, si por los ideólogos como Gorriño y Arduengo, Tomás 

Vargas, José María Guillén y Diego de Bear y Mier, políticos y diputados los 

cuatro, o por obra de la transformación que se fue efectuando en toda la Nueva 

España en orden a la Independencia. El hecho es que en San Luis, hacia 1818 

comenzó el cambio. La apertura política se inició con las Cortes de Cádiz, para las 

que fue electo José Florencio Barragán que como sabemos nunca llegó por haber 

muerto antes de ser embarcado. 

 La diputación provincial que había sido abolida por Fernando VII en 1814, 

se restableció en todas las provincias de la Corona Española en 1820, como 
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dictaba la Constitución de Cádiz (que fue reconocida y jurada por Fernando VII)20 

de 1812 en el artículo 325. Esta debía constar de un presidente, que era el mismo 

jefe político de la provincia, el intendente de Ramo de Hacienda y siete miembros 

electos cada año por electores de partido, renovándose anualmente por mitad y 

eligiéndose tres suplentes.  

 La provincia de San Luis no fue la excepción. Al punto en que los últimos 

insurgentes que habían quedado dispersos en el territorio se acogían al indulto, se 

continuaba la lucha en el campo político. En San Luis se eligieron nuevos 

miembros para formar lo que sería la Diputación provincial. La provincia de San 

Luis eligió para diputados en Cortes Españolas durante el bienio de 1820-1821 al 

coronel Don Martín Matías Aguirre y al doctor don José María Vargas.21 

 Mientras tanto en España los diputados americanos Ramos Arizpe y José 

Mariano Michelena el 4 de octubre de 1820 presentaron a las Cortes una iniciativa 

en la que solicitaban en el punto 5º que: la diputación provincial de San Luis 

Potosí tuviera jurisdicción sobre la provincia e intendencia de Zacatecas. Ramos 

Arizpe señaló que “el objeto de esos cambios era dar mejor dirección a los 

asuntos de las intendencias de Zacatecas, San Luis Potosí, y Michoacán”22… A 

ello las comisiones unidas sobre Diputaciones provinciales y Asuntos de ultramar 

señaló que “…apoyaban completamente el establecimiento de una diputación 

provincial en Valladolid de Michoacán, con jurisdicción sobre el territorio de las 

intendencias de Michoacán y Guanajuato, y el traspaso de la intendencia de 

                                                 
20

 El decreto del 7 de marzo de 1820 de Fernando VII donde anuncia el juramento a la Constitución 
de Cádiz, fue publicado en San Luis Potosí por bando del 11 de julio siguiente. En el Valle del Maíz 
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acuerdo con la constitución de la monarquía.  
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Zacatecas a la jurisdicción de la Diputación provincial de San Luis Potosí.23Sin 

embargo para el periodo de 1820 – 1821 la diputación provincial de San Luis 

Potosí se estableció con Guanajuato.  

 La Diputación Provincial se instaló el 17 de noviembre de 1820 conforme al 

reglamento expedido para el gobierno económico – político de las Provincias (el 

cual se dio a conocer por medio de circulares a todas las autoridades superiores 

de las provincias). Los diputados que conformaron la Diputación provincial fueron: 

por Guanajuato: don Mariano Marmolejo, Teniente Coronel Lic. Don José María de 

Septiem, don José María Nuñez de la Torre, y el Marqués de San Juan de Rayas; 

por San Luis: Intendente los ejércitos nacionales, caballero de la distinguida orden 

española de Carlos III don Juan Vicente Arze, presbítero don José María Semper, 

cura y juez eclesiástico de las Salinas del Peñón Blanco capitán don Manuel 

Fernando Ortiz de Zárate, el señor ministro contador de las Cajas Nacionales de 

Hacienda Pública de esta provincia don Diego de Aguirre. Como suplentes por 

Guanajuato: José María Fernández Herrera y Andrés Pérez Soto y por San Luis: 

Víctor Rafael Márquez.24 

 Al mismo tiempo, se comenzaron a aplicar nuevos reglamentos para la 

formación y elección de Ayuntamientos. Para elegir a los miembros que debían 

componer un Ayuntamiento se señaló que el número de integrantes dependería 

del número de habitantes. Siguiendo este reglamento a San Luis le tocó tener dos 
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alcaldes, ocho regidores y dos síndicos, aunque en los primeros años de vida 

independiente25, el número de alcaldes aumentó a cuatro.26 

 En junio de 1820 fue publicado el Decreto donde se declaraban vigentes las 

leyes que se habían declarado nulas en 1814, al disolver las cortes 

extraordinarias. El primero de julio se instaló el nuevo ayuntamiento constitucional 

electo conforme a las prescripciones de la Constitución de la Monarquía. En esa 

misma sesión, se acordó que solo se firmarían los documentos que emanaran del 

propio ayuntamiento para facilitar su expedición, mientras se determinaba el 

método adoptado en México.27 

 El Ayuntamiento potosino no había reconocido a la Diputación provincial 

instalada en 1820, alegando que no estaba integrada con todos sus miembros. El 

virrey, resolvió que la Diputación estaba legítimamente constituida; pero el 

Ayuntamiento dudó sobre la competencia del virrey para decidir sobre asuntos que 

solo correspondían al gobierno de Madrid. La animadversión llegó al grado de que 

los diputados y el intendente en su correspondencia llamó al Ayuntamiento 

“cuerpo díscolo, altanero, inconstitucional, compuesto de ricos holgazanes” y 

respondiendo el Ayuntamiento que el Intendente era “inepto, ignorante” y otras 

cosas semejantes, por lo que el Intendente intentó suspender a los regidores y 

ponerlos presos, solicitando para ello la ayuda del Brigadier Torres; pero éste se 

negó.28 
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 Muro, Opc. Cit., pp. 174-175. 
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 Meade, Joaquín, El Nobilísimo y muy ilustre Ayuntamiento de San Luis Potosí y Consejos que lo 
precedieron, 1592-1971, San Luis Potosí, Instituto de Estudios Históricos, AC, 1978, pp. 5-7. 
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 Como fuere la Diputación provincial de San Luis Potosí ya estaba instalada 

para finales de 1820. Para enero de 1821 la diputación provincial se encontraba 

en sesiones formales a partir del 3 de enero, (incluso sin la presencia de los 

representantes por Guanajuato); en esta primera sesión se estipuló con referencia 

a las desavenencias en noviembre de 1820 con el ayuntamiento constitucional 

acordó se informara a dicho cuerpo que la diputación “…solo aspira al beneficio 

público prescindiendo gustosísima de cualquier resentimiento particular…”29 

 Otro de los asuntos relevantes que trató la diputación provincial en esta 

primera sesión fue precisamente el referente a la instalación de ayuntamientos 

constitucionales en los pueblos de San Luis de la Paz, San José Casas Viejas, 

Xichú de indios y Reales de Pozos y Xichú de Españoles, todos pertenecientes a 

la provincia de Guanajuato a petición del Comandante Militar de San Luis de la 

Paz, a lo cual acordó se informara al Intendente de la Provincia y en caso de no 

haber obstáculo se precediera a la instalación de dichos ayuntamientos.  

 La llegada de los representantes por Guanajuato no se haría esperar y en 

sesión del 3 de febrero de 1821 se les tomó el juramento correspondiente  a 

Mariano Marmolejo y José María de Septiem. Estuvo también presente José María 

Nuñez de la Torre (también representante por Guanajuato) sin embargo el 

documento no consta que a él también se la haya tomado protesta.30Quedó como 

presidente de la diputación el marqués de San Juan de Rayas, sin embargo en la 

sesión de 5 de febrero de 1821, se informó que el marqués se encontraba como 
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 AHSLP, Fondo de Provincia, Diputación Provincial, Libro 2º, fojas 1-3.  
30

 AHSLP, Fondo de Provincia, Diputación Provincial, Libro 2º , fojas 3-15.  
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vocal de número en la diputación provincial de México, por lo cual lo sustituyó don 

José María Fernández Herrera. 

 A pesar de que el ayuntamiento no había contestado a la diputación sobre 

su reconocimiento, algunos ayuntamientos de la provincia si lo hicieron, entre ellos 

estuvieron: Charcas, Cedral, Valle del Maíz, Venado y el alcalde de San Pedro 

Piedragorda y el de Salinas del Peñón Blanco.31 

 El 16 de febrero la diputación informó al ayuntamiento constitucional que los 

vocales elegidos en Guanajuato se hallaban reunidos a los de esta capital y que 

dicha diputación “estaba ejerciendo legalmente todas sus funciones…”32  Durante 

este primer periodo de sesiones los principales asuntos que trabajó la diputación 

fueron: establecimiento de ayuntamientos constitucionales, establecimiento de 

escuelas, salarios para funcionarios, revisión de caminos y la cuestión de censo y 

estadística. 

 Este último tuvo pronta respuesta ya que en la sesión del 13 de marzo de 

1821 recibió la diputación provincial los planes estadísticos de los ayuntamientos 

constitucionales de Ríoverde, Salinas, Alaquines y Divina Pastora, ascendiendo el 

censo del primero a 16,406 habitantes, el del segundo (con inclusión de las 

Salinas de Santa Clara) a 4,914, el tercero a 5,075 y el cuarto a 1,336 

habitantes.33Para abril se presentaron los censos de la Villa de Santa Elena en 

partido de Ríoverde y del pueblo de San Jerónimo del Agua Hedionda en el del 
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Venado, ascendiendo el censo del primero a 4,124 personas, y el del segundo a 

3,297.34 

 Un acontecimiento de relevancia se daría también en mayo de 1821, ya que 

por decreto español se autorizó la implementación de seis diputaciones 

provinciales más: la de Arizpe, por las provincias de Sonora y Sinaloa, y las de 

Guanajuato, Michoacán, Oaxaca, Veracruz y Zacatecas, cosa que no demoraron 

en hacerlo. Hacia octubre de 1821 había ya en México al menos ocho 

diputaciones provinciales en funciones: la de Guadalajara, las de las Provincias 

Internas de Oriente y las Provincias Internas de Occidente y las de México, San 

Luis Potosí, Yucatán, Puebla y Chiapas.35 

 Mientras tanto Iturbide que en los últimos años, al igual que otros militares y 

políticos, venía albergando la idea de independencia de la Corona Española; en 

Iguala, celebró una junta con los jefes de los cuerpos mexicanos y los europeos, 

acordándose en ella proclamar el Plan que desde México Iturbide llevaba 

redactado. Este se proclamó el 24 de febrero y en él se declaraba la 

Independencia de México.36 

 En la ciudad de San Luis, algunos oficiales se organizaron y abandonaron 

la ciudad dirigiéndose a la Villa de San Francisco con 85 hombres para adherirse 

al Plan de Iguala. Allí se hicieron de dinero para el socorro de su tropa. El 

Brigadier Torres, entonces a cargo de la plaza de San Luis, no los persiguió, por lo 

que el ayuntamiento y algunos españoles de la ciudad interpretaron que Torres 

                                                 
34

 AHSLP, Fondo de Provincia, Diputación provincial, Libro 3º , fojas 1-16.  
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 Benson, Op.cit., p.93. 
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estaba de acuerdo con Iturbide o bien, era inepto y moroso en el cumplimiento de 

su deber, por lo cual lo acusaron ante el virrey Ruiz de Apodaca, quien lo sustituyó 

por el coronel Pérez de San Julián, el cual reparó las fortificaciones y reorganizó 

las tropas urbanas y rurales poniendo a la ciudad en un excelente estado de 

defensa.37 

 Los capitanes emplazados en San Luis Potosí que abrazaron el Plan de 

Iguala fueron Manuel Tovar, Nicolás Acosta y José Márquez. Sin embargo, no 

puede considerarse esta la primera adhesión popular, porque los vecinos del Valle 

de San Francisco fueron obligados a celebrar aquel acto y, en cuanto los militares 

se retiraron, el pueblo volvió a la obediencia del gobierno español.38 

 A los pocos días también Juan José Zenón Fernández en la plaza de Río 

Verde proclamaba “la dulce voz de la Independencia”.39La primera población 

potosina donde se proclamó la independencia fue Ríoverde el 24 de febrero, 

después se hizo en el Valle de San Francisco, en las Villas de Santiago de los 

Valles, el Valle de Santa Isabel de Armadillo y el Valle del Maíz.40 

 Iturbide mientras tanto, había nombrado comandante general de San Luis al 

coronel José Antonio Echávarri, quien emprendió la marcha con la brigada a su 

mando. Este coronel hizo avanzar una sección mandada por el teniente coronel 

Manuel Tovar el cual llegó a San Luis el 24 de junio de 1821 y se estacionó en la 

Plaza de San Sebastián. Entonces Tovar envió comunicaciones al ayuntamiento 

potosino, en las cuales exigía que se le dejara entrar en la ciudad y el 
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ayuntamiento contestó que podría hacerlo, siempre bajo la condición de que se 

hiciera cargo de la conservación del orden público. Las fuerzas de Tovar pasaron 

entonces a acuartelarse en el Convento de San Agustín. 

 Entonces el coronel Echávarri citó a una junta de vecinos, corporaciones 

civiles y eclesiásticas, además de los pueblos y los barrios, para ponerse de 

acuerdo con respecto al día y hora en que se juraría la independencia proclamada 

por Iturbide, así como las fiestas y celebraciones que habrían de solemnizar el 

acto. El intendente José Manuel Acevedo en diciembre de 1821,  hizo juramento 

solemne a la Junta Provisional Gubernativa del Imperio Mexicano, protestando 

obedecer sus decretos y observar las garantías de Iguala.41Es en el acta 

levantada durante este acontecimiento que aparece por última vez este personaje, 

porque por disposición de la Regencia se encargó de la jefatura política de la 

provincia don Juan María de Azcárate, comenzando a ejercer en 1822.  

 Con respecto a este cambio existe una discrepancia entre los autores, 

porque mientras Nereo Rodríguez Barragán nos hace ver que Acevedo fue 

suspendido en la Jefatura Política debido a la independencia y la suspensión de la 

Intendencia, Primo Feliciano Velásquez asegura que éste renunció alegando estar 

muy viejo y cansado. Lo cierto es que en las actas de Cabildo de 1822, aparece la 

renuncia de Acevedo diciendo que se retira del cargo por “jubilación”.42 

 La proclamación de la independencia en la ciudad de San Luis Potosí se 

hizo por medio de una comitiva formada por el ayuntamiento y la diputación 

                                                 
41

 AHSLP, Fondo del Ayuntamiento, año 1823, legajo 1, exp.3 que dice Juramento de 
Independencia, foja 1.  
42

 AHSLP, Fondo antiguo del Ayuntamiento, año 1823, legajo 1, exp.5 que dice Actas de Cabildo 
1821-1822, foja 8.  



 114 

provincial. El segundo alcalde; capitán Juan Antonio Gómez, a viva voz por las 

plazas proclamaba:  

“San Luis Potosí, San Luis Potosí, San Luis Potosí por la Independencia 
Americana, viva la Religión, viva la independencia de esta América 
septentrional, viva la unión entre los americanos y los europeos sus 
habitantes. A lo cual correspondieron con voces, vivas, aclamaciones, 
salvas de fusil y repique de campanas todos los pobladores, siguiendo la 
comitiva por la calle de la Concepción y llegándose hasta el Mesón de 
San Agustín donde volvió a proclamarse…”43 

 

Al jurarse en San Luis el plan de Iguala, el 11 de diciembre de 1821, cesó en sus 

funciones el último intendente don Manuel Jacinto de Acevedo y, con el título de 

“jefe político”, asumió el mando de la provincia el general Juan María Azcárate44de 

acuerdo con la constitución de Cádiz que seguía vigente.  

 San Luis Potosí contó con seis intendentes que fueron: Bruno Díaz 

Salcedo, Vicente Bernabeu, Onésimo Durán, Manuel Ampudia, el doctor José 

Ignacio Vélez y Manuel Jacinto Acevedo, este último había sido nombrado por la 

Junta Gubernativa Central a nombre de Fernando VII, depuesto por los 

insurgentes y restablecido por Calleja, Primo Feliciano Velázquez lo señala como 

un hombre apático, achacoso y de poco carácter, sin embargo fue quien fungió 

como intendente durante todo el proceso de Independencia.  

 A raíz de la independencia se avivaron las gestiones de las provincias, 

ahora ante la Junta Provisional y la Regencia, ambas instituidas por Iturbide y de 

las cuales él mismo era el presidente. Fue entonces que el territorio potosino se 

modificó. La extensa intendencia de San Luis Potosí se dividió en las Provincias 

de San Luis Potosí, Nuevo Reino de León, Santander, Coahuila y Texas.  
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 La abolición de las intendencias que sobrevino con la independencia afectó 

el territorio potosino, que siendo intendencia había sido muy extenso, después de 

la independencia quedó reducido a casi su actual delimitación. 

 La provincia de San Luis a su vez, quedó constituida por ocho partidos: 

Charcas, Guadalcazar, San Luis, Santa María del Río, Río Verde, Salinas del 

Peñol Blanco, Venado y Villa de Valles.45 

 En la convocatoria para elecciones del Constituyente se previno, con ese 

objeto, que las intendencias omisas designaran sus diputaciones. El decreto 

quedó redactado el 15 de noviembre de 1821, en el artículo convocaba a elegir en 

las provincias a los diputados que participarían en el Congreso Constituyente. El 2 

de febrero de 1822 fueron electos diputados por San Luis al Soberano Congreso 

Constituyente don Juan de Dios Rodríguez y el doctor Pascual de Aranda. Este 

congreso se instaló el 24 de febrero de 1822.46 

 Aunque no tenemos muchas noticias sobre su participación en las sesiones, 

sabemos que al menos por medio de los decretos emitidos por el propio 

Congreso, se trataron de establecer algunas garantías para el libre ejercicio de los 

diputados congresistas: 

El Soberano Congreso constituyente del imperio mexicano, ha decretado de 
esta fecha lo siguiente. Que no podrá intentarse contra las personas de los 
diputados acción, demanda, ni procedimiento alguno en ningún tiempo, y por 
ninguna autoridad, de cualquier clase que sea, por su opiniones y 
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dictámenes. Lo tendrá entendido la Regencia. Dado en México a 24 de 
febrero de 1822.47 

 En este caso queda muy claro el intento de proteger a los diputados de las 

acciones que la Regencia pudiera ejercer como medio de presión para controlar 

las decisiones del Congreso. De cualquier forma, poco sirvieron estas medidas 

porque el congreso estaba sujeto a la autoridad de Iturbide ya que se había 

formado con personas electas dentro de los adeptos e incondicionales a su 

persona. 

 La convocatoria había sido concebida para atraer a sujetos de la alta 

burguesía eclesiástica, militar y de letras (magistrados, abogados y demás 

profesionistas); así como a la nueva burguesía constituida por los industriales y 

comerciantes, porque se preveía que fueran “sujetos instruidos en los ramos más 

importantes”,48lo que excluía a obreros y campesinos. 

 Por medio del decreto del 24 de febrero de 1822 quedó instalado el 

Congreso Constituyente y comenzó a sesionar. Además de la instalación del 

Congreso este decreto ordenó puntos importantes que constituyeron elementos de 

transformación tanto en la forma electoral como en la forma de gobierno. 

 En la ciudad de San Luis Potosí, siguiendo las disposiciones del Congreso 

para todos los ayuntamientos y poblaciones del Imperio Mexicano, se realizó el 

Juramento del Congreso Mexicano el 8 de abril de 1822 siendo jefe político don 

Juan María Azcarate. Por medio de este juramento la población y sus autoridades 

se comprometían a obedecer las órdenes y disposiciones del Congreso para 
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sostener la Integridad, Independencia y Libertad de la Nación, la religión Católica 

sin tolerar ninguna otra, sostener el gobierno monárquico moderado del imperio y 

reconocer los llamamientos al trono conforme al tratado de Córdoba.49 

 El 18 de mayo de 1822 con el nombre de Agustín I, el Congreso 

Constituyente proclamó a Iturbide Emperador de México, por 67 votos de los 82 

diputados allí reunidos. Iturbide prestó juramento ante el Congreso el 21 de mayo 

y lo disolvió el 31 de octubre siendo presidente del mismo don Mariano Marín, por 

considerarlo hostil a su persona.50Eligió entonces a 47 miembros del que había 

sido el congreso y con ellos formó la Junta Instituyente que instaló el 2 de 

noviembre presidida por el Marqués de Castañiza.51 

 El señor Azcarate, jefe político de la provincia de San Luis fue quien el 22 

de mayo con todas las tropas de la Provincia y secundado por el pueblo, proclamó 

en San Luis a Iturbide como Emperador de México, tal como acababa de hacerse 

en la ciudad de México.52También la diputación provincial y el ayuntamiento se 

apresuraron a acoger esta proclamación, enviando a Iturbide una felicitación por 

escrito, firmada por los miembros del cabildo: Juan Ma. Azcarate, Ignacio Aztegui, 

Juan N. García Diego, Eusebio Esparza, Ignacio Guerrero, Ignacio del Conde, 

Ignacio Eguía, Félix Gorriño, Antonio Escobar, Antonio Soto, Francisco Condelle, 
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José Vicente Liñán, Ignacio Ortiz y Víctor Rafael Márquez. Además se celebraron 

en San Luis varias fiestas solemnes por la coronación del nuevo Emperador.53 

 Como ya se mencionó por decreto de mayo de 1821 se autorizó la 

implementación de las diputaciones de Guanajuato, Michoacán y Zacatecas, por lo 

cual para el periodo de sesiones de 1822, la diputación provincial de San Luis 

Potosí se separó de la provincia de Guanajuato y formó su institución con 

representes solamente de la provincia potosina. La diputación provincial de 1822 

quedó compuesta por: el licenciado don Ildefonso Díaz de León, don Francisco 

Justo García, don José Eufrasio Ramos, don Apolinario Azpeitia, don Rafael 

Delgado y el capitán don José Pulgar. 

 La diputación provincial de San Luis Potosí ya separada de Guanajuato 

según consta del libro de sesiones encontrado, estuvo trabajando del 3 de 

septiembre de 1822 al 31 de diciembre de 1822. A esta diputación se anexaron 

don Ignacio Rayón el 8 de octubre de 1822 y don José María Guillén el 12 de 

octubre. Entre los asuntos que atendió la diputación se encontraban los propios a 

sus funciones: instalación de escuelas, salarios a maestros, pero sobre todo lo 

referente a las dietas de los diputados que representaban a San Luis ante el 

Congreso.  

 También en 1822 Azcárate fue sustituido por José Zenón Fernández. 

Cuando Santa Anna proclamó el Plan de Casa Mata en diciembre de 1822, con el 

cual atacaba al Imperio y pedía la restitución del Congreso, José Antonio 

Echávarri, se adhirió a él junto con otros militares invitando a todas las 

diputaciones y autoridades de las provincias a que se unieran también. El general 
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de las tropas en San Luis no aceptó y reprobó esta invitación e instó a las 

autoridades potosinas a que hicieran lo mismo. 

 Sin embargo mediante las acciones e influencia del licenciado Víctor Rafael 

Márquez, que había sido secretario del ayuntamiento, la guarnición de San Luis se 

pronunció y adhirió a dicho Plan el 2 de marzo de 1823, nombrando comandante 

general al coronel don Francisco Arce y destituyendo a don Zenón Fernández 

quien era Jefe Político en ese momento. Entonces, la diputación provincial hizo 

saber que por ministerio de la ley desempeñaría el cargo de Jefe Político el 

licenciado Ildefonso Díaz de León.54 

 Santa Anna salió de Veracruz y se internó en territorio potosino. En la 

hacienda de Peotillos lo esperaban don Zenón Fernández, don Francisco Arce y 

una comisión de potosinos.55Ante estos acontecimientos el 19 de marzo de 1823 

compareció ante el Congreso el hasta entonces emperador Agustín Iturbide y 

presentó su renuncia. El 11 de abril de 1823 salió desterrado de México en la 

fragata Rowllings hacia Europa. Mientras tanto el Congreso nombró un triunvirato 

para que se encargara del poder ejecutivo, éste quedó compuesto por don Nicolás 

Bravo, don Guadalupe Victoria y don Pedro Celestino Negrete.56 

 Santa Anna, promulgó su Plan de San Luis en junio de 1823, sin embargo, 

no pudo vencer las grandes resistencias en San Luis Potosí, ya que sus tropas y 

las que estaban como guarnición en esta plaza (la mayoría potosinos), entraron en 

rivalidad teniendo peleas constantes. Las Villas potosinas apoyaron a las tropas 
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potosinas por solidaridad y la pugna se convirtió en verdadero odio e intolerancia, 

de manera que los soldados de Santa Anna no podían moverse del centro ni 

entrar a las villas, especialmente la de Santiago y la de Tlaxcala, sin correr el 

riesgo de ser golpeados o asesinados. Por no poder solucionar esta situación 

pese a medidas que tomó, Santa Anna resolvió salir de San Luis con sus tropas.57 

 Por tanto, la rebelión de Santa Anna lejos de tener una acogida popular en 

San Luis fue recibida con desconfianza y aversión. Después que salió Santa Anna, 

entró en la ciudad José Gabriel Armijo con sus tropas, encargándose de la 

comandancia general y reduciendo a prisión a Francisco Arce y a los otros 

militares que se habían adherido al Plan de Casa Mata.58 

 Durante el tiempo que Santa Ana permaneció en San Luis Potosí, la 

diputación provincial de la que formaba parte ya José Antonio Barragán, 

enemistada ya con Santa Anna se retiró a Mexquitic hasta que éste se marchó en 

el mes de julio. El congreso general de México, sabiendo del comportamiento de la 

diputación potosina que se resistió a las pretensiones de Santa Anna, acordó en la 

sesión del 9 de agosto que en el salón de sus sesiones se colocara una lápida que 

dijera:  

A LA INMORTALIDAD POR EL AMOR A LAS LEYES Y FIRMEZA EN 
SOSTENERLAS EL SOBERANO CONGRESO DE MÉXICO A LA DIPUTACIÓN 
PROVINCIAL DE SAN LUIS POTOSI MANDO GRABAR. AÑO DE 1823.59 
 

 Pero no se llegó a inscribir y solo quedó en el acuerdo escrito en las actas 

de la sesión antes mencionada. Como fuere la diputación provincial de San Luis 

Potosí estuvo más activa que nunca durante este año, sesionaron del 3 de abril al 
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22 de diciembre de 1823. En este año abrió un gabinete público de lectura, y en 

agosto, dispuso cambiar el cuño de la moneda: las consignas fueron libertad en la 

ley y República mexicana. Otras disposiciones tendieron a reafirmar la nueva 

conciencia ciudadana y, en las medidas prácticas, se preocuparon por la salud 

pública, un tema imperante ya en Europa.60 

 Muchas otras provincias fueron adhiriéndose al Plan de Casa Mata para la 

formación de una República. Casi todas ellas rechazaban al primer Congreso que 

había sido destituido por Iturbide, pues no lo consideraban apto para ser 

Constituyente y solo lo aceptaron como convocante a un nuevo Congreso. Así que 

el 17 de junio expidió las bases para las elecciones del nuevo Congreso y el 30 de 

octubre de 1823, clausuró sus sesiones que habían sido iniciadas veinte meses 

atrás, con más de cuatro meses de suspensión.61 

 El 21 de octubre de 1823 se reunió en la ciudad de México el II Congreso 

Constituyente, órgano legislativo que inició sus tareas en noviembre. Como 

representantes de la provincia de San Luis Potosí fueron electos tres diputados: 

Tomás Vargas, Luis Gonzaga Gordoa y José Guadalupe de los Reyes. Estos 

republicanos potosinos participaron en la firma del Acta Constitutiva de la 

Federación el 31 de enero de 1824.62 

 La diputación provincial de San Luis Potosí para 1824 estuvo compuesta 

por: don Ildefonso Díaz de León, don Antonio María Esnaurrizar, don José Ignacio 

Lozano, don José Eufrasio Ramos, don José Macario Guerrero, don Mariano 
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Escandón, don Marcelino Martínez, don José María Guillén y don Juan García 

Diego, teniendo como secretario (y que lo fue durante todo este segundo periodo 

constitucional a Juan José Domínguez). 

 Acorde a los documentos encontrados  la diputación provincial de San Luis 

Potosí sesionó del 2 de enero al 17 de abril de 1824, al menos, es la última acta 

encontrada de su trabajo. Durante el mes de enero la diputación continuó con sus 

funciones las cuales eran habituales y como ya se mencionó presentando un 

interés especial por los aspectos de salud pública, como por ejemplo al solicitar se 

convocara a la junta provisional de Sanidad para atender el brote de Sarampión, 

en sesión del 12 de enero.63 

 Uno de los asuntos fundamentales en sus últimas sesiones de trabajo de la 

diputación potosina, fue el de establecer junto con el ayuntamiento, las 

condiciones idóneas para el establecimiento de la primera legislatura constituyente 

de San Luis Potosí. Para ello en sesión del 15 de enero recibió la Orden del 

Supremo Gobierno para que fijase el número de individuos, propietarios y 

suplentes que habían de formar la Legislatura del Estado, para lo cual la 

diputación formó una comisión encargada para ello, dicha responsabilidad recayó 

en las personas de don José Ignacio Lozano y don Mariano Escandón.64 

 Asimismo acordó en sesión extraordinaria del 17 de enero, que el día 22 y 

el día 14 de marzo se efectuara la elección de los diputados al Congreso del 
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Estado.65La última acta de sesión de la diputación provincial fechada el 17 de abril 

de 1824 en su punto 6º estipulaba: 

Estando señalado para la instalación del Congreso el día 21 del corriente, y 
hallándose en esta Ciudad como es notorio la mayor parte de los Señores 
Diputados que la han de componer, aunque no se han presentado a la Exa. 
Diputación sino muy pocos como previene el artículo diez del Soberano Decreto 
de 8 de enero; acordó que las juntas preparatorias de que habla dicho decreto se 
celebren los días 19 y 20, citándose por el Señor Presidente a los expresados 
Sres. Diputados para las nueve de la mañana de los expresados días, en esta 

sala. 66 
 

 Firmaron Díaz de León, Esnaurrizar, Ramos, Guillén, Escandón y Martínez. 

Como secretario Juan José Domínguez. Y así fue el H. Honorable Congreso 

Constituyente del Estado de San Luis Potosí se instaló el 21 de abril de 1824 y 

estuvo compuesto por: Manuel Ortiz de Zárate como presidente, Ignacio Soria, Dr. 

Pedro de Ocampo, Rafael Pérez Maldonado, Mariano Escandón, Dr. Manuel 

María Gorriño y Arduengo, Lic. Antonio Frontaura y Sesma, Francisco Aguirre, 

José Pulgar, y como diputados secretarios José Sotero de la Hoyuela y José 

María Guillén.67El nuevo congreso comisionó temporalmente el poder ejecutivo, 

con el nombre de gobernador, al jefe político, Ildefonso Díaz de León. Con ello se 

daba fin a la vida política de la diputación provincial e inicio a una nueva época de 

cambios significativos para la nación, no sólo en el ámbito político, sino también en 

el aspecto ideológico, geográfico, religioso y legislativo. 
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A manera de conclusión 

 

Uno de los acontecimientos de mayor relevancia para el periodo fue sin duda 

alguna la continuidad en sus funciones que logró la Diputación provincial de San 

Luis Potosí en medio de los acontecimientos políticos de la época. Como ya se ha 

mencionado la experiencia política que habían adquirido los diputados americanos 

en el primer periodo constitucional español es algo a lo que no iban a renunciar 

tan fácilmente. 

 Durante el primer imperio la población potosina parece haber gozado de 

relativa calma, en la que se consolidaron viejos grupos de poder y se generaron 

otros que poco a poco, a través de cargos eclesiásticos, militares y puestos en los 

ayuntamientos, fueron creando pequeñas esferas de poder local a las que 

básicamente eran admitidos criollos de familias de abolengo que tradicionalmente 

habían participado en la vida política y económica de la Intendencia potosina, así 

como mestizos que por méritos militares o bien, por participación en el comercio y 

la minería, habían alcanzado cierto prestigio. 

 Muchos de los clérigos, tanto religiosos como seculares, se habían 

interesado en la nueva política y participaron activamente ocupando cargos en el 

cabildo o incluso, como diputados provinciales. Siempre se puso de manifiesto el 

interés que la Iglesia, bien como institución o a través de su jerarquía, mantuvo en 

la vida política y legislativa de la intendencia potosina. Hay que recordar que 

muchos de los líderes de la insurgencia en San Luis Potosí también fueron 

militares o clérigos.  
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 Sin embargo durante el Imperio de Iturbide, casi todos estos grupos se 

mantuvieron pacíficos, adeptos al emperador y su gobierno, tal vez por la 

tradicional postura monárquica que mantuvo San Luis incluso durante la Guerra de 

Independencia. Por eso, siendo los potosinos adictos a Iturbide, cuando el general 

Santa Anna proclamó la República, no hubo mayor eco a su proclama en esta 

parte del imperio. 

 Por otro lado estuvo la participación de la Diputación provincial que también 

evidenció una enorme inclinación al apego y cumplimiento de las leyes 

establecidas por la Constitución gaditana. Algunas y en varias ocasiones su 

posición de “espera” a las autoridades superiores fue lo que le permitió haber 

sobrevivido en esta álgida etapa política de San Luis y que sirvió además como 

espacio político para mantener en el poder a la elite de la región ya para esta 

época consolidada. 
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Conclusiones generales 

 

La diputación provincial como una de las dos instituciones representantes del 

Constitucionalismo español, sirvió de espacio político para que las elites 

regionales se fueran consolidando y lograr con ello su permanencia en el poder 

a través de su ingreso a prácticas políticas nuevas que implicaban también un 

cambio en la mentalidad de los habitantes de los territorios americanos.  

 Ya he mencionado con frecuencia las ambas vertientes en las cuales se 

han tratado de explicar los acontecimientos históricos para este periodo: uno 

que sigue las acciones emprendidas por los movimientos insurgentes y otro, el 

de la participación política americana en la implementación del 

Constitucionalismo español. 

 Es en esta segunda vertiente, que para el caso potosino podemos 

rastrear la acción de la elite en San Luis Potosí. Para el primer periodo 

Constitucional español en San Luis, se pudo constatar que hubo dos elementos 

fundamentales para que dicho sistema funcionara: primero la presencia de 

Félix María Calleja del Rey y la red de relaciones sociales que tenía con los 

habitantes prominentes de la región, y segundo, la concepción del gobierno a 

través de la Constitución Gaditana. 

 En esta última se delineó de alguna manera quienes eran los posibles 

candidatos a entrar en las nuevas prácticas políticas y por ende acceder a los 

cargos políticos de poder. Al dejar fuera a las castas la constitución dejó muy 

claro el tipo de personajes que tendrían dicha preferencia. Por otra parte al 

establecer los requisitos para los integrantes de la diputación provincial y los 
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ayuntamientos constitucionales así como diputados a cortes, evidenció la 

situación de privilegio para la clase económicamente solvente. 

Para el caso potosino Calleja y sus allegados ocuparon los espacios de 

poder que brindaba la oportunidad, ya revisamos en el capítulo tres los 

candidatos para la primera diputación provincial que responden a lo dicho. 

Dicho grupo pronto supo intuir la oportunidad que la diputación provincial y los 

ayuntamientos constitucionales brindaban como espacios para consolidarse y 

mantenerse como el grupo de poder regional. 

Otro punto importante fue el enlazamiento tripartita que dicha 

experiencia provocó: militares, abogados (letrados) y clérigos. Las relaciones 

que entre éstas tres corporaciones se dieron, encontró una amalgama entre 

ellos bajo los preceptos de un sistema monárquico constitucional moderado al 

reconocerlos a todos como ciudadanos de la corona y ya no como sus antiguos 

vasallos, echando por tierra con ello, precisamente la idea de la participación 

estamental. Evidentemente que todos los personajes trabajan a la par por los 

intereses propios a los de su grupo de identidad, pero lo realmente poco común 

fue el acuerdo entre todos para llegar a intereses comunes y adecuarse a las 

oportunidades políticas que ello les brindaba.  

Esto no significa que tanto clérigos, militares como gente ilustrada no 

hayan participado también en las acciones que siguieron los grupos 

insurgentes durante estos años, lo cual sugiere que en los tres rubros hubo una 

división tanto ideológica como participativa, condicionada en gran parte por la 

situación contextual de los personajes o simplemente por las grandes 

confusiones en gobierno y política que en la época se vivieron.   



 128 

Toda esta experiencia política marcó las posiciones que San Luis adoptó 

en los años siguientes. El regreso de Fernando VII al trono y el absolutismo 

monárquico ya no fueron suficientes para lograr la cohesión del imperio 

español. En San Luis Potosí y ya sin la presencia de Calleja en la entidad, los 

movimientos insurgentes tuvieron un campo de acción más considerable, sin 

embargo la postura de las autoridades potosinas casi siempre eligió ceñirse al 

cumplimento de las leyes. 

El regreso del Constitucionalismo español en 1820 se vivió con mucha 

mayor intensidad que en su primer periodo en todo el territorio que comprendía 

el virreinato de la Nueva España. Las elecciones de diputados, integrantes a 

diputaciones provinciales así como en ayuntamientos constitucionales y sus 

respectivos establecimientos; ocuparon gran parte de la preocupación política 

del momento. 

Las diferentes regiones a las que se les permitió el establecimiento de 

ambas instituciones de gobierno (ayuntamientos constitucionales y 

diputaciones provinciales) no tardaron en hacerlo y no solamente eso, sino los 

diputados en Cortes se encargaron de incrementar su número bajo los 

argumentos contemplados en la Constitución: la división territorial y la cuestión 

poblacional. 

Para el caso potosino este periodo se vivió con grandes cambios, pues 

la intendencia se vio reducida ahora a provincia. Ello provocó que el 

establecimiento de la diputación provincial fuera ahora diferente. La provincia 

de Guanajuato se separó de la potosina e implementó su propia diputación 

provincial. 
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Bajo el imperio de Iturbide la diputación provincial siguió en funciones no 

solamente en San Luis Potosí sino en varias regiones del imperio mexicano. 

Toda esta experiencia política regional bajo los preceptos del 

constitucionalismo español, sirvió de base para el establecimiento del Supremo 

Congreso, el cual otorgaba atribuciones a los diputados muy similares (casi 

idénticas) a las que habían otorgado el Consejo de Regencia en septiembre de 

1810 a todos los diputados del imperio español. 

Para este periodo la diputación provincial siguió la misma lógica en su 

composición: hombres de la elite, clérigos, militares y abogados. Su postura de 

igual manera siempre estuvo apegada a un factor fundamental: el apego a las 

leyes. Por ello es comprensible que cuando Santa Anna proclamó la República 

no haya tenido el eco esperado en la provincia de San Luis, al grado que la 

diputación provincial tuvo que huir a Mexquitic para continuar con sus 

funciones. 

Esta postura es la que probablemente haya permitido su continuidad en 

funciones durante todo el periodo. Los integrantes de la diputación provincial ya 

no intuían sino que estaban convencidos que este espacio de acción les 

permitía asegurarse su lugar en la participación política. No solamente eso la 

diputación provincial les dio la posibilidad de lograr un sueño tan anhelado por 

los habitantes de estas tierras: el autogobierno, combinado claro, con las 

funciones del ayuntamiento constitucional. 

En su periodo de reuniones la diputación provincial de San Luis (acorde 

a las actas de sesiones consultadas) cubrió cabalmente con las funciones para 

las cuales había sido asignada según la constitución gaditana. Cabe señalar 

que su actuación siempre fue acorde a las leyes y no se evidenció en ningún 
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momento un mal uso de sus atribuciones, cumpliendo siempre con los 

intereses de bien común que requería la entidad. Con ello al menos aseguró 

las características que el cargo exigía en sus integrantes de probidad y talento.  

Hasta el momento de su disolución la diputación provincial de San Luis 

siguió trabajando en las funciones para las cuales había sido creada. 

Incluyendo en sus agonizantes días su preocupación para la instalación de la 

institución que sería de alguna manera su sucesor por las funciones que 

tendría: El H. Congreso del Estado de San Luis Potosí. 

La historia de la participación política de los personajes que fueron 

integrantes de la diputación provincial, me llevan a reflexionar en los siguientes 

puntos: primero, la diputación provincial fue el espacio de participación política 

que permitió a la elite potosina consolidarse y lograr su preeminencia a través 

de la vía legal que las condiciones de la época le iban presentando. 

Segundo la diputación provincial fue el antecedente no solo del 

Federalismo Mexicano como ya ha sido trabajada por algunos autores, sino 

también (y en conjunto con los ayuntamientos constitucionales), de la 

regionalización y el autogobierno de las mismas; logrando con ello la 

oportunidad de generar sus propias leyes al interior y regular sus asuntos 

internos.  

Y en tercer y último lugar, la diputación provincial fue el espacio que 

permitió a ésta elite potosina continuar en la vida política y los cargos de poder 

aún después de su disolución, ello al pasar a ser integrantes del primer 

Congreso del Estado varios que lo habían sido de la diputación provincial, al 

menos seis de ellos: Mariano Escandón, Antonio Frontaura y Sesma, José 
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Pulgar, José María Guillén, Ignacio Soria, Manuel Ortiz de Zárate. Asimismo 

otro integrante de la diputación quedaría como Jefe Político de San Luis Potosí. 

Con ello se puede concluir que la participación política de estos 

personajes en la región, fueron los que de facto lograron consolidar los 

acontecimientos políticos de la época como la independencia de México, 

delinear los derroteros que en política se habrían de seguir, y no solamente 

ello, sino que se establecieron en continuidad en la reciente nación republicana 

en 1824 como los que sustentaban el poder político de la región ante los 

nuevos retos que implicaba ahora la federalización de este país. 
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APENDICE A 
 

Diputados a Cortes por San Luis 
 

José Florencio Barragán. 16 de mayo 1810. 
Bernardo Villamil. 5 de junio de 1811. 
 
*Barragán murió y Villamil nunca llegó a España. 

 
Antonio Frontaura y Sesma. 1813. 
José Vivero. 1813. 
Luis Obispo Mendizábal y Zubialdea. 1813. 
 
*Frontaura renunció al cargo y Vivero y Mendizábal nunca llegaron a España. 
 

Diputados a la Diputación Provincial de San Luis Potosí 
Julio de 1813 

 
Antonio Frontaura y Sesma. Propietario. 
Manuel María de Gorriño y Arduengo. Propietario. 
Jacobo María Santos. Propietario.  
Andrés Pérez Soto. Suplente. 
 
*Nunca se instaló la Diputación. 
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APENDICE B 
 

Diputados a Cortes por San Luis 
 
Matías Martín de Aguirre. 1821-1822. 
José María Vargas. 1821-1822. 
 
*Nunca llegaron a España. 
 

Diputación Provincial de San Luis Potosí 
17 de noviembre de 1820 

 
Juan Vicente Arce.                                San Luis Potosí.  
José María Semper.                              San Luis Potosí. 
Manuel Fernando Ortiz de Zárate.        San Luis Potosí. 
Diego de Aguirre.                                  San Luis Potosí. 
Mariano Marmolejo.                              Guanajuato. 
José María de Septiem.                        Guanajuato. 
José María Nuñez de la Torre.             Guanajuato. 
Marqués de San Juan de Rayas.         Guanajuato. 
Suplentes: José María Fernández Herrera.   Guanajuato. 
                  Andrés Pérez Soto.                      Guanajuato. 
                  Víctor Rafael Márquez.                 San Luis Potosí. 
 
 
 
 
 
 
 
 

Diputación Provincial de San Luis Potosí 
1822-1823 

 
Ildefonso Díaz de León.                         San Luis Potosí. 
Francisco Justo García.                         San Luis Potosí. 
Eufrasio Ramos.                                    San Luis Potosí. 
Apolinario Azpeitia.                                San Luis Potosí. 
Rafael Delgado.                                     San Luis Potosí. 
José Pulgar.                                           San Luis Potosí. 
Ignacio Rayón.                                       San Luis Potosí. 
José María Guillén.                                San Luis Potosí. 
José Antonio Barragán.                          San Luis Potosí.  
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APENDICE C 
 
 

Diputación Provincial de San Luis Potosí 
1824 

 
Ildefonso Díaz de León.                                    San Luis Potosí. 
Antonio María Esnaurrizar.                               San Luis Potosí. 
José Ignacio Lozano.                                        San Luis Potosí. 
José Eufrasio Ramos.                                       San Luis Potosí. 
José Macario Guerrero.                                    San Luis Potosí. 
Mariano Escandón.                                           San Luis Potosí. 
Marcelino Martínez.                                          San Luis Potosí. 
José María Guillén.                                           San Luis Potosí. 
Juan García Diego.                                           San Luis Potosí. 
 
 
 

Honorable Congreso Constituyente del Estado de San Luis Potosí 
Abril de 1824 

 
Manuel Ortiz de Zárate 
Ignacio Soria 
Pedro de Ocampo 
Rafael Pérez Maldonado 
Mariano Escandón 
Manuel María Gorriño y Arduengo 
Antonio Frontaura y Sesma 
Francisco Aguirre 
José Pulgar 
Diputados secretarios: José Sotero de la Hoyuela 
                                     José María Guillén 
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